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vo Osta, Gabriel Pais, Ronald Pais, Gustavo 
Penadés, Margarita Percovich, Alberto Perdomo, 
Darío Pérez, Esteban Pérez, Enrique Pérez 
Morad, Enrique Pintado, Carlos Pita, Martín 
Ponce de León, Iván Posada, Edgardo Prado, 
Yeanneth Puñales Brun, Domingo Ramos, María 
Alejandra Rivero Saralegui, Glenda Rondán, 
Hugo Rosete, Víctor Rossi, Adolfo Pedro Sande, 
Julio Luis Sanguinetti, Cecilia Saravia Olmos, 
Alberto Scavarelli, Leonel Heber Sellanes, Raúl 
Sendic, Gustavo Silveira, Julio C. Silveira, 
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Ricardo Berois Quinteros, Juan Domínguez, 
Ricardo Falero, Ramón Fonticiella, Luis José 
Gallo Imperiale, Tabaré Hackenbruch Legnani, 
Arturo Heber Fúligraff, Luis M. Leglise, José 
Carlos Mahía, Ricardo Molinelli, Martha Montaner, 
Ruben Obispo, Ambrosio Rodríguez, Diana 
Saravia Olmos, Jaime Mario Trobo y Carmelo 
Vidalín. 


Faltan con aviso: Eduardo Chiesa Bordahandy 
y Guido Machado. 


2.— Asuntos entrados 


"PLIEGO N? 9 
PROMULGACION DE LEYES 


El Poder Ejecutivo comunica que, con fecha 
14 de abril de 2000, ha promulgado las 
siguientes leyes: 


— N? 17.236, por la que se autoriza la salida 
del país del Buque Escuela ROU 20 
"Capitán Miranda" y su tripulación, a 
efectos de realizar el XX Viaje de 
Instrucción, entre los días 10 de abril y 1* 
de noviembre de 2000. C/83/000 


— N2 17.237, por la que se establece la 
contribución del Estado a los partidos 
políticos para financiar los gastos que se 
generen con motivo de su participación en 
las elecciones departamentales a realizar- 
se el 14 de mayo de 2000. —C/115/000 


— N? 17.238, por la que se declara el 17 de 
abril de cada año "Día Nacional de la 
Solidaridad". C/127/000 


— Archívense. 


DE LA PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
GENERAL 


La Presidencia de la Asamblea General 
destina a la Cámara de Representantes los 
siguientes proyectos de ley, remitidos con su 
correspondiente mensaje por el Poder Ejecutivo: 


— por el que se declara feriado no laborable 
para la ciudad de Tala, departamento de 
Canelones, el día 2 de mayo de 2000. 

C/195/000 


— AA la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. 


-— por el que se aprueba el Decimosexto 


Texto de la Citación 


Montevideo, 27 de abril de 2000. 


LA CAMARA DE REPRESENTANTES se 
reunirá, en sesión ordinaria, el próximo 
martes 2 de mayo, a la hora 16, con el fin 
de tomar conocimiento de los asuntos 
entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


2 — Comisión Permanente del Poder Le- 
gislativo. (Elección de miembros para 
el Primer Período de la XLV Legisla- 
tura). (Artículo 127 de la Constitu- 
ción). 


2£ — Comisión Administrativa del Poder Le- 
gislativo. (Elección de miembros para 
el Primer Período de la XLV Legisla- 
tura). (Ley N* 16.821, de 23 de abril 
de 1997). 


3?2.— Designación de Prosecretario. (Artícu- 
lo 109 del Reglamento). 


Horacio D. Catalurda 
Margarita Reyes Galván 
Secretarios 


Protocolo Adicional al Acuerdo de 
Complementación Económica N?* 5, en el 
que se establece el régimen de solución 
de controversias relacionado con este 
Acuerdo de Complementación Económica, 
suscrito por plenipotenciarios de los Esta- 
dos Unidos Mexicanos y de la República 
Oriental del Uruguay en la ciudad de 
Montevideo, el 29 de diciembre de 1999. 

C/200/000 


— por el que se aprueba el Acuerdo con la 
República Checa sobre la Promoción y 
Protección de las Inversiones, suscrito en 
Montevideo, el 26 de setiembre de 1996. 

C/201/000 


— A la Comisión de Asuntos Internacionales. 
— por el que se autoriza el aumento del tope 


actual de emisión de deuda en Bonos del 
Tesoro y Letras de Tesorería. C/199/000 


La citada Presidencia remite copia autenticada 
de los siguientes asuntos: 


— nota del Tribunal de Cuentas comuni- 
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cando la resolución adoptada en rela- 
ción a la Licitación Pública N* 001/98, 
referida a la concesión de la adminis- 
tración, explotación y operación de los 
servicios del Aeropuerto Internacional 
de Carrasco. C/20/000 


— A la Comisión de Hacienda. 


— decreto dictado por el Poder Ejecutivo, por 
el que se modifica el Decreto N* 191/997, 
de 4 de junio de 1997, en el cual se 
aprueba el proyecto de reformulación de 
estructura organizativa de las Unidades 
Ejecutoras del Inciso 13 "Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social".  C/105/000 


— resoluciones dictadas por el Poder Ejecu- 
tivo: 


— declarando excedentes varios cargos y 
funciones contratadas de la Unidad 
Ejecutora 003 Dirección Nacional de 
Vialidad del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. C/105/000 


— A la Comisión de Presupuestos. 

— designando como miembros integrantes 
del Directorio del Banco Central del 
Uruguay al contador César Rodríguez 
Batlle en calidad de Presidente, a la 
doctora Eva Holz como Vicepresidente 
y a la contadora María del Rosario Me- 
dero en calidad de Director.  C/6/000 


— designando al ingeniero industrial Fer- 
nando Bracco Nahson como Presidente 
del Directorio de la Administración Na- 
cional de Telecomunicaciones. C/6/000 


— designando como miembros integrantes 
del Directorio del Banco de la República 
Oriental del Uruguay al contador Juan 
ignacio García Pelufo como Presidente, 
y en calidad de Directores a la doctora 
Milka Barbato, y a los doctores Daniel 
Gustavo Cairo Vila, Pablo García Pintos 
y Carlos Rodríguez Labruna. —C/6/000 


— designando a la ingeniera Esther Yáñez 
Somoza como Presidente del Directorio 
de la Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado. C/6/000 


— Ténganse presente. 


DE LA CAMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores remite los siguien- 
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tes proyectos de 
Cuerpo: 


ley, aprobados por dicho 


— por el que se sustituyen los artículos 77 
y 78 de la Ley N* 7.812, de 16 de enero 
de 1925, en la redacción dada por los 
artículos 38 y 39 de la Ley N* 17.113, de 
9 de junio de 1999, sobre emisión del 
sufragio por parte de determinados funcio- 
narios que actúan en las comisiones 
receptoras de votos. C/187/000 


— A la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. 


— por el que se designa "Henry Dunant" la 
Escuela N* 353 de la ciudad de Montevi- 
deo. C/180/000 


— A la Comisión de Educación y Cultura. 


La citada Cámara comunica que, con fecha 
12 de abril de 2000, ha sancionado el proyecto 
de tey por el que se declara el día 17 de abril 
de cada año "Día Nacional de la Solidaridad", 
en reconocimiento a la actitud de todo el pueblo 
oriental hacia Paso de los Toros, con motivo de 
las inundaciones ocurridas en el año 1959. 

C/127/000 


— Téngase presente. 


COMUNICACIONES GENERALES 


La Intendencia Municipal de Salto contesta la 
exposición escrita presentada por el señor 
Representante Luis M. Leglise, referente a 
diversas carencias en materia de salud consta- 
tadas en zonas urbanas y suburbanas de 
nuestro país. C/27/000 


— Á sus antecedentes. 


La Junta Departamental de Colonia remite 
nota por la que se solicita la trasmisión por 
televisión abierta de los partidos que juegue la 
selección uruguaya de fútbol. C/196/000 


La Junta Departamental de Río Negro remite 
copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por un señor Edil, por las que 
solicita se instrumenten las medidas correspon- 
dientes para que la población acceda a ver los 
partidos de las eliminatorias y del próximo 
mundial de fútbol. C/196/000 


— A la Comisión de Defensa Nacional. 
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COMUNICACIONES DE LOS MINISTERIOS 


El Ministerio de Relaciones Exteriores contes- 
ta el pedido de informes de los señores 
Representantes Jorge Orrico y Carlos Baráibar, 
y del señor ex Representante Jorge Pandolfo, 
sobre el estado actual de la deuda de la 
Federación Rusa. C/2646/98 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería 
contesta el pedido de informes del señor 
Representante José Mahía, referente a la 
posible existencia de deudas que mantiene la 
Intendencia Municipal de Canelones con varios 
organismos del Estado. C/3848/000 


El Ministerio de Detensa Nacional contesta el 
pedido de informes del señor Representante 
Juan José Domínguez, acerca de un episodio 
ocurrido en aguas del río Uruguay, donde 
resultara muerto un ciudadano uruguayo. 

C/35/000 


El Ministerio de Turismo acusa recibo de los 
siguientes asuntos: 


— exposición escrita presentada por el señor 
Representante Ricardo Castromán, rela- 
cionada con los primeros egresados de la 
carrera de Técnicos Universitarios en 
Turismo. C/27/000 


— exposición realizada por la señora Re- 
presentante Silvana Charlone, en sesión 
de 4 de abril de 2000, acerca de los 
pedidos de informes formulados por los 
señores legisladores al amparo del artículo 
118 de la Constitución de la República. 

s/c 


El Ministerio de Educación y Cultura contesta 
el pedido de informes del señor Representante 
Roque Arregui, referente a los docentes que 
cobran sus haberes mediante el sistema de 
"cachet" en los Institutos Superiores de Educa- 
ción Física. C/3643/99 


— Á sus antecedentes. 


COMUNICACION REALIZADA 


La Comisión de Educación y Cultura solicita 
se remita al Ministerio correspondiente, a los 
fines dispuestos por el artículo 202 de la 
Constitución, el texto del proyecto de ley por el 
que se designa "República de Pakistán" la 
Escuela N* 183 del departamento de Montevi- 
deo. C/108/000 


— Se cursó con techa 12 de abril. 
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PEDIDOS DE INFORMES 


El señor Representante Ricardo Castromán soli- 
cita se cursen los siguientes pedidos de informes: 


— al Ministerio de Economía y Finanzas, con 
destino al Banco de la República Oriental 
del Uruguay, relacionado con la deuda que 
mantiene una firma de plaza con dicha 
institución. C/169/000 


— al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, y además por 
su intermedio al Banco Hipotecario del 
Uruguay, sobre la situación de los deudo- 
res y de las viviendas adjudicadas por el 
mencionado banco, en la ciudad de Fray 
Bentos, departamento de Río Negro. 

C/170/000 


El señor Representante Doreen Javier Ibarra 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, y además por su intermedio 
a la Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado, referente a la contaminación de dos 
cursos de agua del departamento de Canelones. 

C/171/000 


La señora Representante Lucía Topolansky 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, con destino al Banco 
Hipotecario del Uruguay, acerca de diversos 
aspectos de la operativa que realiza dicha 
institución. C/172/000 


— Se cursaron con fecha 13 de abril. 


El señor Representante Víctor Rossi solicita 
se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, y además por su 
intermedio, a la Administración Nacional de 
Puertos, acerca de las circunstancias en que 
ocurrió un accidente en el recinto portuario. 

C/168/000 


El señor Representante Guillermo Alvarez 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Educación y Cultura, referente a 
la refacción del edificio sede de Impresiones y 
Publicaciones Oticiales. C/185/000 


— Se cursaron con fecha 24 de abril. 
El señor Representante Artigas Barrios soli- 


cita se cursen los siguientes pedidos de 
informes al Ministerio de Turismo: 
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— sobre el presunto apoyo financiero a 
personas físicas, instituciones privadas oO 
Intendencias Municipales por parte de 
dicha Secretaría de Estado.  C/188/000 


— relacionado con la existencia de agentes 
turísticos fuera del país. C/189/000 


El señor Representante Artigas Melgarejo 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio del Interior, acerca del motivo por el 
cual un vehículo de esa Secretaría de Estado 
habría cruzado la frontera con la República 
Federativa del Brasil. C/190/000 


Los señores Representantes Orlando Gil 
Solares y Edgar Bellomo solicitan se curse un 
pedido de informes al Ministerio de Turismo, 
relacionado con la asistencia de dicha Cartera 
a una empresa privada del departamento de 
Colonia. C/191/000 


— Se cursaron con fecha 25 de abril. 


La señora Representante Raquel Barreiro, 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, y además por su intermedio 
al Banco Hipotecario del Uruguay, acerca de 
diversos aspectos atinentes a la situación 
económico-financiera del referido banco. 

C/197/000 


La señora Representante Lucía Topolansky 
solicita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


— a la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to, con destino al Comité Coordinador para 
Mejoramiento de los Barrios, referente a 
los asentamientos irregulares existentes a 
la fecha y los planes para su regulariza- 
ción. C/198/000 


— al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, con destino 
al Banco Hipotecario del Uruguay, sobre 
los montos de recaudación e inversión de 
la citada institución bancaria, con relación 
al sistema de Cooperativas de Vivienda 
por Ayuda Mutua. C/186/000 


El señor Representante Ricardo Castromán 
solicita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


— al Ministerio de Industria, Energía y Mi- 
nería, con destino a la Administración de 


Usinas y Trasmisiones Eléctricas, relacio- 
nado con el consumo y costo del suminis- 
tro de energía eléctrica de la planta donde 
funcionaba la empresa INCUR S.A. 
C/202/000 


— al Ministerio del Interior, acerca del 
sistema de ingreso de profesionales para 
prestar servicios en Sanidad Policial en el 
departamento de Río Negro. — C/203/000 


— Se cursan con fecha de hoy. 


PROYECTOS PRESENTADOS 


Varios señores Representantes presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
los siguientes proyectos de ley: 


— por el que se establece la prioridad para 
el cobro de los créditos laborales, en los 
casos de concurso, quiebra, liquidación o 
cierre de empresas. C/160/000 


— por el que se crea un fondo de garantía 
de los créditos laborales en los casos de 
insolvencia patronal. C/161/000 


— por el que se establece en favor de los 
trabajadores, un recargo del 20% para el 
caso de no pago del salario en los plazos 
fijados por la normativa legal vigente. 

C/162/000 


— por el que se establece la intervención 
judicial de las empresas comerciales o 
industriales en mora de cumplir sus 
obligaciones pecuniarias con el Estado o 
con su personal, que cesen o paralicen su 
giro habitual por más de treinta días. 

C/163/000 


— por el que se sustituye el artículo 29 de 
la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
sobre prescripción de las acciones labora- 
les. C/164/000 


— por el que se reglamenta la actividad de 
las empresas suministradoras de mano de 
obra temporal. C/165/000 


— por el que se establece que el personal 
que cumplía funciones permanentes, o por 
reunión en el Jockey Club de Montevideo, 
se incluirá en un registro que llevará el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y se dispone el derecho prioritario al 
trabajo de quienes figuren en el citado 
registro, en el pliego de la licitación 
pública previsto en el artículo 42 de la Ley 
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N* 17.006, de 18 de setiembre de 1998. 
C/181/000 


— por el que se tipifican las faltas laborales 


graves que pudiere cometer el empleador 


en el transcurso de la relación laboral. 
C/182/000 


— por el que se establecen normas de 
protección a los trabajadores despedidos 
o perjudicados en cualquier forma a causa 
de su actividad sindical o de la afiliación 
a sindicatos. C/194/000 


— A la Comisión de Legislación del Trabajo. 


— por el que se regula la actividad de tos 
bancos de datos de información de 
cumplimiento de créditos o de obligaciones 
de tracto sucesivo. C/166/000 


— por el que se deroga el Decreto-Ley 
N2 15.637, de 11 de octubre de 1984, por 
el que se dictan normas para otorgar 
concesiones para la construcción de obras 
públicas. C/167/000 


— por el que se reconoce a todos los 
habitantes de la República el derecho a la 
información y a la acción de "habeas 
data". C/173/000 


— por el que se establecen normas sobre el 
delito de usura. C/174/000 


— por el que se regula la designación e 
integración de los Gobiernos Locales 
previstos en los artículos 262, 287 y 
disposición transitoria "Y" de la Constitu- 
ción de la República. C/175/000 


— por el que se dispone que cada partido 
político podrá presentar solamente una 
candidatura a la Intendencia Municipal de 
cada departamento. C/184/000 


— por el que se deroga el artículo 4% del 
Decreto-Ley N* 14.701, de 12 de setiem- 
bre de 1977, sobre la regulación de los 
títulos valores. C/192/000 


— por el que se crea la Comisión Sectorial 
de Descentralización y se establece su 
integración y cometidos. C/193/000 


— A la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. 


— por el que se crea el Fondo de Inversiones 


para la Colonización, el que será adminis- 
trado por el Instituto Naciona! de Coloni- 
zación. C/176/000 


— por el que se establecen modificaciones 
tributarias referentes al Fondo de 
Reconversión Laboral creado por el artícu- 
lo 325 de la Ley N* 16.320, de 1% de 
noviembre de 1992. C/177/000 


— por el que se extiende la exoneración del 
aporte unificado a la industria de la 
construcción establecido por el artículo 
444 de la Ley N? 16.736, de 5 de enero 
de 1996, a aquellos inmuebles que sean 
objeto de regularización por los gobiernos 
departamentales. C/183/000 


— A la Comisión de Hacienda. 


— por el que se redistribuyen los funcionarios 
públicos cuyos cargos hayan sido declara- 
dos excedentes y no hayan optado por 
abandonar la función pública. C/178/000 


— A la Comisión de Presupuestos. 


— por el que se dictan normas sobre los 
delitos de lesa humanidad. C/179/000 


— A la Comisión de Derechos Humanos". 


3.-— Proyectos presentados 

A) "Créditos laborales. (Se establece la prio- 
ridad para su cobro en casos de concurso, 
quiebra, liquidación o cierre de empresas) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Incorpórase al artículo 11 
del Decreto-Ley N* 14.188, de 5 de abril de 
1974, el siguiente inciso: 


"Los créditos laborales a que refiere el inciso 
primero en los casos de concurso, quiebra, 
liquidación o cierre de la empresa, tendrán 
prioridad para su cobro respecto de todo otro 
crédito de cualquier naturaleza sobre los 
bienes del deudor aun en aquellas situacio- 
nes en que habiendo ejecuciones pendientes, 
el dinero no hubiere sido todavía distribuido. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Re- 


8 CAMARA DE REPRESENTANTES 


presentante por Montevi- 
deo; Guillermo Alvarez, 
Representante por Monte- 
video; Silvana Charlone, 
Representante por Monte- 
video; Enrique Pintado, 
Representante por Monte- 
video; Raúl Sendic, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Enrique Pérez Mo- 
rad, Representante por 
Maldonado; Ernesto Aga- 
zzi, Representante por 
Canelones; Edgar Bello- 
mo, Representante por Ca- 
nelones; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Margarita Per- 
covich, Representante por 
Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley busca dar 
solución a un vacío legal existente en el artícu- 
to 11 del Decreto-Ley N? 14.188, referente a los 
créditos laborales, que ha determinado posicio- 
nes jurisprudenciales encontradas en cuanto a 
la determinación de la prioridad de dichos 
créditos. 


La disposición referida establece claramente 
el derecho de los trabajadores a perseguir el 
cobro de sus créditos laborales con independen- 
cia y prioridad respecto de los acreedores 
comunes y privilegiados que deben deducir sus 
derechos en el procedimiento de quiebra y 
concurso. 


No podría existir dudas en cuanto a que la 
expresión del artículo 11 que independiza el 
cobro del crédito laboral en forma absoluta y sin 
restricciones del cúmulo de acreedores de la 
empresa en crisis, está comprendida en esa 
independencia la prioridad de los créditos 
laborales también respecto de los acreedores 
prendarios e hipotecarios. 


Debe tenerse en cuenta en apoyo de tal 
afirmación, que el Convenio N?* 95 de la OIT 
sobre salarios ratificado por nuestro país, 
califica como preferentes a dichos créditos 
laborales por salarios con lo que le está 
acordando a dichos créditos la misma condición 
de preferentes, como lo son los créditos 
prendarios e hipotecarios. 
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El carácter absoluto del artículo 11 citado y 
la aplicación en el caso de dos interpretaciones 
posibles del principio "in dubbio pro operario”, 
lleva sin hesitaciones a reconocer que en 
igualdad de preferencias el crédito laboral tiene 
prioridad. 


Vienen en apoyo de esta tesis las normas 
constitucionales del artículo 53 de la Constitu- 
ción de la República, que establece que el 
trabajo está bajo la protección de la ley y el 
artículo 332 de la misma Constitución, que 
habilita a la aplicación tuitiva de esta norma en 
un caso como éste, en el que estarían colocados 
en el mismo plano de preferencia los créditos 
laborales y los prendarios e hipotecarios. 


Nunca más claro como en este caso el 
principio protector, pues bastaría en situaciones 
de dificultad de la empresa, constituir créditos 
hipotecarios o prendarios simulados para burlar 
la expectativa de cobro que concede el artícu- 
lo 11 del Decreto-Ley N* 14.188 referido. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Margarita Perco- 
vich, Representante por 
Montevideo". 


B) "Fondo de Garantía de los Créditos Labo- 
rales en los casos de insolvencia patronal. 
(Creación) 

PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*. (Fondo de Garantía).— Se crea 
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un Fondo de Garantía de los Créditos Laborales 
ante la situación de insolvencia de los 
empleadores, que será administrado por el 
Banco de Previsión Social (BPS), a través del 
Consejo de Prestaciones de Actividad. 


Artículo 2%— Serán beneficiarios en el 
presente régimen de garantía todos los traba- 
jadores en relación de dependencia de la 
actividad privada y de las personas públicas no 
estatales. 


Artículo 32. (Otros beneficiarios).— El cón- 
yuge que hubiera vivido de consuno con el 
trabajador beneficiario a la techa de fallecimien- 
to de éste o el concubino cuyo "more uxorio" 
a la misma fecha hubiera durado más de un año, 
los menores o incapaces y los ascendientes de 
primer grado que estuvieran a cargo de dicho 
trabajador, tendrán derecho a la prestación del 
Fondo. 


En caso de concurrencia de varios beneficia- 
rios, al cónyuge o concubino le corresponderá 
el 50% (cincuenta por ciento) del total a percibir; 
el 50% (cincuenta por ciento) restante se 
distribuirá por partes iguales entre los demás 
beneficiarios. 


Artículo 4*. (Finalidad).— El Fondo garanti- 
zará al trabajador la percepción de sus créditos 
laborales en los siguientes casos: 


A) Cuando los empleadores hayan sido 
declarados en quiebra, se encuentren 
en situaciones de liquidación, concorda- 
to, concurso civil o medie cesación de 
pago total o parcial, en este último caso 
aun cuando no haya recaído resolución 
judicial. 

B) Cuando hubiere fallecido el empleador 
y sus sucesores no continuaran en la 
actividad de la empresa, resultaren 
insolventes, no los hubiere, fueren 
desconocidos o se ignorase su domicilio 
o paradero, o vivieren fuera del país y 
no asumieran la obligación de pagar los 
créditos laborales. 


C)En las situaciones en que hubiere 
mediado cierre del establecimiento sin 
que haya hecho cesión de la empresa 
a terceros solventes o no hubieren 
quedado bienes suficientes para hacer 
efectivo los créditos laborales. 


D) Cuando el empleador haya hecho aban- 
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dono del país o se desconociera su 
paradero, sin que haya dejado suceso- 
res, apoderados, tfiadores, curadores de 
bienes O bienes suficientes para res- 
ponder de dichos créditos. 


Artículo 5%. (Financiación).— El Fondo de 
Garantía de los Créditos Laborales se financiará 
con: 


A) Un aporte patronal de hasta 0.5% 
(medio por ciento) del salario nominal 
de cada uno de sus trabajadores, que 
se abonará conjuntamente con los 
restantes aportes de seguridad social al 
Banco de Previsión Social, en la forma 
y condición que se establezca en la 
reglamentación pertinente. 


El Poder Ejecutivo establecerá la 
forma en que se aportará en aquellos 
sectores de actividad donde existe un 
régimen de recaudación especial, pro- 
curando mantener la misma proporción 
existente en el régimen general entre la 
contribución al Fondo de Garantía y la 
contribución general de la seguridad 
social. 


B) Lo percibido por el Fondo en ejercicio 
de sus potestades de subrogación 
previstas en el artículo 9% de la 
presente ley que, conforme a la legis- 
lación laboral y común, corresponde a 
los trabajadores por los importes servi- 
dos por el Fondo, en las situaciones 
previstas en el artículo 4% de la 
presente ley. 


C) Los intereses, rentas, colocaciones y 
demás resultados de las inversiones 
que la reglamentación autorice al órga- 
no administrador. 


Los remanentes mensuales que ten- 
ga el Fondo, salvo en el porcentaje que 
fije la reglamentación, deberán ser 
depositados en unidades reajustables 
en el Banco Hipotecario del Uruguay. 


D) El importe de las multas, recargos y 
penas pecuniarias por violaciones a las 
disposiciones de la presente ley, que 
determine la reglamentación. 


El Fondo de Garantía se administrará 
con completa autonomía respecto de 
los otros Fondos que existan en el 
Banco de Previsión Social. 
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Artículo 62. (Empleadores obligados).— Que- 
dan obligados para con el Fondo creado por la 
presente ley todos los empleadores de las 
actividades mencionadas en el artículo 2* de la 
presente ley. 


Artículo 72. (Trabajadores excluidos).— No 
tendrán derecho a los beneficios establecidos en 
la presente ley, los trabajadores vinculados al 
empleador por afinidad o consanguinidad hasta 
el tercer grado inclusive. 


Artículo 8*, (Créditos garantizados).— El 
Fondo garantizará Jos créditos laborales que por 
todo concepto se adeuden al trabajador. 


Los importes resultantes de la liquidación de 
los créditos laborales adeudados, serán reajus- 
tados de acuerdo al Decreto-Ley N*? 14.500, de 
8 de marzo de 1976, para su pago. 


Artículo 9%, (Subrogación).— El Banco de 
Previsión Social se subrogará en los derechos 
y acciones de los trabajadores amparados por 
esta garantía, por las cantidades efectivamente 
abonadas por el Fondo, las cuales serán actuali- 
zadas de conformidad al Decreto-Ley N* 14.500, 
de 8 de marzo de 1976, hasta el momento del cobro. 


A esos efectos, el Banco de Previsión Social 
se subrogará con el mismo grado y prelación en 
los derechos y acciones de los trabajadores 
amparados. 


Artículo 10. (Responsabilidad).— Serán per- 
sonal y subsidiariamente responsables por las 
deudas de naturaleza laboral los socios-adminis- 
tradores y los Directores de las sociedades de 
responsabilidad limitada, anónima y en coman- 
dita por acciones, así como los integrantes de 
los Consejos Directivos de las cooperativas. 


En los casos en que la empresa insolvente 
integre un conjunto económico, el accionamiento 
judicial podrá ejercitarse contra toda o cuales- 
quiera de las personas físicas o jurídicas 
comprendidas en ese conjunto económico. 


Artículo 11. (Solicitud).— Configurada alguna 
de las situaciones previstas en el artículo 4% de 
la presente ley, el trabajador beneficiario deberá 
presentar su solicitud ante el órgano administra- 
dor, especificando los hechos que fundamenten 
su petición y justificando haber dado cumpli- 
miento a lo dispuesto en el artículo 10 del 
Decreto-Ley N* 14.188, de 5 de abril de 1974, 
mediante testimonio de acta de conciliación 
realizada ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


Los respectivos servicios del Banco de 
Previsión Social tendrán amplias facultades de 
investigación, pudiendo retirar de las empresas 
la documentación que consideren necesaria a 
tales fines, y solicitar directamente cualquier 
información a personas o entidades públicas o 
privadas de cualquier naturaleza, incluidas las 
instituciones bancarias, a efectos de verificar la 
existencia de la situación denunciada, el monto 
de los créditos laborales de los trabajadores y 
la falta de bienes suficientes. Las personas O 
entidades requeridas deberán proporcionar la 
información que se les solicite, sin otro trámite, 
ni excepción alguna. 


Artículo 12.— Si de la investigación efectua- 
da por el Banco de Previsión Social, surgieran 
elementos que hicieran presumir que se intenta 
defraudar al Fondo, se remitirán las actuaciones 
a la Justicia Penal, quedando sin efecto la 
solicitud presentada. 


Artículo 13. (Resolución).— El Banco de 
Previsión Social mediante decisión fundada 
resolverá sobre la solicitud presentada, dispo- 
niendo según el caso el pago de los importes 
de los créditos adeudados o el archivo de la 
solicitud por falta de mérito, dentro del plazo de 
veinte días hábiles a partir del siguiente a la 
fecha de recepción de la solicitud. 


Para el caso de que no se pueda obtener 
información referente a la petición presentada, 
el órgano administrador calificará por sí la 
existencia del crédito. 


Artículo 14.— Independientemente de que se 
haya presentado solicitud ante el Fondo de 
Garantía en las situaciones previstas en el 
artículo 4% de la presente ley, el trabajador en 
todo momento podrá iniciar acción judicial para 
la satisfacción de sus créditos. 


Artículo 15.— Las prestaciones previstas por 
la presente ley son acumulables a todas las 
demás prestaciones de la seguridad social. 


Artículo 16.-—— Los beneficios que la presente 
ley otorga entrarán en vigencia a partir de los 
sesenta días de su reglamentación. 


Artículo 17.— El Poder Ejecutivo reglamen- 
tará la presente ley dentro de los treinta días 
de su promulgación. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier lbarra, Re- 
presentante por Montevi- 
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deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Carlos Pita, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley crea un Fondo 
de Garantía de los Créditos Laborales ante 
insolvencia patronal. Su texto con algunas 
modificaciones tomadas del anteproyecto elabo- 
rado por el profesor doctor Américo Plá 
Rodríguez a partir de pautas acordadas en la 
Comisión de Asuntos Laborales y de Seguridad 
Social del Senado, es básicamente el mismo que 
fuera sancionado en la Cámara de Representan- 
tes en la Legislatura anterior. 


El Fondo de Garantía de los Créditos 
Laborales, es un mecanismo mediante el cual 
se busca que el trabajador no quede desampa- 
tado ante situaciones que afectan a su 
empleador, y que hacen que aquél no pueda 
percibir los salarios generados por su trabajo. 


Partiendo de la inequívoca conclusión de que 
la relación económica y jurídica existente entre 
empleador y trabajador es una relación desigual 
donde la parte trabajadora es notoriamente más 
débil, se ha desarrollado en Derecho Laboral 
toda una orientación que propugna la creación 
de instrumentos jurídicos protectores del traba- 
jador. 


Esa orientación es la que ha impulsado la 
creación de distintas medidas tendientes a 
proteger los créditos de esa parte más débil, que 


se convierte en mucho más débil cuando no sólo 
pierde su única fuente de ingresos, sino que 
también se ve imposibilitada de percibir el 
producto de su trabajo ya realizado. 


Así es que, nacen medidas de protección que 
le otorgan al trabajador un privilegio por sus 
créditos salariales ante casos de insolvencia 
patronal. Este sistema consiste en que ante una 
situación de cesación de pago o quiebre de la 
empresa empleadora, el trabajador que concurre 
con otros acreedores tiene en referencia a sus 
créditos un privilegio, es decir la posibilidad de 
cobrar en primer término. 


Este principio, que reconoce que el trabajador 
tiene un privilegio respecto a sus créditos, es 
recogido en el Convenio Internacional del 
Trabajo N?2 95 sobre protección del salario. 


Dicho Convenio en su artículo 12 textualmen- 
te expresa: "1) En caso de quiebra o de 
liquidación judicial de una empresa los trabaja- 
dores empleados en la misma deberán ser 
considerados como acreedores preferentes, en 
lo que respecta a los salarios que se les deba 
por los servicios prestados durante un período 
anterior a la quiebra o a la liquidación judicial, 
que será determinado por la legislación nacional 
o en lo que concierne a los salarios que no 
exceden de una suma fijada por la legislación 
nacional. 2) El salario que constituya un crédito 
preferente se deberá pagar íntegramente, antes 
de que Jos acreedores ordinarios puedan 
reclamar la parte del activo que les corresponda. 
3) La legislación nacional deberá determinar la 
relación de prioridad entre el salario que 
constituya un crédito preferente y los demás 
créditos preferentes". 


De este texto podemos ver que se trata de 
dos institutos, el privilegio y la preferencia. La 
preferencia se da cuando concurren varios 
créditos privilegiados dándosele preeminencia 
para su cobro a uno de ellos, 


En tanto que en la legislación nacional 
podemos encontrar que en el Título 18 del 
Código Civil, denominado de los créditos 
privilegiados, se establece que los créditos 
laborales integran la primera clase de créditos 
personales privilegiados. Del numeral 4% del 
artículo 2369 se desprende "...los salarios de los 
dependientes y criados por lo que se les adeuda 
en todo el año anterior a la declaración del 
concurso". 
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Similar solución da el Código de Comercio 
que en el artículo 1232 donde se expresa "los 
salarios de los dependientes obreros y criados 
por los que se les adeude correspondiente a los 
seis meses anteriores a la fecha de la 
declaración de la quiebra". Ambos textos, más 
allá de que el segundo es más restrictivo que 
el primero en referencia a la antigúedad de los 
créditos que se ampara, dan una protección al 
trabajador por los salarios generados colocán- 
dolos entre los créditos privilegiados de primera 
clase. Claro que estas medidas legales de 
protección están limitadas sólo cuando los 
créditos salariales concurren con otros acreedo- 
res simples o quirografarios, es decir, que no 
existan acreedores prendarios o hipotecarios, en 
tal caso estos últimos tienen preferencia. 


Con posterioridad el Decreto-Ley N* 14.188, 
dispuso que los trabajadores acreedores no 
estarán obligados en caso de quiebra oO 
concurso, a esperar las resultancias de dichos 
procedimientos para ejercitar las acciones co- 
rrespondientes (inciso segundo del artículo 11). 
El sistema de privilegio si bien proporciona una 
cierta protección, ésta resulta insuficiente, ya 
que adolece de algunos defectos tales como: de 
por sí no asegura el cobro de sus créditos por 
parte del trabajador; los trabajadores pueden 
verse desplazados por otros créditos de mayor 
rango, Oo pueden resultar burlados por un 
patrimonio insolvente y por último en el mejor 
de los casos satisfacerse sólo parte de lo que 
se les adeude. 


Por otra parte y debido a que el trabajador 
debe seguir los procedimientos pertinentes para 
hacer efectivo sus créditos, nada le asegura su 
pronta satisfacción o que al final habrá un 
patrimonio solvente que le permita lograrlo, con 
los consiguientes gastos y zozobras que conlle- 
van los procedimientos judiciales. 


A raíz de estos y otros problemas que 
plantean las modernas formas de tuncionamien- 
to del capitalismo, ha llevado a que distintas 
legislaciones fueran adoptando otros sistemas 
efectivos de protección. Dice Arturo Bronstein: 
"Esta ineficiencia relativa del privilegio ha sido 
la razón principal por la que en un número 
bastante importante de países se entendió 
necesario crear instituciones y garantías suscep- 
tibles de pagar los créditos de los trabajadores, 
cuando los procedimientos normales de ejecu- 
ción y cobro contra el empleador... concluían sin 


resultados debido a la insolvencia de aquél" 
(página 142, Tomo 2 "El salario", estudio en 
homenaje al profesor Américo Plá Rodríguez. 
Ediciones Amalio Fernández. Montevideo 1987). 


Así los llamados "Fondos de Garantías de 
Salarios", que se crean en varios países 
europeos principalmente (Finlandia, España, 
Portugal, Austria, etc.) y en América Latina, más 
recientemente en la República Argentina con la 
promulgación de la Ley N* 23.472 por la cual 
se creó el Fondo de Garantía de Créditos 
Laborales. 


De los distintos Fondos creados, dice 
Bronstein, se pueden distinguir algunas carac- 
terísticas comunes: 


A) Sistemas subsidiarios del régimen de los 
privilegios. 


B) Son obligatorios. 


C) Cubren la totalidad de los asalariados, con 
mínimas excepciones. 


D) Administrados por instituciones sin fines 
de lucro y autónomas, tanto jurídica, como 
técnica y financieramente. 


Para terminar sobre este punto, se debe 
recordar que el sistema a que se hace referencia 
también cumple la función de preservar en 
determinados casos las fuentes de trabajo. Así 
tenemos aquellos casos de empresas que ya 
sea por su magnitud en la economía o por la 
cantidad de trabajo que tienen son de vital 
importancia para los intereses socioeconómicos 
de la sociedad. Por lo cual con prescindencia 
de las causas que llevaron a dicha empresa a 
una situación crítica, el Fondo de Garantía 
vendría a cumplir una función de apoyo a esa 
empresa, abonando salarios impagos impidiendo 
de esa manera que se acumulen demandas que 
podrían llevar a su cierre total con el consiguien- 
te perjuicio para todos. 


Si bien esta función es importante no debería 
ir sola sino acompañada de otras medidas 
adoptadas por la autoridad económica respon- 
sable, a efectos de impedir que el Fondo sea 
utilizado con fines espurios. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
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sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Carlos Pita, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo". 


C) "Omisión de pago de los salarios en los 
plazos legales. (Se establece un recargo 
del 20% de los mismos en favor de los 
trabajadores) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Sustitúyese el inciso final 
del artículo 31 de la Ley N* 10.449, de 12 de 
noviembre de 1943 en la redacción dada por el 
artículo 1% del Decreto-Ley N* 14,159, de 21 de 
febrero de 1974 y el artículo 719 de la Ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, por el 
siguiente: 


"Transcurridos estos plazos, sin que se abone 
el salario, el mismo generará un 20% (veinte 
por ciento) de recargo sobre el monto 
adeudado. 


Comprobada la mora, la Inspección Gene- 
ral del Trabajo y la Seguridad Social expedirá 
la constancia respectiva, que tendrá valor de 
Título Ejecutivo en beneficio del trabajador". 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 


sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; Raúl 
Sendic, Representante por 
Montevideo; Edgar Bello- 
mo, Representante por 
Canelones; Enrique Pérez 
Morad, Representante por 
Maldonado; Ernesto Aga- 
zzi, Representante por 
Canelones; Gustavo Gua- 
rino, Representante por 
Cerro Largo; Margarita 
Percovich, Representante 
por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


De acuerdo a la normativa vigente, el pago 
del salario debe realizarse de acuerdo a las 
siguientes hipótesis: 


A) Si es mensual, dentro de los cinco 
primeros días hábiles y nunca después de los 
diez primeros días corridos del mes siguiente al 
que corresponde abonar. 


B) Si es quincenal, dentro de los cinco días 
hábiles siguientes al vencimiento de la quincena 
que deba abonarse. 


C)Si es semanal, al finalizar la respectiva 
semana. 


El no cumplimiento en el pago de los salarios 
en las fechas establecidas anteriormente aca- 
rrea tres tipos de sanciones, amonestación, por 
la cual pasa a integrar el registro de infractores 
a las normas laborales; la multa, la cual se 
gradúa en una cantidad de entre uno y ciento 
cincuenta jornales por cada trabajador afectado 
por la infracción y la clausura del establecimien- 
to, esta sanción no puede exceder de seis días, 
quedando la empresa obligada a abonar los 
salarios de los trabajadores por el término de 
la misma. 


Las sanciones que se prevén en la normativa 
vigente, no tienen en cuenta para nada al 
trabajador, las sanciones de orden pecuniario 
son recaudadas en su totalidad por el Estado, 
no teniendo participación el trabajador el cual es 
el mayor damnificado. Los Entes estatales, sin 
excepción, cuando no se abona en fecha el 
importe de sus facturas aplican importantes 


14 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 2 de mayo de 2000 


recargos, ocurriendo lo mismo con otro tipo de 
adeudos, como créditos, arrendamientos, etc. El 
empleado, que reciba su pago fuera de fecha, 
deberá abonar sus obligaciones con recargo, 
contando con la misma cantidad de dinero con 
la que hubiera contado en caso de haber 
cobrado su salario en techa. 


Desde otro punto de vista, los empleadores 
deben abonar sus adeudos en fecha, ya que si 
no deberían abonarlas con recargo, siendo la 
única excepción las obligaciones con sus 
trabajadores, lo cual ha llevado a que se 
prioricen, en caso de urgencia, todas las demás 
obligaciones por sobre las deudas laborales. 


El proyecto que impulsamos, entendemos que 
llena una necesidad imperiosa de los asalaria- 
dos de nuestro país, evitando que incurran en 
adeudos por razones ajenas a su voluntad, y en 
caso que lo hagan, que tengan la protección que 
nuestro Derecho otorga a los acreedores de 
cobrar con recargo por atraso. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; Raúl 
Sendic, Representante por 
Montevideo; Edgar Bello- 
mo, Representante por 
Canelones; Enrique Pérez 
Morad, Representante por 
Maldonado; Ernesto Aga- 
zzi, Representante por 
Canelones; Gustavo Gua- 
rino, Representante por 
Cerro Largo; Margarita 
Percovich, Representante 
por Montevideo". 


D) "Empresas comerciales o industriales mo- 
rosas en el cumplimiento de sus obligacio- 
nes pecuniarias con el Estado o con su 
personal. (Se establece la intervención 


judicial de aquellas que cesen o paralicen 
su giro habitual por más de treinta días) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.— Las empresas comerciales o 
industriales infractoras en cuanto al cumplimien- 
to de sus obligaciones pecuniarias con el Estado 
o con su personal, que cesen o paralicen su giro 
habitual por más de treinta días, serán interve- 
nidas por el Poder Judicial a los solos efectos 
de la continuidad del trabajo de su personal, a 
solicitud de la parte trabajadora representada 
por el sindicato respectivo o en defecto de éste 
por más de la mitad de los trabajadores de la 
empresa. 


El Juzgado competente determinará si se 
aplica o no la presente ley en aquellos casos 
en que, sin mediar cierre total por sus 
características, la disminución de la actividad 
implique real paralización de la producción o 
giro habitual. 


Artículo 2*%.— En caso que la empresa se 
encontrare en quiebra o liquidación, el interven- 
tor coordinará con el síndico de la quiebra la 
entrega de los excedentes generados por la 
intervención, una vez deducidos todos los 
gastos de administración, salarios, pagos al 
Banco de la República Oriental del Uruguay 
(BROU), contribuciones y demás gastos ocasio- 
nados por la gestión de la intervención. 


Artículo 32.— El interventor tendrá todas las 
facultades de administración para reanudar el 
proceso productivo. Solamente tendrá facultades 
de disposición sobre las mercaderías o bienes 
resultado del proceso de producción durante el 
período de intervención. El excedente de la 
gestión de la intervención una vez cubiertos 
todos los gastos e inversiones necesarias 
deberá ser depositado en cuenta a la orden del 
Juzgado y bajo el rubro de los autos en el Banco 
Hipotecario del Uruguay en Obligaciones Hipo- 
tecarias Reajustables sin perjuicio de lo estable- 
cido en el artículo 2% de la presente ley para 
el caso de quiebra o liquidación. 


La intervención utilizará al personal que 
permanece vinculado a la empresa -aun en el 
seguro de paro- y en caso de necesidad de 
incorporación de nuevo personal deberá tomarlo 
de los que hayan sido despedidos con anterio- 
ridad al comienzo de la intervención. 


Artículo 4%— El Banco de la República 
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Oriental del Uruguay pondrá a disposición del 
Juzgado competente los importes necesarios 
para el cumplimiento del giro tomando en 
consideración la propuesta de la intervención y 
estableciendo el procedimiento de reembolsos 
de los aportes realizados. 


El Banco de la República Oriental del 
Uruguay estará facultado para realizar la 
auditoría permanente de la gestión así como 
para formular ante el Juez las observaciones 
que considere pertinentes sobre la marcha de 
la gestión interventora proponiendo al Juzgado 
las rectificaciones -inclusive de la persona del 
interventor- que deberían ser efectuadas. 


Artículo 5*%.— Las materias primas, máquinas 
y demás bienes muebles necesarios para el 
cumplimiento del giro comprendido en la inter- 
vención se declaran afectadas a la misma y por 
lo tanto será imposible proceder al apoderamien- 
to de las mismas sin perjuicio que se mantengan 
sobre ellas las medidas de seguridad dispuestas 
por la Justicia. 


En caso que por ejecuciones judiciales se 
proceda al remate de los bienes comprendidos 
en el activo utilizado por la intervención, se 
declara de utilidad pública la expropiación de las 
mismas a favor del Banco de la República 
Oriental del Uruguay quedando el monto de la 
expropiación afectado en las mismas condicio- 
nes en que estaban los bienes objeto de la 
expropiación. 


Artículo 6%— Los titulares de la empresa 
podrán solicitar al Juzgado el cese de la 
intervención siempre que diere seguridades a 
criterio del Juez sobre la continuidad del giro y 
del mantenimiento de los contratos de trabajo 
del personal comprendido en la gestión de la 
intervención. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 


sentante por Montevideo; 


Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 


sentante por Canelones; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Un alto número de empresas, especialmente 
en los dos últimos años y particularmente en el 
sector industrial han cerrado sus puertas y 
cesado como fuente de trabajo, quedando 
endeudados en dólares en forma importante con 
el Banco de la República Oriental del Uruguay, 
frecuentemente también con el Banco de 
Previsión Social, la Dirección General Impositiva 
y con sus trabajadores (indemnización por 
despido, salarios, licencias y otros). 


Debe tenerse en cuenta que la comunidad le 
ha brindado a los propietarios de dichas 
empresas fondos o dilatorias de pago que se 
otorgan con sacrificio del interés general. El 
cierre de las fuentes de trabajo mantiene 
ociosos maquinaria y bienes que fueron finan- 
ciados casi siempre por los préstamos que la 
sociedad en su conjunto otorgó. 


Ante esta situación de verdadero estado de 
necesidad de la mano de obra cesante que ha 
visto extinguirse la percepción de las prestacio- 
nes del seguro de paro y en la defensa de los 
fondos del propio seguro, el presente proyecto 
de ley busca habilitar el uso de las máquinas 
y bienes muebles, a fin que se pueda continuar 
el giro sin afectar la propiedad que continúa en 
el patrimonio de los dueños de la empresa. 


E) proyecto respeta a través del depósito de 
los excedentes emergentes de la gestión de la 
intervención, la propiedad de la empresa o de 
la masa de acreedores en caso de quiebra. 


Se acuerda un rol al Banco de la República 
Oriental del Uruguay de suministrador de fondos 
como préstamo al trabajo -antes se prestó al 
capital en la misma empresa- y con las más 
amplias facultades de determinar la forma de 
reembolso, las garantías para el mismo a través 
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de la auditoría permanente de la gestión por 
parte del mismo banco. 


La participación judicial asegura el respeto de 
los derechos en juego y la imparcialidad técnica 
tanto en ta determinación de la procedencia de 
la intervención como en las decisiones sobre la 
marcha de la gestión interventora. 


La consagración del derecho al trabajo como 
uno de los derechos fundamentales de la 
persona en el artículo 53 de la Sección ll de 
Derechos, Deberes y Garantías de la Constitu- 
ción de la República obliga sin duda ante la 
pérdida de puestos de trabajo a asumir la 
protección dispuesta por la norma constitucional. 


No existe colisión con la normativa constitu- 
cional referente a la propiedad porque si bien 
se limita el derecho al uso de los bienes, es en 
base al interés general aludido en el artículo 7? 
de la Constitución de la República. 


Cabe precisar que en muchos casos los 
adeudos con el Estado son de tal magnitud que 
prácticamente los titulares no son en realidad 
propietarios verdaderos de sus empresas si se 
atiende al endeudamiento existente. 


De todos modos el artículo 32 de la 
Constitución de la República ampara el derecho 
de propiedad, el artículo 53 del mismo rango 
consagra no sólo el derecho al trabajo y la 
protección de la ley al mismo sino al derecho- 
deber de trabajar. 


No es vanal que en la enumeración sin duda 
jerarquizante de derechos individuales de la 
persona del artículo 7*, el derecho al trabajo 
aparezca con prioridad respecto del derecho de 
propiedad. 


Todo esto es más claro, cuando la aplicación 
de la ley en función del interés general del 
artículo 72 de la Constitución de la República 
tiene como base la infracción patronal de 
deberes con el Estado y con su personal. 


Finalmente, sin perjuicio para los acreedores 
que pueden actuar sobre el importe de la 
expropiación, el proyecto prevé excepcionalmen- 
te en caso de remate, la declaración de utilidad 
pública para habilitar la expropiación de las 
máquinas y bienes a fin de permitir la 
continuidad de tos contratos de trabajo, objetivo 
esencial del proyecto. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier ibarra, Re- 


presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo”. 


E) "Prescripción de las acciones laborales. 
(Sustitución del artículo 29 de la Ley 
N? 16.906) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Sustitúyese el artículo 29 
de la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
por el siguiente: 


"ARTICULO 29. (Prescripción).— Las accio- 
nes originadas en las relaciones de trabajo 
prescriben al año a partir del día siguiente 
a aquel en que cesó la vinculación laboral en 
que se funda. La sola presentación del 
trabajador ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social solicitando la audiencia de 
conciliación prevista en el artículo 10 del 
Decreto-Ley N* 14.188, de 5 de abril de 1974, 
interrumpirá la prescripción. 


En ningún caso podrán reclamarse pres- 
taciones laborales que se hubieran hecho 
exigibles con más de cinco años de antici- 
pación a la fecha en que se inicie la 
reclamación judicial pertinente". 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
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sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Carlos Pita, Repre- 
sentante por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Ley N* 15.837, de 28 de diciembre de 
1986, sobre prescripción de los créditos labora- 
les, derogada por el artículo 29 de la actual Ley 
N? 16.906, de 7 de enero de 1998 (conocida 
como Ley de Inversiones), consagraba dos 
plazos de prescripción de los créditos laborales. 
El primero, de dos años, para interponer el 
reclamo ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y en vía judicial, luego de 
extinguida la relación laboral, o sea, cuando el 
trabajador ya no se encuentra bajo subordina- 
ción. El segundo, de diez años, a partir de la 
exigibilidad de los créditos incumplidos, o sea 
que, concluida su relación de empleo, el 
trabajador podía reclamar incumplimientos de 
hasta diez años hacia atrás. 


El polémico artículo 29 ha suscitado las 
siguientes observaciones: 


1) El plazo a partir del cual se comienza a 
contar la prescripción "al año, a partir del día 
siguiente a aquel en que cesó la vinculación 
laboral en que se funda", pareció adecuado 
porque es un plazo suficiente para que el 
trabajador pueda hacer valer sus derechos 
laborales. El trabajador que deja pasar un año 
aparentemente revela que no tiene mayor 
interés en hacer efectivos los créditos que le 
pudieran adeudar. 


Lo dicho anteriormente fue lo expuesto en los 
informes solicitados por la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social del Senado, al 


momento de votarse la actual Ley N* 15.837, de 
28 de diciembre de 1986, donde los especialis- 
tas consultados, doctores Héctor H. Barbagelata, 
Américo Plá Rodríguez y Oscar Ermida Uriarte 
manejaron plazos que iban desde los seis meses 
a los dos años, a partir de la extinción de la 
relación laboral. (Ver: Diario de Sesiones de la 
Cámara de Senadores, Tomo 295 de 1986). 


2) Con respecto al plazo por el cual se 
podrán reclamar derechos laborales, la actual 
Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, reduce 
el plazo denominado de caducidad, de diez años 
a dos años, desde el momento de la exigibilidad, 
cuando el trabajador tiene vigente el contrato de 
trabajo. En ese aspecto reconocemos que, si 
bien el primer plazo (diez años) es favorable 
para los trabajadores, el mismo, es cuestionado 
por extenso y por generar dificultades probato- 
rias para las empresas, máxime cuando la 
normativa laboral vigente no impone la obliga- 
ción a las empresas de mantener toda la prueba 
documental por dicho plazo. 


No obstante ello, reducir el plazo de diez 
años a dos años (que en la práctica se convierte 
en un año y medio), resulta extremadamente 
regresivo y gravoso para todos los trabajadores 
de la actividad privada. 


Cabe advertir que con la legislación laboral 
vigente, durante la relación de trabajo, los 
trabajadores de la actividad privada carecen de 
garantías (estabilidad relativa o absoluta) en el 
empleo para el caso que intenten reclamar un 
beneficio impago o mal liquidado. En la mayoría 
de los casos, un reclamo significa la pérdida del 
empleo en un país donde está permitido a las 
empresas despedir sin expresión de causa. 
Otros ordenamientos jurídicos tienen plazos de 
prescripción más breves, pero tienen mayor 
estabilidad en el empleo, con despidos con 
causas justificadas previstas en la ley, preavisos, 
etc. 


A todo ello, debemos agregarle que para 
otros créditos que no tienen naturaleza 
alimentaria como la remuneración de los traba- 
jadores, los plazos de prescripción, como medio 
de extinguir derechos, son más extensos que los 
créditos laborales. Así pues las acciones reales 
prescriben a los treinta años (artículo 1215 del 
Código Civil), en tanto las acciones personales 
se extinguen a los veinte años (artículo 1216 del 
Código Civil), la ejecución de acciones perso- 
nales prescribe a los diez años (artículo 1217 


18 CAMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 2 de mayo de 2000 


del Código Civil), mientras que el pago de obras 
y algunos impuestos se extinguen a los cinco 
años (artículo 1221 del Código Civil). Además, 
existe un régimen de prescripciones cortas de 
cuatro años para alquileres, pensiones, etc. 
(artículo 1222 del Código Civil), de dos años 
para los honorarios de abogados, escribanos, 
médicos, etc. (artículo 1223 del Código Civil). 


Es por los mencionados argumentos que se 
propone la derogación del artículo 29 de la Ley 
N* 16.906, de 7 de enero de 1998, modificando 
el plazo de dos años a cinco años, a efectos 
de que los trabajadores no vean coartados sus 
derechos y no se vean expuestos a reclamar 
durante la relación laboral bajo amenaza de 
pérdida de empleos y la consiguiente manuten- 
ción del trabajador y de su familia, en un tiempo 
particularmente difícil debido al estado de 
desocupación estructural que vive el país. 


Creemos que la solución de la Ley N* 16.906, 
de 7 de enero de 1998, ni siquiera se enmarca 
en un proceso de flexibilidad de algunas normas 
laborales, sino que estamos ante un caso de 
desregulación, a todas luces inadmisible a los 
principios tuitivos de nuestra Constitución Nacio- 
nal. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Carlos Pita, Repre- 
sentante por Montevideo". 


F) "Mano de obra temporal. (Reglamentación 


de la actividad de las empresas que la 
suministran) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.— Entiéndese por empresas 
suministradoras de mano de obra temporal, las 
que desarrollan la actividad de poner a 
disposición transitoria de otra empresa a 
trabajadores asalariados de una cierta categoría 
profesional, en condiciones previamente conve- 
nidas con la clientela y a título oneroso. 


El contrato deberá formalizarse por escrito 
con constancia de todas las partes contratantes, 
empresa suministradora, empresa cliente y 
trabajador, sus domicilios, plazo, precio, salario 
y demás condiciones que regirán la prestación 
de trabajo. Deberá explicitarse en el mismo, el 
motivo que determina la necesidad de contratar 
por tiempo determinado. 


Artículo 2*%.— Considérase trabajo temporal 
el que se desarrolla por tiempo determinado 
obedeciendo a circunstancias que justifican el 
apartamiento al principio general de duración 
indeterminada del contrato de trabajo. 


Artículo 3%.— Las condiciones de trabajo del 
trabajador temporario durante el cumplimiento 
de su misión deberán ser iguales a las 
existentes para los mismos trabajos en las 
empresas en que presten efectivamente sus 
servicios. 


Artículo 4?*.— Prohíbese la utilización de este 
sistema de contratación para eludir la contrata- 
ción de trabajadores permanentes en la empresa 
cliente o para sustituir a trabajadores en estado 
de huelga o que estén percibiendo subsidio por 
desempleo. 


Artículo 5%— Prohíbese la sucesión de 
trabajadores temporales en un mismo puesto de 
trabajo salvo causa justificada a juicio del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Artículo 6%.— Prohíbense las cláusulas 
contractuales que limiten la libre contratación 
futura del trabajador temporal por la empresa 
cliente, 


Artículo 7*%.— Las empresas que han despe- 
dido trabajadores permanentes en un plazo 
inmediato anterior a los doce meses de su 
pretensión de contratar trabajadores temporales 
en los mismos puestos de trabajo, deberán 
solicitar autorización al Ministerio de Trabajo y 
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Seguridad Social 
contratación. 


expresando la causa de 


Artículo 82%.— El trabajador temporario debe- 
rá será incorporado a la planilla de trabajo de 
la empresa suministradora la cual deberá 
diferenciarlo del resto de sus trabajadores en la 
forma que establezca la reglamentación. 


Artículo 9%.— La empresa suministradora 
será responsable del pago de los salarios, así 
como también del pago de los aportes a la 
seguridad social y la prima por accidentes de 
trabajo del Banco de Seguros del Estado, 
durante la misión, respondiendo en forma 
subsidiaria la empresa cliente. En caso de que 
el trabajador se incorpore como trabajador 
permanente de la empresa cliente, la obligación 
precedente se transformará en solidaria por los 
haberes devengados durante la misión. 


Artículo 10.— La indemnización del trabaja- 
dor no permanente de la empresa suministrado- 
ra se regirá por las normas del despido común. 
La remuneración a tener en cuenta para su 
cálculo será el promedio actualizado, tanto para 
el mensual como para el jornalero, de la 
totalidad de las remuneraciones percibidas en el 
último año o fracción, si no hubiera trabajado 
el año entero. 


La existencia del despido se presumirá 
cuando no existan convocatorias al trabajador 
en un plazo de tres meses. 


Artículo 11.— Si efectuada una inspección 
por parte de la Inspección General de Trabajo, 
se constatare la presencia de un trabajador 
sobre el que se invoca la condición de 
temporario, cedido por otra empresa pero sin 
exhibición de contrato escrito que pruebe o 
justifique las circunstancias de hecho que dieron 
origen al apartamiento de la contratación por 
tiempo indeterminado, el Inspector actuante 
intimará la incorporación del trabajador a la 
planilla de trabajo de la empresa inspeccionada 
al entregar copia del acta de inspección. 


Artículo 12.— Las empresas suministradoras 
de mano de obra temporal deberán gestionar la 
obtención de una licencia habilitante especial, 
que expedirá el registro que a tales fines 
administrará el Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social en la forma y condiciones que 
establezca la reglamentación. 


Artículo 13.— Las empresas suministradoras 
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de mano de obra temporal estarán obligadas a 
proporcionar información al Ministerio de Traba- 
jo y Seguridad Social en la forma y condiciones 
que establezca la reglamentación. 


Artículo 14.— Las infracciones a la presente 
ley serán sancionadas de acuerdo a las 
disposiciones de los artículos 289 al 293 de la 
Ley N?2 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 


En todos los casos, las sanciones a aplicar 
lo serán tanto a la empresa infractora como a 
la empresa suministradora, pudiendo, esta 
última, eximirse de la responsabilidad únicamen- 
te sí se comprobare fehacientemente su desco- 
nocimiento de las situaciones de infracción. 


Artículo 15.— En el caso de que se haya 
utilizado este sistema de contratación para 
eludir la contratación de trabajadores permanen- 
tes, el trabajador así contratado será conside- 
rado, a todos los efectos, como trabajador 
permanente. 


En el caso de que haya sido utilizado para 
sustituir a trabajadores permanentes en estado 
de huelga, los reemplazados podrán iniciar 
acción por daños y perjuicios. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Enrique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Silvana Charlone, 
Representante por Monte- 
video; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo. 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto tiene sus antecedentes 
en un proyecto original que tuvo tratamiento en 
el Senado, que lo aprobó el 5 de agosto de 
1992. Posteriormente, en la Legislatura pasada, 
a pedido de los legisladores de la Comisión de 
Legislación del Trabajo de la Cámara de 
Representantes, fue retirado del archivo el 4 de 
julio de 1995. Luego de debatido extensamente, 
recurriendo a consultas abundantes a nivel de 
la doctrina laboral nacional y comparada y con 
las organizaciones representativas tanto de los 
trabajadores como de patronales, fue aprobado 
unánimemente por esa Comisión el 28 de abril 
de 1999. 


En la realidad laboral imperante en el 
Uruguay, se registran mecanismos de contrata- 
ción especiales, por los cuales se produce la 
prestación de funciones a una empresa por parte 
de trabajadores contratados por otra. Se trata 
de formas de contratación que, si bien se 
justifican en función de necesidades temporales 
de las empresas clientes, permiten en muchos 
casos encubrir situaciones ¡legítimas a través de 
las cuales las empresas eluden responsabilida- 
des con sus trabajadores al contratarlos indirec- 
tamente, y constituyen una forma de evitar 
contratos de trabajo indefinidos con trabajadores 
que en realidad son permanentes. 


Por otra parte, la demanda de mano de obra 
temporaria ha sufrido un incremento notorio del 
cual informaba en agosto de 1996 el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. Señala el 
mencionado informe que entre 1993 y 1995 la 
demanda en esa materia aumentó en un 40%, 
con picos notoriamente más altos en los grupos 
de empleados de oficina y personal no califica- 
do. Las cifras totales que se consignan son de 
cuatro mil setecientos ochenta y siete en 1993 
y de seis mil seiscientos setenta y siete en 1995. 
Estos datos si bien no actualizados, indican, al 
igual que la realidad comprobable, la tendencia 
de crecimiento en la recurrencia a la mano de 
obra temporal. 


En el orden internacional, el tema abordado 
por este proyecto ha merecido tratamientos 
especiales. Así, ya desde el año 1949, la OIT 
sancionó el Convenio N* 96 (que nuestro país 
aprobó por la Ley N* 12.030, de 27 de 
noviembre de 1953), relativo a las "agencias 
retribuidas de colocación", donde se atienden 
determinadas relaciones de mecanismos de 


intermediación de empleo y su regulación. Más 
recientemente, en 1997 se firma el Convenio 
N* 181, sobre las agencias de empleo privadas, 
según Recomendación N* 188 del mismo año. 
Allí se tienen en cuenta, a partir del Convenio 
antecedente N* 96, que el contexto de situación 
cuando se firmó dicho Convenio es muy distinto; 
la necesidad de proteger a los trabajadores 
contra los abusos; reconociendo la necesidad de 
garantizar la libertad sindical y favorecer la 
negociación colectiva, el fomento del empleo y 
la protección contra el desempleo. En definitiva, 
teniendo en cuenta todos los convenios ya 
firmados que atienden la temática del 
relacionamiento laboral en este nuevo contexto 
de flexibilidad que implican garantizar que las 
empresas intermediarias actúen según un régi- 
men jurídico "conforme a la legislación y la 
práctica nacionales, previa consulta con las 
organizaciones más representativas de emplea- 
dos y trabajadores". 


Examinando el Derecho Comparado encontra- 
mos que la legislación de distintos países de 
este y otros continentes atienden el problema de 
diversa manera. Existen países que prohíben las 
actividades de empresas suministradoras de 
mano de obra. Otros reguian la actividad, ya sea 
con leyes específicas, como en el caso de 
España o Brasil, con capítulos importantes en 
leyes generales o códigos de trabajo, como es 
el caso de Chile, Perú, México o Colombia. 
Algunos toleran ta actividad sin regularla 
específicamente, sino a través de artículos que 
establecen principios generales extendidos al 
caso de la tercerización, como por ejemplo en 
Argentina o Panamá. 


Un sector importante de la doctrina labora- 
lista señala que la existencia sin regulación de 
tales empresas suministradoras posibilita la 
sustitución de trabajadores permanentes por 
temporales, dificulta la sindicalización, favorece 
la precarización del empleo, el abuso y el 
desconocimiento del derecho de huelga. 


Por su parte, la organización de los trabaja- 
dores, el PIT-CNT, considera que si bien la 
prohibición de las actividades de empresas 
suministradoras no sería posible en el estado 
actual, es impostergable su regulación en forma 
especial y dentro del ámbito del derecho del 
trabajo, a fin de evitar los peligros señalados de 
esta actividad. Entiende el PIT-CNT que la 
aprobación de este proyecto llena un vacío 
normativo importante para la regulación de la 
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actividad de las suministradoras de mano de 
obra, así como de la protección de los 
trabajadores. 


En conclusión, es necesario tener en cuenta 
que la existencia de las formas de contratación 
de mano de obra temporal que este proyecto 
contempla constituyen una realidad creciente y 
por consiguiente también lo es la situación de 
permisividad en el desconocimiento de normas 
laborales. Por tanto, la falta de regulación 
legislativa permite que continúen cometiéndose 
injusticias en el terreno laboral mientras que es 
deber del Parlamento dar protección a la parte 
más débil de la relación laboral, como ha sido 
tradición en nuestra legislación y doctrina. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Enrique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Silvana Charlone, 
Representante por Monte- 
video; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo”. 


G) "Personal permanente o por reunión del 
Jockey Club de Montevideo. (Se dispone 
su inclusión en un registro que llevará el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— El personal que cumplía 


funciones permanentes o por reunión en el 
Jockey Club, será incluido en un registro que 
llevará el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. En el pliego de la licitación pública, a 
que refiere el artículo 42 de la Ley N* 17.006, 
de 18 de setiembre de 1998, hará constar el 
derecho prioritario al trabajo de los obreros y 
empleados que figuran en ese registro. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, 
Representante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Carlos Pita, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


En nuestros textos constitucionales, el trabajo 
aparece como un deber y un derecho que el 
Estado debe proteger. 


En el artículo 53 de la Constitución de la 
República se establece, con absoluta precisión, 
que el trabajo está bajo la protección especial 
de la ley. Este artículo amplía y confirma la 
disposición contenida en el artículo 72, el cual 
establece con carácter general que "los habitan- 
tes de la República tienen derecho a ser 
protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, 
seguridad, trabajo y propiedad". 


Según la interpretación que los más desta- 
cados juristas realizaran del artículo 55 de la 
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Constitución de la República, se recoge el 
concepto de la distribución imparcial y equitativa 
del trabajo, a través del dictado de leyes que 
organizan las bolsas de trabajo. 


El principio elemental por el cual se debe 
proteger el trabajo y al trabajador que realiza 
la tarea, se hace más evidente cuando se trata 
de actividades especiales que requieren cono- 
cimientos específicos y de trabajadores con 
competencia que la han realizado por largo 
tiempo. 


En consecuencia, consideramos de suma 
importancia que se genere una bolsa de trabajo 
a partir de quienes eran los trabajadores del 
Jockey Club de Montevideo, y que se garantice 
su inclusión en las futuras actividades. De esta 
manera se cumple un acto de justicia para con 
ciento ochenta y dos familias en materia de 
personal de reunión y setenta y seis trabajado- 
res permanentes; se cubre una necesidad al 
mantener en su trabajo a personal especializa- 
do, evitando el inconveniente de la formación de 
nuevos cuadros para la tarea, y se da 
cumplimiento a mandatos constitucionales. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, 
Representante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Carlos Pita, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo”. 


H) "Faltas laborales graves. (Tipificación) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%— Constituye falta laboral de la 
parte empleadora de la actividad privada, todo 
acto de violencia, injuria, amenaza, o malos 
tratos, O cualquier otra violación al deber de 
respeto a la personalidad física o moral del 
trabajador, siempre que dichos actos revistan el 
carácter de graves, así como todo acto de acoso 
sexual. 


Los actos comprendidos serán los cometidos 
por el empleador o por quienes ejercen su 
autoridad en la empresa. 


El empleador será también responsable en 
las condiciones del inciso anterior. 


A) Por los actos cometidos por sus fami- 
liares vinculados a la empresa oO 
dependientes, que obren con su cono- 
cimiento o tolerancia. 


B) Por los actos de los representantes y 
dependientes de terceros que :actúen 
normal o transitoriamente en el lugar de 
trabajo, cualquiera sea la vinculación 
contractual de dichos terceros con el 
empleador. En este caso, el empleador 
quedará eximido de responsabilidad si 
en conocimiento de la conducta agra- 
viante ejerce de inmediato las acciones 
apropiadas para el cese de la misma. 
El empleador responsable podrá repetir 
contra la empresa a la que pertenecía 
el autor de la conducta infractora, por 
el monto de los daños por los que 
hubiere debido responder. 


Se considera acoso sexual el acto de 
hostigamiento, persecución o discriminación en 
el empleo o cualquier otro comportamiento de 
naturaleza sexual, realizado contra un trabajador 
o trabajadora, en ocasión o con motivo del 
trabajo, con abuso de la superioridad jerárquica 
o laboral. 


En caso de que el autor de cualquiera de los 
actos referidos en el presente artículo, determi- 
nantes de la responsabilidad del empleador, 
fuera un trabajador dependiente, podrá ser 
despedido por el empleador por la causal de 
notoria mala conducta. 
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Artículo 22.— El trabajador agraviado por la 
conducta patronal a que refiere la presente ley, 
sin perjuicio de las sanciones administrativas y 
de la acción penal que pudiese corresponder, 
tendrá derecho a reclamar una indemnización 
por daño moral, equivalente a seis mensualida- 
des, como mínimo, de acuerdo a la remunera- 
ción del trabajador a la fecha de los actos 
comprendidos en la presente ley. 


El trabajador afectado podrá optar por la 
indemnización prevista en el inciso precedente 
o por considerarse despedido, en cuyo caso, el 
despido revestirá el carácter de abusivo y dará 
derecho a una indemnización especial, comple- 
mentaria y mínima no inferior a doce mensua- 
lidades, de acuerdo a la última remuneración 
mensual del trabajador. 


Artículo 32.— El Juez podrá elevar el monto 
de las indemnizaciones especiales previstas en 
el artículo anterior de la presente ley, en caso 
de que estimare que su monto resulta insuficien- 
te para reparar el daño causado. En ningún 
caso, cualquiera de ambas indemnizaciones 
podrá superar el equivalente al monto de cinco 
veces el máximo legalmente previsto de la 
indemnización común por despido. 


Artículo 4*%.— El despido del trabajador o de 
quien hubiera actuado como testigo, ocurrido 
dentro de los ciento ochenta días de formulada 
la denuncia o reclamación, se presumirá, salvo 
prueba en contrario, como sanción al testigo o 
al trabajador que haya efectuado la denuncia o 
formulado la reclamación, siendo aplicables las 
sanciones previstas en el artículo 91 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 


Artículo 52.— Sin perjuicio de la denuncia y 
participación a que tiene derecho, el trabajador 
afectado podrá solicitar la intervención de la 
organización sindical correspondiente, de su 
abogado o asesor a fin de que asistan a la 
diligencia y puedan promover ante el Inspector 
de Trabajo interviniente las medidas que 
considere necesarias para una eficaz constata- 
ción de los hechos denunciados. 


Artículo 6%.— Las acciones para cuya 
ejecución faculta la presente ley, se dilucidarán 
por el procedimiento de la acción de amparo 
prevista en la Ley N? 16.011, de 19 de diciembre 
de 1988. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
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presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Enrique Pintado, 
Representante por Monte- 
video; Raúl Sendic, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, Re- 
presentante por Cerro Lar- 
go; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Carlos Pita, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


En el correr del año 1995, fueron denuncia- 
dos por la Asociación de Empleados Bancarios 
del Uruguay, hechos generados en las relacio- 
nes laborales de determinada empresa, que 
afectaban el debido respeto de la personalidad 
física y moral del trabajador. Además de esa 
situación de extrema gravedad denunciada, la 
experiencia indica que son trecuentes en la 
relación de trabajo otras prácticas de similar 
naturaleza y diferente magnitud como el destrato, 
el acoso sexual, las injurias y las amenazas, 
entre otros. 


La gravedad de los hechos denunciados y la 
particularidad de los mismos determinaron que 
la denuncia de tales prácticas se realizara ante 
el Parlamento requiriéndose una legislación 
debidamente protectora de los trabajadores. 


Este proyecto fue presentado en la anterior 
Legislatura siendo su autor el Senador doctor 
Helios Sarthou y comenzó su tratamiento en la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social de la Cámara de Senadores. 


El proyecto se enmarca en lo dispuesto por 
el artículo 54 de la Constitución de la República, 
que establece que la ley ha de reconocer a 
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quien se hallare en una relación de trabajo, la 
higiene moral y física, así como el cumplimiento 
del mandato constitucional a que refiere el 
artículo 53, que dispone que el trabajo estará 
bajo la protección especial de la ley. 


Frecuentemente, el trabajador colocado en un 
verdadero estado de necesidad para no perder 
el empleo, no sólo no denuncia las agresiones 
patronales a la Justicia sino que muchas veces 
no lo informa tampoco a nivel sindical, lo que 
determina que estos actos lesivos de los 
derechos de los trabajadores se mantengan en 
la impunidad y se reiteren. 


El acoso sexual en el marco de la relación 
de trabajo que el proyecto califica como falta 
laboral grave del empleador, requiere precisión 
conceptual. Es por ello, que se establece en 
forma específica, la tipificación de tales actos. 
Se trata de actitudes patronales que buscan 
utilizar la inferioridad de condiciones de un 
trabajador O trabajadora, para perseguirlo, 
hostigarlo o discriminarlo con el objeto de tener 
relaciones sexuales, utilizando su supremacía 
jerárquica y laboral sobre el mismo. 


En otros países se ha proyectado regular el 
acoso sexual como figura penal especialmente 
considerada en el marco de la relación laboral, 
entendiéndose que este tipo de hechos pueden 
producir perturbaciones psíquicas, psicosomá- 
ticas y psicosociales que no sólo afectan a la 
persona damnificada sino a los seres afecti- 
vamente vinculados a la misma y que comparten 
sus circunstancias de vida, de tal modo los 
daños se amplifican, afectando a terceros. 


El proyecto establece el derecho a reclamar 
la indemnización económica del daño moral 
causado por las prácticas abusivas que el texto 
reglamenta. El Juez podrá elevar en cada caso 
concreto el monto de la indemnización, atendida 
la gravedad de la infracción y la entidad del 
daño causado. 


El trabajador agraviado tendrá derecho a 
indemnización del daño causado, manteniéndo- 
se la relación laboral o a darse por despedido, 
en cuyo caso se considerará que el acto de 
agravio equivale al despido y que dicho despido 
reviste el carácter de abusivo. El despido 
abusivo, en este caso, determinará una indem- 
nización especial, complementaria del despido 
común y mínima, equivalente a doce mensua- 
lidades de la última remuneración del trabajador. 
El Juez, también en este caso, podrá elevar el 
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monto de esta indemnización mínima en caso de 
que la estimare como insuficiente en relación a 
la naturaleza de los actos de agravio imputados 
al empleador o personas vinculadas al mismo. 


Se prevé asimismo, protección contra el 
despido ocurrido luego de efectuada la denuncia 
o reclamación, estableciéndose la presunción 
legal de que el acto patronal obedece a 
represalia o desestímulo de futuras denuncias. 
En tal sentido se establece la aplicación del 
artículo 91 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, correspondiendo el pago de 
la indemnización especial prevista en dicha 
norma. 


El papel de la Inspección General del Trabajo 
y de la organización sindical actuando conjun- 
tamente está previsto como mecanismo de 
contralor y prevención que aporte además al 
trabajador en esas especiales circunstancias 
apoyo sindical. 


Por último y teniendo en cuenta que la 
dilucidación judicial de las eventuales renuncias, 
debe tramitarse por un procedimiento acorde 
con los valores en juego, y con la imprescindible 
celeridad, se prevé expresamente la aplicación 
del procedimiento previsto en la Ley N* 16.011, 
de 19 de diciembre de 1988. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier lbarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Enrique Pintado, 
Representante por Monte- 
video; Raúl Sendic, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, Re- 
presentante por Cerro Lar- 
go; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Carlos Pita, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Margarita Percovich, Re- 
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presentante por Montevi- 


deo". 


1) "Trabajadores despedidos o perjudicados 
a causa de su afiliación sindical o de su 
participación en actividades sindicales. 
(Se declara que la protección establecida 
por el artículo 1% del Convenio N* 98 de 
la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), determina la nulidad del despido o 
del acto que causó el perjuicio) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.— Declárase la nulidad absoluta 
de todo acto de despido, perjuicio al trabajador, 
u otro, violatorio de las disposiciones contenidas 
en el artículo 1% del Convenio N* 98 de la 
Organización Internacional del Trabajo, sobre el 
Derecho de Sindicalización y de Negociación 
Colectiva, ratificado por la Ley N* 12.030, de 27 
de noviembre de 1953. 


En consecuencia los trabajadores despedidos 
o perjudicados en cualquier forma a causa de 
su afiliación sindical o de su participación en 
actividades sindicales, deberán ser reintegrados 
al cargo y tareas que desempeñaban. 


Artículo 22.— El trabajador perjudicado se 
presentará ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social que, en un plazo no mayor de 
diez días hábiles, determinará si la situación se 
inscribe en el artículo 1% de la presente ley y 
en caso afirmativo, intimará al empleador para 
la inmediata reparación. 


Si realizada la intimación la reparación no se 
concreta o si la resolución del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social no es favorable al 
trabajador, éste podrá accionar en sede judicial 
por el procedimiento previsto en la Ley N* 16.011, 
de 19 de diciembre de 1988, sin perjuicio de las 
acciones administrativas que pudieran corres- 
ponder. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 


Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; Er- 
nesto Agazzi, Represen- 
tante por Canelones; Enri- 
que Pérez Morad, Repre- 
sentante por Maldonado; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Gustavo Guarino, Repre- 
sentante por Cerro Largo; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Marga- 
rita Percovich, Represen- 
tante por Montevideo; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La protección de los dirigentes y militantes 
sindicales en el ejercicio de su legítima actividad 
sindical, integra el concepto más amplio de 
libertad sindical, a la que se le ha reconocido 
la naturaleza de derecho humano fundamental. 
Como tal está garantizado en la Sección || de 
la Constitución de la República. 


Numerosas declaraciones, tratados, pactos, 
convenios internacionales de trabajo, cartas 
sociales y constitucionales reconocen en forma 
explícita la existencia de este derecho y obligan 
a los Estados a crear la normativa interna 
complementaria cuando ella es necesaria para 
permitir su plena realización. 


En la órbita de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) el Convenio Internacional del 
Trabajo N* 87 sobre libertad sindical y el N? 98 
en el que se consagra el fuero sindical, han sido 
los fundamentales de la afirmación de tales 
derechos. Nuestro país ha ratificado ambos 
convenios, y de ese modo ha asumido la 
obligación de garantizar la protección. 


En lo que refiere al Convenio N* 98 una 
corriente mayoritaria entiende que mientras no 
exista una normativa legal reglamentaria, tal 
protección no tendrá expresión práctica. En tal 
sentido, de acuerdo con lo manifestado por la 
Comisión de Expertos, "la experiencia revela 
que la existencia de normas legislativas funda- 
mentales que prohíben los actos de discrimina- 
ción antisindical es insuficiente si éstas no van 
acompañadas de procedimientos eficaces que 
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garanticen su aplicación en la práctica" (párrafo 
264, libertad sindical y negociación colectiva, 
año 1983). 


En nuestro país la ausencia de este tipo de 
normas que tendrían el carácter de reglamen- 
tarias del Convenio N* 98, dan lugar a las 
mayores iniquidades, lo que constituye una 
flagrante violación a las obligaciones internacio- 
nales asumidas por el Estado mediante la 
ratificación del convenio internacional menciona- 
do. Son los trabajadores o los delegados de las 
organizaciones representativas quienes se ven 
discriminados y sancionados como consecuen- 
cia de su actividad sindical, en contravención de 
los convenios concertados. Las normas adopta- 
das por el país, como el Decreto 93/968 que 
establece sanciones administrativas para quie- 
nes cometen acción antisindical en la relación 
laboral, han resultado insuficientes. 


El Comité de Libertad Sindical realizó un 
llamado de atención acerca de la práctica y la 
legislación de nuestro país, que al permitir que 
los empleadores, a través del mecanismo de 
pago de indemnización despidan a trabajadores 
por motivo de afiliación o actividad sindical, y 
por lo tanto, "no concede una protección 
suficiente contra los actos de discriminación 
antisindical mencionados en el Convenio N? 98". 


El proyecto que se presenta pretende aportar 
formas concretas en materia legislativa para el 
cumplimiento efectivo del Convenio N* 98. Se 
establece la nulidad absoluta de todo acto 
violatorio de las disposiciones contenidas en el 
artículo 12 de dicho convenio, y el restableci- 
miento de la situación anterior, única solución 
adecuada según opinión de expertos nacionales 
e internacionales. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; Er- 
nesto Agazzi, Represen- 
tante por Canelones; Enri- 
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que Pérez Morad, Repre- 
sentante por Maldonado; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Gustavo Guarino, Repre- 
sentante por Cerro Largo; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Marga- 
rita Percovich, Represen- 
tante por Montevideo; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto". 


J) "Bancos de datos de información de 
cumplimiento de créditos o de obligacio- 
nes de tracto sucesivo. (Se regula su 
actividad) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%-— Se consideran Bancos de 
Datos a efectos de esta ley, a toda persona 
física o jurídica que realiza habitualmente el 
archivo privado, manual, electrónico o de 
cualquier naturaleza, que contenga datos refe- 
rentes a personas físicas o jurídicas en relación 
a sus antecedentes como sujetos en operación 
de crédito o su comportamiento en obligaciones 
de tracto sucesivo como los arrendamientos. 


Artículo 2*.— Toda persona física o jurídica 
que comunica a un Banco de Datos el 
incumplimiento de una obligación de las defini- 
das en el artículo 1% de la presente ley es 
solidariamente responsable junto a éste por los 
daños y perjuicios que en caso de inscripción 
incorrecta, pudiera ocasionar al denunciado o a 
terceros. 


Artículo 3*%.— Unicamente podrán inscribirse 
las obligaciones instrumentadas en título ejecu- 
tivo o derivadas de sentencia ejecutoriada. 


En ningún caso se 
litigiosos. 


inscribirán créditos 


Artículo 4*2.— Los Bancos de Datos deberán 
notificar a domicilio en forma suficiente al 
deudor y al garante si existiere, sobre la 
solicitud de inscripción por incumplimiento. 


Se considera notificación suficiente la reali- 
zada por telegrama colacionado o carta con 
acuse de recibo. 


La inscripción no podrá realizarse hasta 
transcurrido un plazo de cinco días hábiles de 
la notificación. 
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La prueba de que la notificación ha sido 
realizada será de cuenta del Banco de Datos. 


Artículo 52.— Toda persona podrá requerir a 
un Banco de Datos, sin necesidad de mandato 
judicial, la consulta sobre la información que 
sobre ella esté en él registrada. 


Si se negara dicho acceso o la información 
fuere errónea, el titular de la petición denegada 
dispondrá de quince días para interponer la 
acción destinada a obtenerla o rectificarla. 


Serán competentes para conocer en dicha 
acción los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia en materia civil del lugar del organismo 
contra quien se dirija. 


Serán aplicables al proceso lo dispuesto en 
los artículos 62, 72, 10 y 12 de la Ley N? 16.011, 
de 19 de diciembre de 1988. 


La sentencia que recaiga, si decidiera 
favorablemente al peticionante, deberá contener 
la indicación precisa de la información a 
rectificar o cancelar y el plazo de su cumplimien- 
to que no podrá exceder de setenta y dos horas. 


Artículo 62.— Toda cancelación de obligacio- 
nes debe comunicarse al Banco de Datos en un 
plazo de tres días hábiles. 


No es admisible período de proscripción 
alguna en el registro de incumplimiento una vez 
comunicado el pago de una obligación. 


Artículo 7*%— El Banco de Datos no 
comunicará a terceros incumplimientos de un 
deudor cuyo importe total sea inferior al 
equivalente a 5 UR (cinco unidades reajustables). 


Artículo 8*%.— No dará lugar al registro de 
incumplimientos: 


A) Obligaciones en que se persiguen car- 
gos o intereses usurarios. 


B) Obligaciones de pago previsto en cuo- 
tas en las que no existe morosidad. Se 
entiende por morosidad a efectos de la 
presente ley cuando en un pago a 
plazos se supere tres cuotas impagas. 


Artículo 9%,— Ninguna oficina u organismo 
público podrá limitar sus servicios a un 
ciudadano por encontrarse inscripto por incum- 
plimiento en un Banco de Datos. 


Quien autorice dicha limitación incurrirá en 
falta grave. 


Artículo 10.— La violación de lo dispuesto 


en el artículo 9% de la presente ley por parte 
de un organismo público aparejará responsabi- 
lidad civil del organismo, que podrá repetir 
contra el funcionario responsable de la decisión. 


Artículo 11.— Sin perjuicio de las responsa- 
bilidades civiles del caso, serán pasibles de una 
multa equivalente al 100% (cien por ciento) del 
importe en cuestión en favor de quien cumplió 
con la obligación: 


A) El acreedor que no comunique en plazo 
al Banco de Datos la cancelación de la 
obligación. 


B) El acreedor que comunicara al Banco 
de Datos una deuda inexistente o en la 
que se verifique alguno de los extremos 
detallados en el artículo 8% de la 
presente ley. 


C) El Banco de Datos, si una vez recibida 
la comunicación de pago de una 
obligación, mantuviera en sus registros 
la inscripción por incumplimiento del 
presunto deudor. 


D) El Banco de Datos que hubiera proce- 
dido a la inscripción sin notificar 
previamente al deudor. 


Artículo 12.— Los Bancos de Datos dispon- 
drán de un plazo de sesenta días para adecuar 
sus registros a las disposiciones de la presente 
ley. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 
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Gustavo Guarino, Repre- 
sentante por Cerro Largo; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El avance de la tecnología y la informática, 
sus potencialidades ilimitadas de expansión, 
sitúan al hombre y a la sociedad en la necesidad 
de ubicarse en la tensión que generan dos 
efectos, uno ventajoso y otro crecientemente 
amenazante: por un lado, las oportunidades que 
brinda el tener a disposición un cúmulo cada día 
más completo de información oportuna y amplia 
sobre las más variadas temáticas; por otro lado, 
el peligro implícito y explícito que su privacidad 
sea vulnerada por la acumulación de información 
sobre su persona no consentida por él y para 
fines que escapan a su control. 


Este proyecto realiza un abordaje de este 
complejo tema para un problema específico, 
pero de enorme trascendencia social: la Regu- 
lación de los Bancos de Datos de Información 
de cumplimiento de créditos y obligaciones de 
tracto sucesivo realizadas por empresas e 
instituciones privadas conocidas en nuestro 
medio como Clearing de Informes. 


Como €s sabido, estas empresas brindan a 
sus clientes usuarios del sistema, informa- 
ción sobre la situación crediticia de un ciuda- 
dano o institución, que ha de ser utilizada para 
tomar una decisión acerca de la posterior 
concreción o no, de una operación, el otorga- 
miento de un crédito, la prestación de un 
servicio y otros. 


Estas instituciones, que cumplen un papel 
relevante acelerando los plazos de circuito 
comercial y crediticio, han estado funcionando 
en nuestro país sin un marco normativo que 
brinde a los individuos, eventuales deudores, las 
garantías mínimas para asegurar que la infor- 
mación que sobre ellos habrá de proporcionarse 
sea veraz, se encuentre efectivamente docu- 
mentada y que prevea las acciones, responsa- 
bilidades y sanciones en caso de que estos 
requisitos no se cumplan. 


En una economía en que la utilización del 
crédito para todo tipo de operaciones comercia- 
les es de uso cada vez más corriente, hasta en 
transacciones de cuantía muy reducida, la 


privación a un ciudadano del acceso al crédito 
por difusión de información sobre su situación 
crediticia o económica, lo sitúa en una posición 
de marginación personal y social, ya que serán 
múltiples las instancias en las que se verá 
impedido de actuar. 


Es necesario entonces lograr el equilibrio 
entre la necesidad de información que requieren 
los eventuales acreedores al momento de decidir 
sobre una operación en la que están asumiendo 
riesgos, y donde las intormaciones de los 
Bancos de Datos son importantes a efectos de 
brindar elementos de juicio y acelerar la 
operativa, y los derechos y garantías imprescin- 
dibles a los ciudadanos, eventuales deudores, 
acerca de la veracidad y utilización de la 
información proporcionada. 


Al mismo tiempo y relativo a la utilización de 
los servicios de los Bancos de Datos por parte 
de organismos estatales o paraestatales, se en- 
tiende que el Estado no puede negarse a prestar 
servicios públicos a los ciudadanos, por even- 
tuales incumplimientos de obligaciones con pri- 
vados, y que éste dispone de las acciones nece- 
sarias para persuadir o sancionar a quienes 
incumplan. 


El proyecto plantea la responsabilidad de las 
personas o instituciones informantes y de los 
Bancos de Datos por la veracidad de la 
información que difundan, la que debe estar 
fehacientemente documentada. 


Presenta como requisito previo a la inscrip- 
ción la necesaria notificación al deudor. La 
situación actual es que los deudores se enteran 
al momento de solicitar un crédito y frente a la 
eventual negativa, que se encuentran registra- 
dos en el "clearing”, con la connotación social 
"infamante" que ello implica más el perjuicio de 
impedir la concreción de la operación, muchas 
veces sin la debida verificación de la obligación 
impaga exista realmente. 


Se introduce el derecho de "habeas data", a 
efectos que cualquier ciudadano pueda conocer 
la información sobre él acumulada y exigir las 
eventuales correcciones. 


Otro elemento importante es que no pueden 
comunicarse antecedentes de morosidad, una 
vez que el deudor canceló su obligación. La 
práctica corriente es hoy que estos anteceden- 
tes se mantengan y comuniquen luego de 
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transcurridos varios años después que la 
persona pagó su deuda. 


Se ¡introduce también la prohibición de 
registrar incumplimientos en el caso de que 
existan intereses usurarios. El incumplimiento va 
muchas veces de uno con los altos intereses 
fijados, que a partir de importes reducidos, 
aumentan la deuda a cantidades que imposibi- 
litan el pago más allá de la buena voluntad del 
deudor. 


En este sentido se entiende que la revisión 
y actualización del concepto de usura se vuelven 
imprescindibles. 


Se excluye de la posibilidad de informar a 
terceros incumplimientos de un deudor por una 
suma inferior a 5 UR. El registro puede 
realizarse pero no la difusión de la información. 
Se entiende que el perjuicio que esto causa a 
las personas debe tener cierta concordancia con 
el concepto de materialidad del incumplimiento. 


Paralelamente se prohíbe el registro cuando 
el atraso acaecido sea menor a tres cuotas, en 
obligaciones pactadas a plazos, entendiéndose 
que debe darse al deudor cierto margen 
temporal para poder sanear su situación. 


Finalmente, se prevén responsabilidades ci- 
viles y multas, de cargo de los Bancos de Datos, 
las empresas o instituciones usuarias y del 
Estado, en beneficio de los derechos de los 
ciudadanos. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, 
Representante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 


Gustavo Guarino, Repre- 
sentante por Cerro Largo; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo". 


K) "Otorgamiento de concesiones para la 
construcción de obras públicas. (Deroga- 
ción del Decreto-Ley N* 15.637) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Derógase el Decreto-Ley 
N*2 15.637, de 11 de octubre de 1984. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El decreto-ley de referencia, dictado en las 
postrimerías del régimen de facto, le da al Poder 
Ejecutivo una excesiva latitud en materia de 
concesión de Contratos de Obra Pública, en 
tanto no establece prácticamente ningún tipo de 
límites, ni en materia de plazos ni en cuanto a 
la calidad de las concesiones. 


Además, el decreto-ley declara de "utilidad 
pública", en forma genérica, la expropiación "de 
todos los bienes requeridos para la realización 
y explotación de las obras comprendidas en la 
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presente ley" (sic), lo cual resulta también de 
una amplitud inadmisible. 


En otros de sus incisos, se faculta al Poder 
Ejecutivo a exonerar a los concesionarios de 
todo tipo de impuestos, tributos y gravámenes, 
en una extensión que tampoco conoce límites 
y que no nos parece conveniente mantener. 


Las razones precedentes, serían a nuestro 
juicio más que suficientes, de por sí, para 
justificar la derogación propuesta. No obstante, 
en los últimos tiempos se ha agregado el hecho 
novedoso de que el Poder Ejecutivo, en franco 
desconocimiento de la voluntad ciudadana 
expresada en el Plebiscito del 13 de diciembre 
de 1992, ha utilizado los términos de este 
decreto-ley para determinar la privatización del 
Aeropuerto de Laguna del Sauce y la de los 
Servicios a Terceros del Aeropuerto Nacional de 
Carrasco, para señalar sólo los dos episodios 
más relevantes. 


La anulación de los tres primeros artículos de 
la Ley N?* 16.211, de 10 de octubre de 1991, 
producida por efecto de la referida manifestación 
del cuerpo electoral, pone al Decreto-Ley 
N2 15.637, de 11 de octubre de 1984, en franca 
contradicción con el espíritu de ese elocuente 
pronunciamiento popular. 


De manera que, en rigor, el presente proyecto 
no hace más que evitar que esa contradicción 
permanezca, para lo cual está casi en la 
naturaleza de las cosas la necesidad de la 
derogación propuesta. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
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Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo". 


L) "Derecho a la información y acción de 
"habeas data". (Se reconoce su ejercicio 
a todos los habitantes de la República) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*%.— Todos los habitantes de la 
República tienen derecho a ser informados, y los 
medios de comunicación tienen la obligación de 
informarles de todo aquello que concierna 
gravemente a la Nación o pueda considerarse 
de importancia principal e interés general. 


Artículo 2%.— Cualquier persona podrá soli- 
citar a los organismos estatales o paraestatales, 
que se le permita consultar o se le expida copia 
auténtica de los actos administrativos que hayan 
dictado y de los fundamentos que de ellos 
emanen, hayan sido éstos publicados o no. 


Artículo 32,— Si la solicitud de consulta de 
documentos o de expedición de copias referida 
en el artículo 2? de la presente ley, fuera hecha 
por un periodista con acreditación como repre- 
sentante de un medio de comunicación, se 
tramitará preferencialmente. 


Artículo 4%.— Toda persona podrá requerir 
de los organismos estatales o paraestatales, sin 
necesidad de mandato judicial, el acceso a la 
consulta o la expedición de copia de tos 
documentos de cualquier naturaleza que obraren 
en poder de aquéllos, conteniendo información 
relativa al solicitante o relacionados de cualquier 
forma con su persona. 


Artículo 5%.— En los casos en que la 
información archivada en poder de organismos 
estatales o paraestatales, comprometa intereses 
generales o intereses difusos, cualquier persona 
estará legitimada para tormular la petición 
referida en el artículo 4% de la presente ley, 
aplicándose a este caso lo dispuesto en el 
artículo 3% de la presente ley. 


Artículo 6%.— Las personas privadas que por 
la índole de su tarea reciban y archiven 
información sobre particulares, estarán someti- 
das a las obligaciones establecidas en la 
presente ley, en caso que aquéllos formulen las 
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peticiones previstas en los artículos 4% y 5% de 
la presente ley. 


A estas situaciones serán aplicables, en lo 
que corresponda, las disposiciones de la 
presente Jey. 


Artículo 7%.— La reserva legal sobre cual- 
quier documento público, cesará a los veinte 
años de su expedición. 


Cumplidos éstos, el documento adquiere 
carácter histórico, podrá ser consultado por 
cualquier persona y la autoridad que esté en su 
posesión adquiere la obligación de expedir a 
quien lo demande, copia auténtica del mismo. 


Artículo 82.— Fuera de los casos compren- 
didos en el artículo 7% de la presente ley, el 
organismo requerido, ante la petición que 
recibiere, y aunque la misma no individualice un 
expediente o actuación concreta, deberá 
expedirse en un plazo máximo de quince días 
hábiles de recibida la misma. 


El acto que resuelva sobre la petición deberá 
emanar del jerarca máximo del servicio o en 
quien éste haya delegado atribuciones y deberá 
franquear o negar el acceso a la información que 
obrare en su poder relativa al solicitante, salvo 
que indicara carecer de la información requeri- 
da. 


Si la petición no se hubiera dirigido a la 
autoridad competente, pero ésta conociera el 
destinatario adecuado, deberá indicar al 
gestionante el organismo o dependencia pública 
idónea para dar respuesta a la misma. 


Las peticiones a los organismos estatales o 
paraestatales que se formulen al amparo de la 
presente ley, deberán respetar las formalidades 
estipuladas por el Decreto 500/91, de 27 de 
setiembre de 1991. 


Artículo 9%.— En caso de que las personas 
privadas o los organismos requeridos resuelvan 
favorablemente las peticiones formuladas, auto- 
rizarán la consulta de los documentos pertinen- 
tes en las oficinas que determinen, o en su caso, 
expedirán copia auténtica de los antecedentes 
que posean relativos al caso planteado. 


Todos los gastos que demande el cumpli- 
miento de las peticiones que se formulen, 
correrán por cuenta de los interesados en todos 
los casos. 


Artículo 10.— El organismo requerido sólo 
podrá negar la expedición de la información 
solicitada mediante resolución motivada del 
jerarca del servicio que señale su carácter 
reservado, indicando las disposiciones legales 
en que se funde. 


Artículo 11.— Constituye falta grave, que se 
sancionará con destitución del cargo, previa 
sustanciación del procedimiento disciplinario que 
corresponda, el incumplimiento de cualesquiera 
de las disposiciones aquí consignadas. 


Artículo 12.— Si el organismo estatal o 
paraestatal o las personas privadas requeridas, 
se negaren a expedir la información solicitada 
o no se expidieran en plazo, el titular de la 
petición denegada dispondrá de un plazo de 
quince días hábiles a contar desde el siguiente 
a su notificación de la resolución para interponer 
la acción de “habeas data" contra dicho acto, 
en caso de que a su juicio, la resolución 
negativa lesione, restrinja, altere o amenace sus 
derechos reconocidos en la Constitución de la 
República y en particular, los derechos a la 
información y a la intimidad contemplados en la 
presente ley. 


Artículo 13.— Una vez conocida por los 
interesados la información relacionada con su 
persona y archivada por organismos estatales o 
paraestatales o por personas privadas, ya sea 
por resolución de las mismas o por orden 
judicial, aquéllos, si consideraren que la infor- 
mación es errónea o su recolección y archivo 
fuera ilegal, o la posesión o uso de la misma 
pueda causar perjuicio, lo harán saber a los 
organismos o personas antes indicadas en plazo 
que no podrá exceder los quince días hábiles 
a contar desde el siguiente al de su conocimien- 
to. 


Vencido el plazo sin contestación, o si ésta 
fuere negativa, los interesados podrán promover 
la acción de "habeas data", con el fin de 
modificar o eliminar la información errónea o 
ilegal, la que se interpondrá dentro de los plazos 
y se sustanciará según las formalidades previs- 
tas en la presente ley. 


Artículo 14.— Serán competentes para el 
conocimiento de la acción de "habeas data" los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia de la 
materia contencioso-administrativa del lugar de 
radicación del organismo contra el que la misma 
se dirija. 


32 CAMARA DE REPRESENTANTES 


Artículo 15.— En los casos en que el sujeto 
pasivo de las obligaciones previstas en la 
presente ley sea una persona privada, serán 
competentes para conocer la demanda aludida 
en los artículos 12 y 13 de la presente ley, los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia de la 
materia civil, del lugar de radicación de la 
persona requerida. 


Artículo 16.— La demanda se presentará con 
las formalidades prescriptas por la Ley 
N?* 15.982, de 18 de octubre de 1988 (Código 
General del Proceso) y modificativas. 


Artículo 17.— Serán aplicables al proceso de 
"habeas data", lo dispuesto por los artículos 6*, 
72, 10 y 12 de la Ley N* 16.011, de 19 de 
diciembre de 1988. Las normas procesales 
contenidas en la Ley N* 15.982, de 18 de 
octubre de 1988 (Código General del Proceso) 
tendrán el carácter de supletorias en los casos 
de oscuridad o insuficiencia de las precedentes. 


Artículo 18.— La sentencia que recaiga en 
dicho proceso decidirá si acepta o no la petición 
formulada o si ésta se debe atender parcialmen- 
te. Si hace lugar a la acción, total o parcialmen- 
te, deberá contener: 


A) La identificación exacta de la autoridad 
a quien se dirija y contra cuyo acto se 
falle acogiendo la acción. 


B) La determinación concreta de la docu- 
mentación cuya consulta o, en su caso 
copia auténtica, deberá tranquearse al 
accionante, a su costa. 


C) En su caso, la indicación precisa de la 
información a rectificar o a cancelar del 
registro correspondiente. 


D) El plazo para el cumplimiento de lo 
dispuesto, que no podrá exceder de 
veinticuatro horas continuas a partir de 
la notificación. 


Sin perjuicio de lo establecido, la sentencia 
podrá disponer las sanciones pecuniarias dis- 
puestas por el Decreto-Ley N* 14.978, de 14 de 
diciembre de 1978. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
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sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El régimen democrático resulta hoy inconce- 
bible sin la posibilidad real del acceso a la 
información imprescindible para que cada inte- 
grante de la ciudadanía pueda elaborar una 
opinión propia sobre los hechos que afectan sus 
intereses, sean estos individuales o colectivos. 


Como ha dicho el profesor Barbagelata "Si el 
hombre no conoce los hechos acaecidos en un 
lugar determinado ni las ideas u opiniones 
lanzadas a la consideración pública en un 
momento determinado o si los conoce deforma- 
dos, tergiversados, su facultad de pensar 
libremente y de expresar ese pensamiento 
queda anulada o, en el mejor de los casos, 
disminuida y condicionada y esto es así porque 
los elementos en que debe apoyarse para 
construir su juicio han sido desvirtuados, 
falseados, llevándolo a extraer conclusiones 
inexactas. De esta manera la información 
mentirosa atenta contra la libertad, contra el ré- 
gimen democrático, que se nutre de la discusión 
y análisis de hechos e ideas que deben llegar 
libremente al conocimiento de todos". 


Estas reflexiones que parecen obvias -no 
existe régimen democrático sin opinión pública 
adecuadamente informada- no resultan en la 
práctica cotidiana de fácil concreción. 


Si la información imprescindible queda reser- 
vada a un ámbito reducido, a un círculo 
burocrático que ha ido consolidando una verda- 
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dera cultura del secreto, no resulta posible 
concretar este requisito indispensable. 


Al amparo de mantener la reserva de 
determinadas actividades por razones de interés 
general, se ha ido consolidando -muchas veces 
en clara violación de la norma legal- una 
verdadera muralla que impide el conocimiento 
de lo resuelto y de los fundamentos de la 
correspondiente resolución. No puede caber 
duda que esta amplificación del secreto -ad- 
misible sólo como excepción- constituye el 
refugio preferido de la arbitrariedad y de la 
corrupción. No existe mejor control que el que 
puede ejercer una opinión pública adecuada- 
mente informada. 


El derecho establecido a los legisladores por 
el artículo 118 de la Constitución de la 
República resulta claramente insuficiente y, en 
la mayoría de los casos, es ejercido para 
satisfacer reales necesidades de ciudadanos 
que se sienten impotentes frente a la reserva 
impenetrable de actuaciones que ignoran en su 
contenido y en sus fundamentos. 


Si se pretende consolidar una institucionalidad 
auténticamente democrática, resulta imprescin- 
dible adecuar nuestra legislación a las normas 
internacionales que lenta y progresivamente han 
ido independizando el derecho a la información 
de la indiscutida libertad de expresión. 


Ya en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos de 1948, se expresaba que 
la libertad de opinión y expresión "incluye en no 
ser molestado a causa de sus opiniones, el de 
investigar y recibir informaciones y opiniones y 
el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por 
cualquier medio de expresión”. 


Este derecho a recibir información es repro- 
ducido en la Convención Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos del año 1966 y en 
el Pacto de San José de Costa Rica, ley vigente 
en nuestro país. 


A su vez la Constitución española de 1978 
establece: "Se reconocen y protegen los dere- 
chos: 


a) A expresar y difundir libremente los 
pensamientos, ideas y opiniones...; 


b) A comunicar y recibir libremente informa- 
ción veraz por cualquier medio de difusión...". 


Como ya expresáramos este derecho a la 
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información debe comprender los temas de 
interés general y aquellos que afecten exclusi- 
vamente al individuo, no reconociendo otros 
límites que los que se establezcan con claridad 
en la ley y los que resulten de la protección del 
derecho a la intimidad de los demás. El avance 
vertiginoso de la tecnología ha permitido que el 
Estado y, también organizaciones de carácter 
privado, recolecten, ordenen y almacenen un 
conjunto de datos que configuran un verdadero 
perfil personal a través de cuya manipulación 
-y eventual difusión, en general restringida- 
desarrollen su actividad en el ámbito de la 
seguridad o en la esfera comercial, crediticia o 
laboral. Para el ciudadano común -y paradójica- 
mente, habitualmente hasta para el propio 
legislador- resulta imposible acceder a los 
mismos, y mucho menos controlar la veracidad 
de los datos incluidos en estos "bancos". 


Este bagaje de información acentúa la 
asimetría de la sociedad contemporánea donde 
cada vez con mayor énfasis puede afirmarse que 
el conocimiento atribuye poder, impulsada por la 
tendencia a la extensión del secreto como 
recurso vicioso, como una especie de reserva 
tácita, implícita o no escrita que acompaña la 
actividad estatal o privada en muchas de sus 
esferas y se levanta como un cerco infranquea- 
ble tras el cual aquélla se cobija frente al que 
el ciudadano común se siente un extraño 
cualquiera sea su esfuerzo por traspasarlo. Es 
el aparato de la negativa, de la lentitud y de 
la dilatoria gratuita e irracional que constante- 
mente gana espacios, conduciendo a la admi- 
nistración a actuar bajo un impenetrable manto 
de silencio, cercenando el conocimiento, obstru- 
yendo la información y ocultando la actividad, lo 
que genera en el ciudadano una sensación de 
absoluto desamparo al enfrentarse a Entes 
estatales y aun privados que aparecen como 
totalmente anónimos y extraños, a los que se 
hace imposible abordar por la vía institucional, 
creando el clima favorable para la corrupción y 
la arbitrariedad. 


Lo que en una primera lectura puede verse 
como un acto reflejo del aparato burocrático o, 
en su caso de grupos económicos que adquirien- 
do vida propia ejercen mecanismos de detensa 
ante quienes intentan invadir su pretendido coto 
privado, hoy el tema ha adquirido otra dimen- 
sión, asumiendo el cariz de una verdadera 
cultura del secreto que se ha instalado en 
nuestra vida institucional cotidiana. 
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Esta tendencia a la amplificación del secreto 
es, sin duda alguna, una de las herencias 
legadas por la dictadura que ha calado hondo 
y afecta a la transparencia e ¡impide el 
imprescindible contralor ciudadano. 


Es evidente que la relación Estado-sociedad 
civil debe reformularse, en las democracias 
actuales sobre nuevas bases, y una de ellas ha 
de estar en la búsqueda de nuevos canales de 
comunicación entre ambos que habiliten una 
información amplia, cierta y veraz. 


Para ello, el orden jurídico debe garantizar el 
irrestricto ejercicio del derecho y la libertad de 
información por parte de los ciudadanos. 


Coincidiendo con este punto de vista, en 
entrevista con los ciudadanos que patrióticamente 
han constituido la organización civil "Uruguay 
Transparente”, se nos informaba que la mayor 
parte de las denuncias que recibían por presunta 
corrupción estaban basadas en la desinforma- 
ción sobre las motivaciones de decisiones 
adoptadas. 


Por otra parte, parece hoy indiscutible el 
valor que le corresponde a la prensa en esta 
tarea de investigación y difusión. Creemos que 
no exista ningún periodista que no sienta 
cercenada su capacidad de informar a través de 
las vallas que se oponen, expresa o tácitamente 
al libre ejercicio de sus funciones. 


Creemos que ha llegado el momento de 
realizar un esfuerzo legislativo -cuando la 
sociedad se ha visto conmocionada por hechos 
que sólo se conciben al amparo del secreto- 
para ¡intentar otorgar mayor cristalinidad y 
transparencia a la función pública. 


Este esfuerzo debe abarcar la consagración 
explícita del derecho, las acciones necesarias 
para su conocimiento, y por supuesto, los límites 
que debe reconocer. 


Un primer límite está constituido como en 
todos los derechos por el agravio al derecho de 
los demás. En los casos en que el conocimiento 
de un dato afecte el derecho a la intimidad de 
un tercero, quien en defensa de su legítima 
privacidad tenga el derecho a la natural reserva 
y su difusión sólo cause perjuicios a él o a su 
núcleo familiar, sería incomprensible otorgar 
amparo a quien pretenda obtener semejante 
dato. Por supuesto, en estos casos, los límites 
no son nítidos -mucho más cuando se trate de 
individuos que desempeñen una función pública- 


y allí, cuando se plantee un conflicto entre los 
derechos a la información y a la intimidad, 
deberá intervenir como en toda confrontación de 
intereses el Poder Judicial. 


En el otro extremo, existen casos en que la 
reserva de la información constituye una garan- 
tía del interés común en cuyo caso, en nuestra 
opinión, resulta imprescindible que sea la propia 
ley la que establezca los criterios con total 
precisión, sin perjuicio de la intervención que 
pueda caberle, también en este caso, al Poder 
Judicial. Este caso nos parece más claro y 
entendemos que ya existen normas legales que 
protegen los secretos que, aunque no siempre 
justificados, tienen ya consagración legal. 


Mucho más complejo es el tema con respecto 
a la afectación de derechos individuales ya que 
aquí estos pueden enfrentarse, como ocurre 
habitualmente y, fundamentalmente, a partir de 
los avances tecnológicos, con las grandes 
organizaciones estatales o privadas dedicadas a 
la confección de Bancos de Datos. 


La práctica ha demostrado la existencia de 
abusos derivada de la imposibilidad de las 
personas investigadas de conocer qué datos se 
recaban, mediante que métodos y con qué 
finalidad se recopilan, almacenan y, eventual- 
mente, se difunde la información. Resulta 
también imposible conocer si los datos archiva- 
dos son veraces o erróneos ya que se ha 
prescindido del consentimiento -y aun del 
conocimiento- de los involucrados, con serio 
riesgo de una posible afectación de su reputa- 
ción, fama, honor, y en su caso, imagen pública. 
Es incuestionable que estas prácticas desbordan 
el marco del derecho y los límites razonables 
de la privacidad, valor no menos importante que 
el derecho a la información de que puede 
disfrutar un Estado u organización. 


El derecho a la privacidad ha aparecido 
últimamente en los Derechos Positivos existien- 
do como tal en países como Alemania, Portugal 
o Francia. En documentada exposición realizada 
en Cámara por el Senador Manuel Laguarda, se 
citó La Privacy Act dictada en Estados Unidos 
en 1974 en la que se expresa: "El objeto de la 
presente Ley es proporcionar a los individuos 
instrumentos de protección frente a la invasión 
de su vida privada. La Privacy Act reconoce el 
derecho de todo individuo a conocer las 
informaciones que se refieran a su persona, así 
como la facultad de cancelación de las que 
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resulten erróneas o versen sobre materias no 
autorizadas". 


Asimismo, en el Pacto de San José de Costa 
Rica de 1969, ratificado por Ley N* 15.737, de 
8 de marzo de 1985, existen referencias 
concretas no sólo al derecho a la privacidad sino 
también al derecho de todo individuo a conocer 
las informaciones que se refieran a su persona, 
mediante los recursos legales pertinentes. En 
sus artículos 11 y 12 sienta el principio de la 
prohibición de injerencias arbitrarias o abusivas 
en la vida privada, la familia, el domicilio y la 
correspondencia, así como la defensa contra los 
ataques a la honra o a la reputación. A su vez, 
en el inciso segundo del artículo 25, el Pacto 
refiere a los instrumentos de protección de ese 
derecho mediante la creación de un recurso 
judicial y consagra el compromiso de los 
Estados Partes: a) a garantizar que la autoridad 
competente prevista por el sistema legal del 
Estado decidirá sobre los derechos de toda 
persona que interponga tal recurso; b) a 
desarrollar las posibilidades del recurso judicial; 
c) a garantizar el cumplimiento, por las 
autoridades competentes de toda decisión en 
que se haya estimado procedente el recurso. 


En un estudio publicado recientemente, el 
profesor Sánchez Carnelli señala que nuestro 
orden jurídico es el único del MERCOSUR que 
no contiene referencias expresas a este recurso 
judicial, instituto denominado "habeas data", 
garantía de los derechos individuales antes 
mencionados, también conocido como Derecho 
de Amparo Informativo. 


Creemos que a pesar de la amplitud del 
artículo 72 de la Carta resulta imprescindible 
adecuar nuestra legislación a las últimas 
corrientes doctrinarias que reconocen tanto el 
derecho a la información como el derecho a la 
intimidad, sin necesidad de deducirlos de los 
pactos internacionales ratificados por nuestro 
país y otorgándoles, además, las acciones que 
hagan efectivo su ejercicio. 


Ingresando a la consideración particular del 
articulado, en el artículo 1% se establece el 
derecho de todos los habitantes de la República 
a ser informados y la obligación de los medios 
de comunicación de informarles de todo aquello 
que concierna gravemente a la Nación o pueda 
considerarse de importancia principal e interés 
general. 


El texto está tomado del trabajo del doctor 


Raúl Blengio Britos "Observaciones al Proyecto 
de Ley de Prensa a Estudio del Senado", 
publicado en la revista "Paz y Justicia” de mayo- 
agosto de 1989, N* 18 página 16. A nuestro 
juicio, contiene el principio general en base al 
cual se desarrolla el resto del articulado. 


Como se fundamentó en el comentario 
general del proyecto, en el artículo 2* se habilita 
a cualquier persona para solicitar a los organis- 
mos correspondientes, se le permita la consulta 
O se le expida copia de los actos administrativos 
dictados y sus fundamentos, hayan o no sido 
publicados. 


Contemplando una especia! calificación pro- 
fesional, el artículo 32 dispone que si la solicitud 
de consulta o expedición de copia de documento 
fuera hecha por periodista debidamente acredi- 
tado, la misma se tramitará preferencialmente. 


Los artículos 4% y 6* establecen la legitima- 
ción de toda persona para requerir de los 
organismos estatales o paraestatales y de las 
personas privadas que reciban y  archiven 
información sobre particulares, el acceso a la 
consulta o expedición de copia de los documen- 
tos de cualquier naturaleza que obraren en su 
poder, conteniendo información relativa al soli- 
citante o relacionados de cualquier forma con su 
persona. Asimismo, se establece en el artículo 
62, la sujeción de las personas privadas que allí 
se indican a todas las obligaciones establecidas 
en la ley. 


En atención a la índole particularmente 
sensible de la información requerida, el artícu- 
lo 52 previene que si ésta comprometiera 
intereses generales oO difusos, dejando de 
pertenecer al ámbito privado de los particulares, 
cualquier persona y no sólo las directamente 
involucradas, podrá formular la petición referida 
en el artículo 4%, sin perjuicio de la tramitación 
preferencial para el caso de periodistas prevista 
en el artículo 3*. 


El artículo 7% establece un límite de veinte 
años para la reserva sobre cualquier documento 
público, vencidos los cuales podrá ser consul- 
tado por cualquier persona y la autoridad que 
los posea adquiere la obligación de expedir 
copía auténtica del mismo a quien lo demande. 


En este caso, nos ha parecido fundamental 
que al cabo de un extenso lapso, el principio 
del secreto o reserva contemplado por razones 
de interés general, en definitiva ceda el espacio 


36 CAMARA DE REPRESENTANTES 


al derecho a la información, cuya protección 
integral se procura expresamente reglamentar 
en este proyecto. 


El artículo 8% dispone que el organismo 
requerido debe expedirse en un breve lapso que 
se sitúa en quince días y que el acto debe 
emanar del jerarca máximo del servicio, el que 
debe franquear o negar la información, salvo 
que carezca de la misma. 


En el tercer inciso se establece la obligación 
del organismo requerido de señalar al 
peticionante la dependencia idónea para respon- 
der a su pedido, en caso de que éste se hubiera 
presentado a destinatario erróneo, procurando 
generar un relacionamiento diferente entre los 
organismos y los particulares, como se indicó en 
el comentario general. El inciso final prescribe 
que las peticiones que se formulen a los orga- 
nismos estatales o paraestatales respeten las 
formalidades estipuladas por el Decreto 500/91, 
ya impuestas como garantía en el procedimiento 
administrativo. 


Los artículos 92 y 10 estatuyen el principio 
general de que las personas privadas o los 
organismos requeridos autorizarán la consulta 
peticionada o expedirán copia de los anteceden- 
tes y la excepción, según la cual, sólo se podrá 
negar información, mediante resolución motiva- 
da del jerarca del servicio que señale su 
carácter reservado, indicando las disposiciones 
legales en que se funde obviamente, con las 
modificaciones del caso, la negativa de las 
personas privadas deberá estar tundada en las 
disposiciones legales vigentes. 


Como corolario de lo anterior, el artículo 11 
establece que el incumplimiento de estas 
disposiciones, constituirá falta grave que se 
sancionará con destitución. 


Los artículos 12 y 13 conforman el nudo 
central del proyecto, por cuanto articulan dos 
hipótesis en que se acuerda la legitimación para 
interponer la acción de "habeas data", con 
finalidades diversas. 


Por el primero de los nombrados se contem- 
pla el caso de negativa a brindar la infromación 
solicitada por el requerido. Se acuerda la acción 
de "habeas data" al titular de la petición para 
interponer contra dicho acto denegatoria la 
misma, en caso de que a su juicio dicha 
negativa lesione, restrinja, altere o amenace sus 
derechos a la información y a la intimidad 
reconocidos en la Constitución y contemplados 
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en el presente proyecto. O sea que, en este 
caso concreto, la acción acordada apunta a 
obtener un pronunciamiento jurisdiccional que 
disponga la expedición de la información que se 
desea conocer. 


En el caso del artículo 13 se contempla otra 
hipótesis. Aquí el interesado conoce la informa- 
ción, ya sea por voluntad del requerido o por 
disposición judicial, pero ésta puede ser errónea 
o su recolección o archivo puede ser ilegal. En 
este caso, se pretende proteger su derecho a 
la rectificación o cancelación de la información, 
consagrando una primera instancia de solicitud 
ante el organismo o persona requerida. Sólo 
para el caso de negativa, se le confiere la acción 
de "habeas data" y se le otorga un plazo para 
interponerla con el fin de modificar la informa- 
ción errónea o eliminar la archivada en torma 
legal. 


Los artículos 14 y 15 establecen la compe- 
tencia para el conocimiento de la acción que se 
crea según se trate de organismos estatales o 
paraestatales o personas privadas. 


Finalmente, los artículos 16, 17 y 18 
reglamentan sobre la demanda, normas proce- 
sales y la sentencia, con remisión a las Leyes 
N2 15.982 y N* 16.011. 


Debemos destacar que en la elaboración de 
este proyecto ha resultado fundamental la 
participación de nuestro colaborador el doctor 
Nils Helander. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
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Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo". 


M)"Delito de usura. (Normas) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12, (Usura).— El que se hiciere dar 
o prometer por la prestación de dinero, intereses 
o compensaciones en dinero por cualquier 
concepto, que superen las tasas fijadas como 
máximas por el Banco Central del Uruguay, será 
castigado con seis meses de prisión a cuatro 
años de penitenciaría. 


Con la misma pena será castigado el que 
cobrara gastos de administración o comisiones 
mayores a las fijadas por el Banco Central del 
Uruguay. 


El Banco Central del Uruguay no podrá fijar 
tasas máximas que superen el 150% (ciento 
cincuenta por ciento) de la tasa de interés 
pasiva del mercado de operaciones corrientes 
de crédito bancario en moneda nacional o 
extranjera según corresponda. 


Cuando la contraprestación estuviera consti- 
tuida en todo o en parte por servicios o espacios 
que, avaluados de acuerdo con las normas de 
derecho común, impliquen que aquellos son 
convertibles en un valor monetario que exceda 
de las tasas de interés a que refiere el inciso 
primero o los gastos y comisiones previstos en 
el inciso segundo del presente artículo, la pena 
será aumentada de un tercio a la mitad. 


Artículo 2%*.— Los intereses, compensacio- 
nes, gastos de administración o comisiones, 
deberán ser especificados en forma expresa y 
con mención concreta de valores numéricos, so 
pena de nulidad. 


Artículo 3%*%.— Decretado el procesamiento 
por el delito de usura, quedará en suspenso la 
acción civil para el cobro del capital, intereses, 
compensaciones, gastos de administración o 
comisiones. 


En caso de sentencia condenatoria pasada en 
autoridad de cosa juzgada, la acción civil 
quedará extinguida de pleno derecho. También 
quedará extinguida la acción en el caso de 
extinción del delito por gracia de la Suprema 
Corte de Justicia. 


Artículo 4%— Las resoluciones del Banco 
Central del Uruguay por las que se fijan tasas 
máximas de interés, compensaciones, gastos de 
administración, comisiones y otros cargos serán 
publicadas en el Diario Oficial y en no menos 
de dos diarios de circulación nacional. 


Asimismo, el Banco Central del Uruguay 
publicará mensualmente, en las mismas condi- 
ciones del inciso anterior, las tasas medias de 
intereses pasivas del mercado de operaciones 
corrientes de crédito bancario, discriminadas en 
razón del tipo de moneda y de la existencia o 
no de cláusulas de reajuste. 


Artículo 52%.— Sustitúyese el artículo 4* del 
Decreto-Ley N* 14.701, de 12 de setiembre de 
1977, por el siguiente: 


"ARTICULO 4%— Si se omitieran algunas 
menciones o requisitos que no refieran a 
monto, intereses y fecha de cumplimiento, 
cualquier tenedor legítimo podrá llenarlos 
antes de presentar el título para el ejercicio 
del derecho que en él se consigne”. 


Artículo 6*.,— Derógase el inciso segundo del 
artículo 56 del Decreto-Ley N* 14.701, de 12 de 
setiembre de 1977. 


Artículo 7%*.— Sustitúyese el artículo 85 del 
Decreto-Ley N* 14.701, de 12 de setiembre de 
1977, por el siguiente: 


"ARTICULO 85.— El girado que paga la letra 
de cambio puede exigir que ésta se le 
entregue con la constancia del pago que ha 
hecho, puesto en la misma letra. 


El portador no puede rehusar un pago 
parcial. 


En el supuesto de pago parcial, el tenedor 
deberá anotar en la misma letra el pago 
efectuado, extendiendo además recibo. 


El recibo así extendido podrá ser opuesto 
como excepción de pago parcial (artículo 
108) contra cualquier tenedor. 


La omisión de anotar el pago parcial 
recibido a que refiere el inciso anterior, y su 
utilización posterior hará incurrir al omiso en 
el delito de estafa (artículo 347 del Código 
Penal)". 


Artículo 8%.— Sustitúyese el artículo 120 del 
Decreto-Ley N* 14.701, de 12 de setiembre de 
1977, por el siguiente: 


"ARTICULO 120.— El vale, pagaré o confor- 
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me, además de los requisitos que establece 
el artículo 3*, debe contener la denominación 
de vale, pagaré o conforme inserta en el texto 
del mismo documento y expresada en el 
idioma en que se ha redactado y la promesa 
incondicional de pagar una suma determinada 
de dinero y la discriminación del capital y los 
intereses si correspondiere". 


Artículo 92.— Sustitúyese el artículo 124 del 
Decreto-Ley N* 14.701, de 12 de setiembre de 
1977, por el siguiente: 


"ARTICULO 124.— Los vales, pagarés o con- 
formes cuyo monto y fecha de vencimiento 
hayan sido llenados de puño y letra por el 
obligado o quien firme en su representación 
se presumirán auténticos, sin perjuicio de la 
prueba en contrario, y constituirán título 
ejecutivo sin necesidad de protesto ni 
diligencia judicial de reconociminto de firma. 


En estos casos se intimará al deudor 
conforme lo establece el artículo 354.5 del 
Código General del Proceso". 


Artículo 10.-— Los Jueces no darán trámite 
a ejecuciones en que se persiga el cobro de 
obligaciones con intereses u otros cargos de 
carácter usurario. 


Constatada la usura, se dará noticia a la 
Justicia Penal. 


Artículo 11.— La estipulación que establece 
intereses u otros cargos usurarios es nula. 


Verificada la usura, caduca al prestamista la 
acción por reclamo de capital e intereses. 


Artículo 12.— Quedan comprendidas en las 
disposiciones de la presente ley, todas las 
operaciones financieras de las cuales resulta 
para alguna de las partes la obligación de pagar 
una suma de dinero diferida en el tiempo. 


Artículo 13.— Derógase el Decreto-Ley 
N* 14.887, de 27 de abril de 1979. 


Artículo 14.— Los títulos valores ya emitidos 
y aún no vencidos se regirán por el régimen 
anterior al establecido en la presente ley. 


Artículo 15.— Las disposiciones de la 
presente ley son de orden público. 


Montevideo, 12 de abril de 2000, 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 


deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldona- 
do; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, Re- 
presentante por Cerro Lar- 
go; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


En la segunda mitad del siglo XIX, en pleno 
auge de las ideas liberales y la consolidación 
del principio de la autonomía de la voluntad, la 
usura no fue tenida en cuenta por el legislador, 
ni desde el punto de vista civil, ni desde el punto 
de vistal penal. Autores de la importancia de 
Carrara, afirmaron que "la usura nunca se debe 
erigir en delito, porque siendo el pago de los 
intereses exhorbitantes libremente consentido, 
nadie tiene motivos para turbarse y temer un 
daño al cual con toda libertad podría no 
exponerse". 


Sin embargo, las cosas no eran como las 
planteó el maestro italiano. La usura, no 
solamente perjudica a quien debe pagarla, sino 
a la sociedad en su conjunto, ya que, como 
enseña Reta: "El aumento de los intereses en 
el préstamo dinerario aparece como un impor- 
tante factor inflacionario y la actividad del 
usurero ya no lesiona sólo el interés patrimonial 
del deudor, sino el colectivo de la economía 
pública". Similares conceptos han expresado en 
nuestro país figuras de la jerarquía científica de 
Bayardo Bengoa y Cairoli Martínez. 

Pero más allá de 


las muy respetables 
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opiniones doctrinarias que en el Uruguay se han 
emitido, el legislador uruguayo está obligado a 
dictar leyes que impiden la usura, por aplicación 
de una serie de normas vigentes de nuestro 
orden jurídico. 


En efecto, el artículo 52 de la Constitución 
de la República establece: "Prohíbese la usura". 
Nótese el imperativo absoluto que transmite la 
norma. Agrega luego el citado artículo: "Es de 
orden público la ley que señale límite máximo 
al interés de los préstamos”. 


A su vez, el Pacto de San José de Costa Rica 
en el numeral 3% de su artículo 21, expresa que 
"tanto la usura como cualquier otra forma de 
explotación del hombre por el hombre deben ser 
prohibidas por la ley". 


En síntesis, tanto por mandato constitucional 
como por las obligaciones internacionales asu- 
midas por el país, el legislador uruguayo está 
obligado a dictar normas que prohíban la usura. 


H 


En el Uruguay se han dictado en el pasado 
normas que pretendieron impedir la usura. Pero, 
más allá de las intenciones, esas normas 
fracasaron y hoy, observamos que se están 
cobrando intereses absolutamente desmesura- 
dos en relación al estado de nuestra economía. 
Y es lo más grave, que esos intereses 
desmedidos son pagados en la mayoría de los 
casos por personas de bajos recursos. 


E! presente proyecto de ley pretende solucio- 
nar la problemática planteada. 


Para ello, no solamente define la usura como 
delito, sino que le da al pacto  usurario 
consecuencias civiles de tal entidad que desa- 
lientan la actividad usuraria. 


A su vez, se han modificado normas del 
Decreto-Ley N? 14.701, de 12 de setiembre de 
1977, procurando evitar los disfraces que 
puedan esconder a la usura. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 


sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, Re- 
presentante por Cerro Lar- 
go; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo". 


N) "Designación e integración de los Gobier- 
nos Locales previstos en los artículos 262, 
287 y Disposición Transitoria Y) de la 
Constitución. (Normas) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.— Al amparo de lo establecido 
por los artículos 262, 287 y Disposición Tran- 
sitoria Y) de la Constitución de la República se 
establece el siguiente régimen de autoridades 
locales. 


Artículo 2*%.— Las autoridades locales a que 
refieren los artículos 262, 287 y Disposición 
Transitoria Y) de la Constitución de la República 
se denominarán Gobiernos Locales. 


Artículo 3%.— La circunscripción territorial 
correspondiente a cada Gobierno Local debe 
conformar una unidad con personalidad social y 
cultural con intereses comunes que justifiquen 
la existencia de estructuras políticas represen- 
tativas y que faciliten la participación popular. 


Artículo 42.— En toda población, que cuente 
con más de cinco mil habitantes, habrá un 
Gobierno Local, el que se compondrá de cinco 
miembros que serán electivos por el cuerpo 
electoral correspondiente. Al primer titular de la 
lista más votada del lema más votado de la 
respectiva circunscripción territorial correspon- 
derá la presidencia del órgano. Si el lema que 
obtuvo la mayor cantidad de votos sólo hubiese 
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obtenido la mayoría relativa de sufragios, se 
adjudicará a ese lema la mayoría de los cargos 
en el Gobierno Local, los que serán distribuidos 
proporcionalmente entre todas sus listas. 


Los demás cargos serán distribuidos por el 
sistema de la representación proporcional inte- 
gral, entre los lemas que no hubiesen obtenido 
representación en la adjudicación anterior. 


Artículo 5%.— En toda población que cuente 
con más de dos mil habitantes (sin estar 
comprendidas en el artículo 4% de la presente 
ley o en las que existan procesos relevantes de 
desarrollo local a criterio del respectivo Gobier- 
no Departamental, habrá un Gobierno Local que 
se compondrá de cinco miembros designados 
por el Intendente, con la anuencia de la Junta 
Departamental y respetando la proporcionalidad 
existente en la representación de los diversos 
partidos en dicha Junta. En este caso la 
presidencia del Gobierno Local corresponderá al 
mismo lema por el cual fue electo el Intendente. 


Artículo 6%— En las poblaciones que 
cuenten con menos de dos mil habitantes podrá 
haber un Gobierno Local designado por el 
intendente con anuencia de la Junta Departa- 
mental respectiva. El número de integrantes de 
estos Gobiernos Locales, que será plural, se 
establecerá por el respectivo Gobierno Depar- 
tamental, siendo de aplicación para la nomina- 
ción del Presidente lo establecido en el artícu- 
lo 52 de la presente ley. 


Artículo 7?%.— En las poblaciones previstas 
por los artículos 4% y 5% de la presente ley, los 
Gobiernos Locales podrán ser declarados elec- 
tivos tanto a iniciativa del Intendente como de 
la Junta Departamental, requiriéndose la apro- 
bación de ambos, en el caso de la Junta 
Departamental por dos tercios del total de sus 
componentes. 


Artículo 82.— Los Gobiernos Locales electi- 
vos serán electos en la fecha prevista en el 
numeral 9) del artículo 77 de la Constitución de 
la República. 


Artículo 9?%.— Los Gobiernos Locales que se 
creen en las plantas urbanas de las capitales 
departamentales, según los requisitos estableci- 
dos en el inciso segundo del artículo 262 de la 
Constitución de la República, podrán ser 
declarados electivos de la forma establecida en 
el artículo 7% de la presente ley. 


Artículo 10.— Para ser miembro de los 
Gobiernos Locales que se establecen por la 
presente ley, se requerirá tener dieciocho años 
de edad cumplidos, ciudadanía natural o legal 
con tres años de ejercicio, estar avecinados en 
la localidad desde tres años antes, por lo 
menos, o ser nativo de aquélla. 


No podrán integrarlas los miembros de la 
Junta Departamental ni los Intendentes. 


Artículo 11.— Los Gobiernos Locales desig- 
nados en la forma que se establece por la 
presente ley, deberán integrarse dentro de los 
noventa días de asumido el Gobierno Departa- 
mental. 


El incumplimiento de esta obligación por 
parte del Intendente, determinará su responsa- 
bilidad política, siendo de aplicación lo previsto 
en los artículos 102 y 296 de la Constitución de 
la República. 


Vencidos los noventa días a que refiere el 
inciso primero del presente artículo, la Junta 
Electoral convocará a elecciones en un plazo de 
cuarenta y cinco días. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo;, Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, RHepre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, 
Representante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 
Gustavo Guarino, Repre- 
sentante por Cerro Largo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo. 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley se funda en la 
necesidad de contribuir efectivamente a un 
verdadero proceso descentralizador, a la vez 
que reglamenta las disposiciones constituciona- 
les de los artículos 262 y 287 así como la 
Disposición Transitoria Y), luego de operada la 
reforma constitucional en vigor a partir de enero 
de 1997. 


Al amparo de dichas disposiciones, corres- 
ponde a la ley determinar las condiciones 
requeridas por las poblaciones para la existencia 
de autoridades locales (inciso segundo del 
artículo 262), el número de sus miembros, su 
forma de integración, así como las calidades 
exigidas para ser miembro de las mismas 
(artículo 287). 


Finalmente lo dispuesto por la Disposición 
Transitoria Y) que habilita a modificar la 
denominación de las Juntas Locales las que por 
el presente proyecto se propone denominar 
Gobiernos Locales. 


Sin perjuicio de las disposiciones constitucio- 
nales que encomiendan a la ley la delimitación 
de las materias municipal y departamental, 
determinando los cometidos y poderes jurídicos 
de sus órganos, y no obstante lo establecido por 
el artículo 288 en lo referente a las facultades 
de las autoridades locales, el presente proyecto 
se propone regular los aspectos formales 
referidos a las condiciones para la existencia de 
autoridades locales y su integración. 


La Constitución establece la posibilidad de 
existencia de autoridades locales no sólo en las 
poblaciones que la ley disponga, sino también 
en la planta urbana de las capitales departamen- 
tales. 


Así, se propone la creación de Gobiernos 
Locales como órganos locales pluripersonales, 
en forma preceptiva para las poblaciones de 
más de cinco mil habitantes. 


Asimismo, también en forma preceptiva para 
las poblaciones que cuenten entre dos mil y 
cinco mil habitantes, estableciendo la potestad 
del Gobierno Departamental de crearlos en 
aquellas poblaciones que representen un polo 
de desarrollo importante para el departamento. 


En tercer lugar se faculta a los Gobiernos 
Departamentales a crear los Gobiernos Locales 


en aquellas poblaciones que cuenten con menos 
de dos mil habitantes. 


El carácter electivo de los Gobiernos Locales 
se reserva para aquellas poblaciones de más de 
cinco mil habitantes, quedando a resolución de 
los Gobiernos Departamentales extender la 
electividad a las restantes, así como para 
aquellas autoridades locales que se establezcan 
en la planta urbana de las capitales departamen- 
tales. 


En lo que refiere a su integración se dispone 
que la misma será por representación propor- 
cional similar a la que se aplica en las Juntas 
Departamentales en el caso de las electivas, y 
respetando la representación proporcional de los 
diversos partidos en la Junta Departamental en 
el caso de los designados por el Gobierno 
Departamental coincidiendo con la redacción del 
numeral 1) de la Disposición Transitoria Y) de 
la Constitución. 


El espíritu que anima al presente proyecto es, 
fundamentalmente, el de fortalecer y hacer 
viable la instalación de instancias locales de 
gestión en aquellas poblaciones que por su 
importancia, tanto desde el punto de vista de su 
tamaño como de su trascendencia para el 
desarrollo de la zona, así lo ameriten recono- 
ciendo la existencia de autoridades locales en 
numerosas poblaciones del país, que surgieran 
de la iniciativa de los propios habitantes que 
reclaman mayor protagonismo y participación en 
la toma de decisiones que los afectan directa- 
mente, 


La descentralización en las decisiones y el 
fortalecimiento de las instancias locales de 
gestión deben cumplir un papel importante en 
la vida del país. 


La electividad se propone que sea de 
carácter preceptivo para las poblaciones mayo- 
res de cinco mil habitantes y facultativo de los 
Gobiernos Departamentales en los demás ca- 
sos, de modo de permitir su consideración 
particular por parte del Gobierno Departamental. 


Con esta solución se trata de respetar la 
unidad del Gobierno Departamental (establecida 
en el inciso primero del artículo 262) y 
contemplar las diversas realidades que en un 
mismo departamento pueden darse. 


En suma, se trata de dotar de un marco que 
garantice mecanismos de participación democrá- 
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tica en instancias locales de gestión, contem- 
plando los grados de autonomía y unidad de los 
Gobiernos Departamentales. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; En- 
rique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Ernesto Agazzi, 
Representante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 
Gustavo Guarino, Repre- 
sentante por Cerro Largo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo". 


Ñ) "Elecciones municipales. (Se dispone que 
cada lema podrá presentar un solo candi- 
dato al cargo de Intendente Municipal en 
cada departamento) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— De conformidad con lo 
dispuesto en el inciso final del artículo 271 de 
la Constitución de la República, se establece 
que cada partido (lema) sólo podrá presentar 
una candidatura única a las elecciones de las 
intendencias Municipales. Esta disposición regi- 
rá a partir de las elecciones del año 2005. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
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Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 
Edgar Bellomo, Represen- 
tante por Canelones; Raúl 
Sendic, Representante por 
Montevideo; Carlos Pita, 
Representante por Monte- 
video; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo; Ernesto Agazzi, 
Representante por Canelo- 
nes; Margarita Percovich, 
Representante por Monte- 
video. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Se trata de adecuar el sistema electoral del 
Ejecutivo Departamental, armonizándolo con la 
elección del Ejecutivo Nacional y, a la vez, 
cumpliendo con una facultad que, expresamen- 
te, la Constitución de la República ha conferido 
al legislador. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; Car- 
los Pita, Representante 
por Montevideo; Gustavo 
Guarino, Representante 
por Cerro Largo; Ernesto 
Agazzi, Representante por 
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Canelones; Margarita El artículo 4% que por el presente proyecto 


Percovich, Representante 
por Montevideo". 


O) "Títulos valores. (Derogación del artícu- 
lo 42 del Decreto-Ley N* 14.701) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Derógase el artículo 4* del 
Decreto-Ley N* 14.701, de 12 de setiembre de 
1977. 


Montevideo, 25 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Saito; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El artículo cuya derogación se propone viene 
a permitir que los "claros" en la documentación 
de un título valor sean llenados con posteriori- 
dad a la fecha de la suscripción del mismo. 


Como no existe en el caso limitación alguna 
sobre la naturaleza de la omisión, esta norma 
habilita al absurdo de que se puedan incluir 
menciones sobre intereses o recargos u otros 
aspectos no existentes en el texto en el 
momento en que el deudor suscribe la documen- 
tación. 


de ley se deroga permite de ese modo que 
omisiones en aspectos importantes del texto del 
título valor sean llenadas después de la firma 
del documento, aparentemente en torma legítima 
en virtud del artículo mencionado. 


Consideramos que para garantía del deudor 
y certeza jurídica no es posible admitir que 
unilateralmente el deudor del crédito o el 
eventual tenedor agreguen al documento en 
espacios libres, textos que el deudor no toma 
en consideración en el momento de suscribirio. 


Es sabido que el deudor muchas veces está 
en tal estado de necesidad que aun cuando 
perciba la existencia de claros u omisiones en 
el documento, no está psicológicamente en 
condiciones de resistir ese riesgo de la firma con 
partes del documento en blanco. 


Sin habilitación jurídica puede suceder igual- 
mente esa situación por la cual el deudor 
suscribe un documento incompleto, pero estare- 
mos, si se rellena el documento, en una 
alteración ilegítima con las responsabilidades 
emergentes y no como ahora en que el llenado 
del documento se opera con la autorización de 
la ley. 


Montevideo, 25 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Enrique Pintado, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Enrique Pérez Mo- 
rad, Representante por 
Maldonado; Raúl Sendic, 
Representante por Monte- 
video; Silvana Charlone, 
Representante por Monte- 
video; Ernesto Agazzi, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Eduardo Muguruza, 
Representante por Salto; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo". 
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P) "Comisión Sectorial de Descentralización. 
(Creación, integración y determinación de 
sus cometidos) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1?, (De la integración de la Comisión 
Sectorial de Descentralización).— La Comisión 
Sectorial de Descentralización estará integrada 
en forma permanente por: 


A) Los Intendentes Municipales de los 
diecinueve departamentos. 


B) El titular o un delegado del Ministerio 
de Economía y Finanzas. 


C) El titular o un delegado de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


Los miembros permanentes tendrán voz y 
voto. 


La Comisión podrá convocar a sus sesiones 
a titulares o delegados de los Ministerios cuya 
competencia se relacione con los temas a 
considerar, en especial cuando se trate de 
políticas a cargo de los correspondientes 
Ministerios. 


Artículo 2%, (Del funcionamiento de la 
Comisión Sectorial de Descentralización).— La 
Comisión podrá ser convocada por iniciativa de 
cualquiera de sus miembros, indicando los 
temas a incluir en el orden del día. 


Fijará su propio régimen de funcionamiento. 
La Comisión resolverá por mayoría simple de 
sus miembros permanentes. En las cuestiones 
referidas al asesoramiento que debe prestar 
sobre el porcentaje del monto total de recursos 
de! Presupuesto Naciona! que corresponderá a 
los Gobiernos Departamentales (literal C) del 
artículo 214 de la Constitución de la República), 
la Comisión adoptará resolución por mayoría de 
dos tercios de sus componentes permanentes. 
Ante cualquier decisión de la Comisión que fuera 
tomada por mayoría, los miembros discrepantes 
podrán elaborar su propio informe en minoría 
que será elevado al Poder Ejecutivo conjunta- 
mente con el que exprese la opinión mayoritaria. 


La Comisión designará, entre sus integrantes, 
un Presidente, un Secretario y un vocal, que 
constituirán la Mesa Ejecutiva, los que durarán 
un año en sus funciones. La Mesa tendrá a su 
cargo la preparación del orden del día de la 
Comisión, incluyendo la distribución de los 


antecedentes y documentación respectiva, así 
como la comunicación con otros organismos del 
Estado, debiendo informar a la Comisión acerca 
de las actividades desarrolladas en cumplimien- 
to de las resoluciones del pleno. 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
deberá poner a disposición de la Comisión 
Sectorial los recursos materiales y el personal 
necesario para su funcionamiento y el de su 
Mesa Ejecutiva. 


Artículo 3%, (De los cometidos y atribuciones 
de la Comisión Sectorial de Descentraliza- 
ción).— A la Comisión Sectorial de Descentra- 
lización competerá el asesoramiento al Poder 
Ejecutivo para el cumplimiento de lo dispuesto 
en el inciso tercero del artículo 50 e inciso 
quinto del artículo 230 de la Constitución de la 
República, impulsando políticas y planes de 
descentralización de modo de promover el 
desarrollo regional y el bienestar general. 


De conformidad con lo previsto por el lite- 
ral C) del artículo 214 de la Constitución de la 
República, deberá prestar asesoramiento pre- 
ceptivo con relación al porcentaje que, sobre el 
monto total de los recursos corresponderá a los 
Gobiernos Departamentales, con treinta días de 
anticipación al vencimiento del plazo establecido 
en el inciso primero de la citada disposición. Si 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto no 
compartiere la opinión de la Comisión Sectorial 
de Descentralización sobre este tema, igualmen- 
te deberá elevarla al Poder Ejecutivo y este 
comunicarla al Poder Legislativo. 


Asimismo asesorará al Poder Ejecutivo sobre 
la alícuota de los tributos nacionales recaudados 
fuera del departamento de Montevideo cuyo 
producido formará un fondo presupuestal atfec- 
tado al funcionamiento de los programas y 
planes a que refiere el inciso quinto del artícu- 
lo 230, el que pasará a denominarse Fondo 
Nacional de Descentralización para el Desarrollo 
Regional y Local. 


Para el cumplimiento de los cometidos 
mencionados, la Comisión Sectorial de Descen- 
tralización, en adelante COSEDE, podrá formar 
subcomisiones de trabajo temáticas o geográfi- 
cas a efectos de preparar los planes de 
descentralización y desarrollo regional o local. 
Dichos grupos de trabajo presentarán sus 
proyectos al pleno de la COSEDE, el que deberá 
considerar y aprobar su presentación a fin de 
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ser apoyados por el Fondo Nacional de 
Descentralización y Desarrollo Regional y Local 
o por los recursos destinados a otros organis- 
mos del Estado. Los planes aprobados deberán 
estar previstos en el Presupuesto Nacional y 
serán evaluados como tales en su cumplimiento 
local y nacional. 


Para la propuesta de planes de desarrollo 
regionales, locales o sectoriales, los grupos de 
trabajo que defina la COSEDE, podrán convocar 
a los actores regionales, locales o sectoriales 
que estime relevantes, a fin que participen en 
la elaboración de políticas de desarrollo integral 
conjuntamente con las autoridades nacionales, 
departamentales y locales correspondientes. 


La COSEDE podrá, asimismo, formular inicia- 
tivas y propuestas o emitir opinión respecto de 
los planes regionales, departamentales y locales 
de desarrollo social y económico previstos en el 
literal |) del artículo 322 de la Ley N* 16.320, 
de 1% de noviembre de 1992. 


Artículo 42. (De la iniciativa de la Comisión 
Sectorial de Descentralización en materia finan- 
ciera).— La alícuota de los tributos recaudados 
en el interior del país que la Comisión Sectorial 
de Descentralización sugiera, según establece el 
numeral 2? del artículo 298 de la Constitución 
de la República, no deberá incluir los fondos ya 
destinados por ley al interior del país. 


La COSEDE propondrá los criterios para la 
distribución entre los departamentos de los 
montos mencionados en el inciso anterior, así 
como del porcentaje que sobre el monto total 
de recursos corresponda a los diecinueve 
Gobiernos Departamentales de acuerdo a lo 
dispuesto por el literal C) del artículo 214 de la 
Constitución de la República. Estos criterios 
tomarán en cuenta: 


1) Superficie del departamento. 


2) Población del departamento, según los 
datos del último Censo Nacional de 
Población. 


3) Producto Bruto Interno departamental. 


4) Número de familias con necesidades 
básicas insatisfechas en cada departa- 
mento. 


5) Porcentaje de hogares situados debajo 
de la línea de pobreza en cada 
departamento. 


6) Tasa de desempleo promedio de cada 
departamento durante el quinquenio 
anterior. 


La COSEDE asesorará al Poder Ejecutivo 
sobre la ampliación de exoneraciones que la Ley 
N2* 16.906, de 22 de diciembre de 1997 
establece en su Capítulo 1 para los 
emprendimientos de carácter nacional que, a su 
juicio, sean considerados de interés para el 
desarrollo regional o local y que tengan 
aprobación de o los Gobiernos Departamentales 
involucrados. 


Montevideo, 25 de abril de 2000. 


Ernesto Agazzi, Represen- 
tante por Canelones; Mar- 
garita Percovich, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Víctor Rossi, Represen- 
tante por Montevideo; Nora 
Castro, Representante por 
Montevideo; Jorge Orrico, 
Representante por Monte- 
video; Martín Ponce de 
León, Representante por 
Montevideo; Doreen Ja- 
vier Ibarra, Representante 
por Montevideo; Raúl 
Sendic, Representante por 
Montevideo; Brum Canet, 
Representante por Monte- 
video. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto se propone reglamentar 
la Comisión Sectorial prevista en el literal B) del 
inciso cuarto del artículo 230 e inciso tercero del 
artículo 214 de la Constitución de la República, 
estableciendo el número de sus integrantes, sus 
cometidos y atribuciones, así como reglamentan- 
do su funcionamiento. 


La integración propuesta para la Comisión 
Sectorial de Descentralización, a quien se 
sugiere denominar con la sigla COSEDE, se 
fundamenta en dos criterios. 


En primer lugar, se define la delegación del 
Congreso de Intendentes de conformidad con el 
principio constitucional de autonomía de los 
Gobiernos Departamentales (artículo 262) inte- 
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grando en la COSEDE a los diecinueve 
intendentes Municipales. Se entiende que esta 
integración así definida, permite reflejar en la 
práctica una política de descentralización de alto 
nivel! que contemple las inquietudes y problemas 
de todos los departamentos de la República. 


En segundo lugar, teniendo presente que la 
Constitución dispone que estará exclusivamente 
integrada por delegados del Congreso de 
Intendentes y de los Ministerios competentes 
(literal B) del artículo 230) se establece una 
integración permanente del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas y de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y una integración eventual de 
representantes de los Ministerios cuya compe- 
tencia se vincule con los temas a considerar en 
la COSEDE, en especial cuando se trate de 
definir o ejecutar las políticas y planes de 
descentralización que impliquen obras o servi- 
cios en la órbita de los correspondientes 
Ministerios. 


Se define asimismo una Mesa Ejecutiva a los 
solos efectos de facilitar el funcionamiento de 
la COSEDE, de efectuar la coordinación con 
otros organismos y de cumplir el seguimiento de 
las resoluciones adoptadas. 


En cuanto a los cometidos y atribuciones de 
la COSEDE, el artículo 32 del proyecto desarro- 
lla y sistematiza las previsiones constituciona- 
les, basándose en el principio de descentraliza- 
ción consagrado en el inciso tercero del artícu- 
lo 50 de la Carta. Asimismo prevé la necesaria 
coordinación de esta Comisión con otras comi- 
siones sectoriales y con planes o proyectos de 
desarrollo de carácter regional o local, como 
pueden serlo los que se plantean en el marco 
de la Ley N? 16.906, de 22 de diciembre de 1997 
o del literal |) del artículo 322 de la Ley 
N?2 16.320, de 1% de noviembre de 1992. 


Finalmente, se proponen los criterios susten- 
tados por el Congreso Nacional de Intendentes 
para la distribución entre los departamentos de 
los recursos referidos en el artículo 4% del 
proyecto dando cumplimiento a lo establecido 
por la Constitución como tarea de asesoramiento 
de la COSEDE. 


Montevideo, 25 de abril de 2000. 


Ernesto Agazzi, Represen- 
tante por Canelones; Mar- 
garita Percovich, Repre- 
sentante por Montevideo; 


Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Víctor Rossi, Represen- 
tante por Montevideo; Nora 
Castro, Representante por 
Montevideo; Jorge Orrico, 
Representante por Monte- 
video; Martín Ponce de 
León, Representante por 
Montevideo; Doreen Ja- 
vier Ibarra, Representante 
por Montevideo; Raúl 
Sendic, Representante por 
Montevideo; Brum Canet, 
Representante por Monte- 
video”. 


Q)"Fondo de Inversiones para la Coloniza- 
ción. (Creación) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12.— Créase el Fondo de Inversio- 
nes para la Colonización, el que será adminis- 
trado por el Instituto Nacional de Colonización. 


Artículo 22.— El Fondo de Inversiones para 
la Colonización estará constituido por: 


A) El producto de la colocación por el 
Banco Central del Uruguay de una serie 
anual de Bonos del Tesoro, emitida en 
dólares de los Estados Unidos de 
América. 


B) Recursos propios generados por la 
administración de los bienes propiedad 
del Instituto. 


C) Donativos que se efectúen a nombre del 
Instituto Nacional de Colonización, con 
el fin de promover la colonización. 


Artículo 32,— El Fondo de Inversiones para 
la Colonización será gestionado por el Instituto 
Nacional de Colonización de acuerdo a las 
siguientes pautas: 


A) Un 70% (setenta por ciento) del produc- 
to de la emisión anual de Bonos a que 
refiere el literal A) del artículo 22 de la 
presente ley, será destinado a la 
adquisición de tierras, conforme a los 
procedimientos establecidos en la Carta 
Orgánica del Instituto. 


B) El Fondo restante será destinado a 
créditos para los colonos instalados o 
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a instalarse, con el fin de poblar los 
predios y acondicionarlos para su ex- 
plotación. 


Artículo 42.— Las tierras adquiridas con los 
recursos del Fondo de Inversiones para la 
Colonización serán prioritariamente adjudicadas 
para su explotación bajo sistemas que, en 
alguna medida, contemplen formas cooperativas 
de producción. 


Artículo 5%.— La emisión de Bonos del 
Tesoro a que refiere el literal A) del artículo 22 
de la presente ley, tendrá lugar entre el 12 de 
marzo y el 31 de mayo de cada año, por un 
monto anual de US$ 30.000.000 (treinta millones 
de dólares de los Estados Unidos de América). 
Las condiciones de la emisión -plazos, tasa de 
interés, comisión y bonificación- serán fijadas 
por el Banco Central del Uruguay, sesenta días 
antes de la fecha de emisión de la serie 
respectiva. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
Enrique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Guillermo Agazzi, 
Representante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, Re- 
presentante por Cerro Lar- 
go; Carlos Pita, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


En sus más de cuarenta años de existencia, 


el Instituto Nacional de Colonización ha distri- 
buido entre sus colonos una cifra cercana a las 
500.000 hectáreas, es decir, poco más de 
10.000 hectáreas por año (un par de estancias). 


Dicho promedio, de por sí bajo, ha venido a 
su vez descendiendo desde comienzos de la 
década de los 70. 


Al margen de coyunturas más o menos 
favorables, la cuestión de la colonización en el 
país ha tenido y tiene una limitante fundamental: 
la constante escasez de recursos. 


Desde el momento mismo de la aprobación 
de la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948 
-Ley de Creación del Instituto Nacional de 
Colonización-, legisladores de todos los partidos 
reconocieron en tal situación una seria limitación 
para los cumplimientos de los fines explicitados 
en dicha ley, la cual fue concebida, entonces, 
como un primer paso, al que luego habrían de 
seguir otros... que, sin embargo, aún estamos 
por dar. 


En 1960, es decir, a catorce años de la 
creación del Instituto Nacional de Colonización, 
tomó estado público una polémica entre miem- 
bros de su Directorio e integrantes del Consejo 
Nacional de Gobierno, cuyo tema central fue, 
precisamente, la escasez de recursos del 
Instituto. Vale la pena reproducir aquí, algunos 
de los conceptos vertidos en la oportunidad por 
unos y otros por lo que nos hemos permitido 
subrayar algunas frases. 


El Vicepresidente del Instituto manifestó: "La 
tragedia del hombre sin tierra y la tierra sin 
hombres, seguirá subsistiendo mientras no se 
prohíba a las sociedades anónimas la adquisi- 
ción de tierras con las ventajas y facilidades con 
que lo hacen, ahora... mientras al Instituto no 
se le dé mayor autonomía y siga dependiendo 
del Banco Hipotecario, del Banco de la Repú- 
blica y de lo que establece la Constitución en 
su artículo 194, y siga débil, cojo, tímido, 
inoperante, calificativos que no me pertene- 


cen..... 


Y con respecto a la creación del "Banco 
Agrario", agregó: "Creemos que sería crear un 
instituto más en el país, y en cambio, creemos 
que debe hacerse lo que ya señalaron los 
legisladores que proyectaron la Ley N*? 11.029: 
ir modificando esta ley, a la luz de la experiencia 
de los catorce años de aplicación y dotar al 
Instituto de mayores recursos, ya que entende- 
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mos que este es el organismo adecuado para 
realizar la Reforma Agraria en el país". Otro de 
los Directores, manifestó: "Hablar de la falta de 
resultados obtenidos por este Directorio es 
hablar de la incapacidad de los Directores, si no 
se señala que, nos han dejado sin recursos”. 


En el marco de la controversia, también 
hablaron Miembros del Consejo Nacional de 
Gobierno. El Consejero Arroyo Torres, expresó: 
"Desde que se instaló el Instituto Nacional de 
Colonización he solicitado que, por la vía de la 
ley, se le den los fondos necesarios que lo 
provean del instrumento legal para poder 
realizar algunas colonizaciones. El Instituto se 
presentó aquí, ante el Consejo Nacional de 
Gobierno expresando que había varias senten- 
cias con los precios de entonces que iban a 
quedar sin efecto porque el Instituto, sin los 
fondos necesarios, no podía pagar los precios 
y adquirir esas tierras. En realidad, en tres años 
y medio el Instituto sólo completó el pago de 
una tierra de la que estaba en posesión hace 
ocho o diez años. Después no compró nada 
más. No ha hecho otra cosa que administrar 
cruzado de brazos". 


El Consejero Grauert, por su parte, manifes- 
tó: "El problema no va a arreglarse hasta que 
no se tome la medida que, regular y normalmen- 
te, le dé al Instituto de Colonización 100 a 200 
millones de pesos anuales. Esta es la única 
manera de realizar, realmente, la Reforma 
Agraria, en nuestro país y evitar este estado de 
retroceso económico que estamos viviendo". 


Sin duda alguna, de eso se trata; hoy como 
ayer, el Instituto Nacional de Colonización 
necesita para el adecuado cumplimiento de sus 
fines, contar con un ingreso de dinero regular 
y permanente. Pero además, en estos últimos 
años, han sucedido en el país cosas que han 
cambiado mucho la realidad de nuestra campa- 
ña, y que hacen hoy más necesaria que nunca, 
una agresiva política de colonización. Veamos 
a título de ejemplo, algunos datos aportados por 
el "Censo Agropecuario 1990", de reciente 
edición. 


En 1990 existían en el país ciento cuatro mil 
ochocientos dieciséis establecimientos agro- 
pecuarios, esto significa una disminución de 
exactamente veintidós mil trescientos cuarenta 
y siete predios con respecto a 1970, y treinta 
y cuatro mil trescientos catorce en relación a 
1956. Esta disminución, que implica la desapa- 
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rición promedio de más de mil establecimientos 
anualmente, se da fundamentalmente a nivel de 
productores no propietarios y de pequeñas y 
medianas unidades de producción, ya que los 
únicos estratos que han incrementado el número 
de predios en el periodo que va de 1980 a 1990 
son los que corresponden a propiedades de 
entre 1.000 y 5.000 hectáreas. 


En materia de población rural, cabe señalar 
que en el lapso 1970-1990, la misma ha 
descendido de trescientos dieciocho mil a 
doscientos trece mil, o sea que ciento cinco mil 
personas han abandonado el campo en estos 
últimos treinta años. A nivel de la población 
trabajadora, esta pérdida ha significado que 
cuarenta y un mil asalariados han dejado de 
trabajar la tierra. Los datos manejados demues- 
tran, en forma exultante, que la necesidad de 
repoblamiento de nuestra campaña -que era uno 
de los principales objetivos que se perseguían 
con la creación del Instituto Nacional de 
Colonización- es hoy más imperiosa que en ese 
momento. También demuestra que, por la razón 
que fuere -y una de las razones más directa- 
mente involucradas es la notoria escasez de 
recursos con que ha contado- el Instituto 
Nacional de Colonización, no ha podido revertir 
ni igualar el proceso de despoblamiento rural 
que ya entonces se evidenciara. 


En un evento realizado en la ciudad de 
Durazno (las "Jornadas Nacionales de Derecho 
Agrario"), el entonces Decano de la Facultad de 
Derecho y Catedrático de Derecho Agrario, 
doctor Gelsi Bidart, manifestó estas elocuentes 
palabras, refiriéndose a las dificultades del 
Instituto Nacional de Colonización: "La dificultad 
que tiene el Instituto es la escasez de medios 
económicos, principalmente". Y agregó, refirién- 
dose al tema más general de la Reforma 
Agraria: ”...Yo diría que ha faltado hasta el 
momento una visión integral del problema de la 
Reforma Agraria. La Retorma Agraria no tiene 
que realizarse simplemente sobre la base de 
algún elemento aislado, sino que tiene que 
encararse a través de una política agraria 
nacional. En esa política agraria nacional, el 
instituto de Colonización tiene que ser una 
herramienta fundamental". 


Tal como ayer, en efecto, la cuestión sigue 
siendo la misma: el repoblamiento de la 
campaña aparece indisolublemente ligado al 
problema de la tenencia de la tierra y a su forma 
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de explotación, debiendo enmarcarse en una 
política más general de verdadera "Reforma 
Agraria". 


La gente para comenzar a repoblar la 
campaña, está: tenemos en la actualidad un 
"Movimiento Nacional de Aspirantes a Colonos" 
con más de veinticinco mil integrantes, exten- 
dido a lo largo y ancho del país. Es el mismo 
movimiento que auspiciara los proyectos que 
proponen el pasaje de tierras en poder de los 
Bancos Central y de la República a manos del 
Instituto Nacional de Colonización, para ser 
distribuidos en el marco de las competencias de 
éste; y que ha impulsado importantes realizacio- 
nes, como el campo de siembra de Montes y 
el campo de recría de Florida. Están también, 
los hijos de los actuales colonos, quienes hace 
años esperan tierras de parte del Instituto 
Nacional de Colonización. Sin embargo, no 
bastaría con repartir más tierras: habría que 
estar en condiciones de dar créditos y brindar 
asesoramiento técnico a los colonos de todo el 
país. Se trata pues, no sólo de conseguir más 
tierras, sino también, al igual que siempre, dotar 
al Instituto Nacional de Colonización de más 
recursos. 


Es lo que pretendemos lograr con el pre- 
sente proyecto de ley. Creemos que el país 
está en condiciones de volcar, en el término 
de diez años, un volumen como el planteado 
(US$ 300.000.000). 


Con dicho manto, el país estaría en condi- 
ciones de volcar a la colonización un total 
aproximado a las 50.000 hectáreas anuales, es 
decir, veinticinco veces más que el promedio de 
los últimos años. 


No se nos escapa, obviamente, que la forma 
de financiación propuesta -la emisión de Bonos 
del Tesoro- requiere la iniciativa del Poder 
Ejecutivo. No obstante, creemos que el fin 
propuesto en el proyecto, de dinamizar la 
colonización de nuestra campaña, debe ser bien 
visto por todos los sectores políticos nacionales, 
por lo que no dudamos en cuanto a la obtención 
de dicha iniciativa. 


Es hora de que los parlamentarios de todos 
los sectores transtormemos en hechos concretos 
las palabras que, a lo largo de más de cuatro 
décadas, se han vertido en torno a la coloni- 
zación y a la necesaria repoblación de nuestra 
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campaña. En otras palabras, es hora de pasar 
de las buenas intenciones a los hechos. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
Enrique Pérez Morad, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Guillermo Agazzi, 
Representante por Canelo- 
nes; Gustavo Guarino, Re- 
presentante por Cerro Lar- 
go; Carlos Pita, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo". 


R)"Fondo de Reconversión Laboral. 
establecen nuevos recursos) 


(Se 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.— Créase un impuesto adicional 
del 2 o/oo (dos por mil) que gravará el hecho 
generador del Impuesto a las Sociedades 
Financieras de Inversión establecido por el 
artículo 72 de las Leyes N* 11.073, de 24 de 
junio de 1948, y N?* 12.276, de 10 de febrero 
de 1956, y artículo 22 de la Ley N* 16.375, de 
21 de mayo de 1993. 


El producido de este adicional se destinará 
en su totalidad al Fondo de Reconversión 
Laboral creado por el artículo 325 de la Ley 
N2 16.320, de 12 de noviembre de 1992. 


Artículo 2%*%— El Fondo de Reconversión 
Laboral creado por el artículo 325 de la Ley 
N2 16.320, de 1% de noviembre de 1992, se 
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integrará a partir de la vigencia de la presente 
ley, con los siguientes recursos: 


A) El 0.20% (cero con veinte por ciento) 
adicional de las retribuciones gravadas 
por el Impuesto creado por el artículo 
25 del Decreto-Ley N*? 15.294, de 23 de 
junio de 1982, con excepción de los 
funcionarios públicos, jubilados y pen- 
sionistas. 


B) Lo recaudado por la prestación de 
servicios contratados por terceros rela- 
cionados con temas de su competencia. 


C)Lo recibido por herencia, donaciones, 
legados e intereses generados por el 
depósito de sus fondos. 


D) El producido del adicional al Impuesto 
a las Sociedades Financieras de Inver- 
sión, que se crea por la presente ley. 


E) Lo obtenido por contratos de préstamo 
con organizaciones nacionales e inter- 
nacionales, suscritos por el Poder 
Ejecutivo, con destino al Fondo de 
Reconversión Laboral. 


F) Lo recaudado por concepto de multas 
impuestas por el Poder Ejecutivo por 
infracciones a la presente ley. 


Artículo 32.— Sustitúyese el artículo 418 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 418.— Facúltase al Poder Ejecu- 
tivo a disminuir la tasa del 0.20% (cero con 
veinte por ciento) establecida en el literal A) 
del artículo precedente, no pudiéndose en 
ningún caso, elevar dicho porcentaje máximo. 


Dicha potestad podrá ser ejercida por el 
Poder Ejecutivo, exclusivamente si mediare 
una recomendación fundada y unánime de la 
Junta Nacional de Empleo". 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
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Representante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo; Marga- 
rita Percovich, Represen- 
tante por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El Fondo de Reconversión Laboral creado por 
el artículo 325 de la Ley N* 16.320, de 12 de 
noviembre de 1992, se financia con un adicional 
de las retribuciones gravadas por el Impuesto 
de Retribuciones Personales, integrado con los 
aportes de trabajadores y empleadores por 
partes iguales, que hasta el mes de mayo del 
corriente año se encuentra fijado en el 0.25%, 
es decir, en el máximo autorizado legalmente. 


Los rápidos y permanentes cambios operados 
en la economía que afectan e inciden sobre el 
factor trabajo imponen la necesidad de abordar 
un proceso de continua reconversión laboral 
para enfrentar tanto el desempleo estructural 
como el coyuntural. 


La crisis provocada por las medidas cambiarias 
en Brasil, impone elaborar respuestas eficientes 
para enfrentar las consecuencias en los traba- 
jadores del previsible aumento del desempleo, 
del cierre de fuentes de trabajo y, en suma, del 
aumento del número de trabajadores demandan- 
tes de los servicios y programas de reconversión 
laboral prestados por la Junta Nacional de 
Empleo. 


Es necesario destinar a dicho Fondo nuevos 
recursos que garanticen el cumplimiento de los 
importantes cometidos establecidos legalmente, 
simultáneamente disminuir la carga tributaria 
que pesa actualmente sobre el factor trabajo en 
torma directa, agravando los efectos recesivos 
en nuestra economía. 


Aunque estos servicios y programas benefi- 
cian con su actividad a los trabajadores y a los 
empleadores, es el conjunto de la sociedad 
quien debe tener interés en abatir los índices 


Martes 2 de mayo de 2000 CAMARA DE REPRESENTANTES 51 


de desempleo y en mejorar el bienestar general. 
Consecuentemente es de indudable ¡interés 
general que el Estado también participe direc- 
tamente en la financiación de esta actividad de 
reconversión laboral, de gran trascendencia 
social y económica. Actualmente sólo los 
trabajadores y los empleadores concurren a 
financiar con aportes dicho Fondo. Es menester 
elegir un ingreso tributario que reúna las 
siguientes Características: A) Que no se halle 
vinculado directamente con el factor trabajo. B) 
Que no aumente la pesada carga tributaria sobre 
dicho factor económico. C) Que no incida 
negativamente sobre el consumo ya afectado 
por el espectacular desnivel de precios en la 
frontera brasileña. D) Que no afecte la produc- 
ción de bienes y servicios nacionales. 


El Impuesto a las Sociedades Financieras de 
Inversión es un instrumento impositivo idóneo 
que cumple con todos estos requerimientos. No 
incide sobre el factor trabajo ni sobre las 
retribuciones que perciben los trabajadores y 
que abonan los empleadores ni tiene como 
efecto económico y social aumentar la informa- 
lidad de las relaciones laborales. No desestimula 
la actividad productiva nacional ni el consumo 
en nuestro país, pues los "holdings" gravados, 
aunque domiciliados en el Uruguay, desarrollan 
su actividad comercial o financiera en el exterior 
y sus rentas resultan ser casi exclusivamente de 
fuente extranjera. 


El número de estas sociedades se ha 
incrementado espectacularmente en los últimos 
años, lo que demuestra cierta rigidez de la 
demanda, por lo que es dable prever que un 
moderado aumento de la alícuota impositiva o 
el establecimiento de un adicional a la misma 
-aun teniendo en cuenta la posibilidad de 
consolidación de su aporte fiscal y la conse- 
cuente garantía de estabilidad fiscal que dispo- 
nen los contribuyentes- no debería incidir 
negativamente sobre los resultados recaudatorios 
del impuesto. 


Este impuesto ha recaudado US$ 10 millones 
500 mil anuales aproximadamente en el Ejer- 
cicio 1997, con una alícuota del 3 o/oo, la que 
ha permanecido inalterada desde su creación en 
1948. La creación de un adicional de la alícuota 
del Impuesto a las Sociedades Financieras de 
Inversión, establecido por la Ley N* 11.073, de 
24 de junio de 1948, y sus modificativas, del 
2 o/oo produciría US$ 7 millones anuales, 
aproximadamente. 


Con el producido de este adicional se podrá 
simultáneamente enfrentar tanto el aumento del 
número de demandas de reconversión laboral de 
los trabajadores al Fondo, como abatir la carga 
tributaria que actualmente pesa exclusivamente 
sobre ambas partes de la relación laboral, las 
que resultan además fuertemente castigadas por 
los tenómenos económicos arriba referidos. 


Con la actual alícuota del 0.25% del adicional 
al impuesto a las Retribuciones Personales se 
están recaudando anualmente aproximadamente 
US$ 9.5 millones. Un abatimiento de la alícuota 
del reterido adicional al 0.20% para cada parte 
(trabajadores y empleadores) por igual, signifi- 
caría una pérdida fiscal no superior a US$ 1 
millón 900 mil, la que resultaría ampliamente 
absorbida por el aporte del Adicional del 
Impuesto a las Sociedades Financieras de 
Inversión a dicho Fondo de  Reconvesión 
Laboral. 


Además de cumplir con las finalidades 
sociales y económicas que informan al presente 
proyecto de ley, se pretende respetar escrupu- 
losamente el mantenimiento del equilibrio fiscal, 
indicándose con precisión los recursos con que 
se hará frente a los gastos para el Tesoro 
Nacional que provengan tanto de la disminución 
de los aportes de trabajadores y empleadores 
que se propone como del previsible aumento del 
número de trabajadores en situación de desem- 
pleo. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
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Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo; Marga- 
rita Percovich, Represen- 
tante por Montevideo". 


S) "Inmuebles objeto de regularización por 
los Gobiernos Departamentales. (Exonera- 
ción del pago del aporte unificado a la 
industria de la construcción) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Extiéndase las exo- 
neraciones previstas por el artículo 444 de la 
Ley N? 16.736, de 5 de enero de 1996 a los 
inmuebles que sean objeto de regularización por 
parte de los Gobiernos Departamentales, en 
similares condiciones a las allí establecidas. 


Montevideo, 23 de abril de 2000. 


Martín Ponce de León, 
Representante por Monte- 
video; Guillermo Alvarez, 
Representante por Monte- 
video; Ernesto Agazzi, 
Representante por Canelo- 
nes; Nora Castro, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Víctor Rossi, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; Jor- 
ge Orrico, Representante 
por Montevideo; Silvana 
Charlone, Representante 
por Montevideo; Enrique 
Pintado, Representante 
por Montevideo; Doreen 
Javier Ibarra, Represen- 
tante por Montevideo; 
Brum Canet, Represen- 
tante por Montevideo; 
Daisy Tourné, Represen- 
tante por Montevideo; Car- 
los Baráibar, Represen- 
tante por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La grave situación de vivienda que el país 
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atraviesa tiene una de sus manifestaciones más 
notorias en la escasa oferta de tierra urbanizada 
y la inexistencia de financiamiento para acceder 
a la misma. 


Ello ha llevado a numerosas familias a ocupar 
terrenos donde han construido con gran esfuer- 
zo sus viviendas. Sin perjuicio de arbitrar 
soluciones que para el futuro eviten este tipo de 
circunstancias -que pueden crear perjuicios 
importantes al producirse asentamientos de 
población no planificados, muchas veces en 
lugares inadecuados- resulta necesario ir dando 
solución a estas situaciones, para proporcionar 
tranquilidad a las familias que habitan en estos 
barrios y han llegado a un grado importante de 
consolidación de sus viviendas. 


Es por ello que desde hace algunos años el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente ha puesto en marcha un 
programa de regularización o normalización de 
asentamientos. Ya algunas Intendencias depar- 
tamentales, como la de Montevideo, habían 
comenzado a ejecutar programas de este tipo 
que fueron referencia para el posterior trabajo 
del Ministerio. 


Con el objetivo de viabilizar estas regulariza- 
ciones, en la Ley N?* 16,736, de 5 de enero de 
1996, Ley de Presupuesto, se exoneró a estas 
regularizaciones del aporte unificado de la 
industria de la construcción previsto en el 
Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agosto de 1975, 
habilitando en consecuencia a prescindir en 
ellas del Certificado Unico Especial que emite 
el Banco de Previsión Social (artículo 444). 


Puede señalarse que esto no significa 
cambios en la recaudación efectiva. La índole 
misma del tema y la casi nula capacidad de 
pago de la población afectada, exime de 
mayores comentarios. Pero simultáneamente, 
debe señalarse que esto no implica, en realidad 
y salvo alguna excepcional situación, ninguna 
forma de evasión de aportes, ya que las 
viviendas que se regularizan fueron en su 
inmensa mayoría realizadas por autoconstrucción 
con mano de obra benévola, por lo cual no 
corresponde aportar. Sin embargo, la irregular 
situación jurídica en cuanto a la ocupación del 
predio en algunos casos, y el desconocimiento 
de los trámites a realizar en otros, llevó a que 
no se gestionara oportunamente el respectivo 
trámite de mano de obra benévola en el Banco 
de Previsión Social (BPS). Hacerlo ahora 
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implicaría un procedimiento muy engorroso, con 
gran pérdida de tiempo para los interesados, 
para el organismo que regulariza y para el 
propio BPS. 


La Ley N? 16.736 otorgó la exoneración que 
se propone, pero lo hizo para los inmuebles que 
sean objeto de regularización por parte del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente. 


Es entonces de justicia extender estas 
facilidades a aquellas poblaciones y 
asentamientos que tienen idéntica situación real, 
pero cuyos trámites de regularización se reali- 
zan desde la órbita municipal. 


En ocasión de la consideración de la 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal - Ejercicio 1997, fue rechazado por 
el Senado un aditivo de carácter similar, pero 
señalándose que se compartían los conceptos 
y que el rechazo era por razones formales. 
Parece entonces existir el grado de acuerdo 
político que permita dar solución a un tema con 
tanta significación social y que afecta a varios 
miles de ciudadanos. 


Montevideo, 23 de abril de 2000. 


Martín Ponce de León, 
Representante por Monte- 
video; Guillermo Alvarez, 
Representante por Monte- 
video; Ernesto Agazzi, 
Representante por Canelo- 
nes; Nora Castro, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Margarita Percovich, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Víctor Rossi, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Raúl Sendic, Represen- 
tante por Montevideo; Jor- 
ge Orrico, Representante 
por Montevideo; Silvana 
Charlone, Representante 
por Montevideo; Enrique 
Pintado, Representante 
por Montevideo; Doreen 
Javier Ibarra, Represen- 
tante por Montevideo; 
Brum Canet, Represen- 
tante por Montevideo; 
Daisy Tourné, Represen- 
tante por Montevideo; Car- 


los Baráibar, Represen- 
tante por Montevideo". 


T) "Funcionarios públicos declarados exce- 
dentarios. (Se dispone la redistribución de 
aquellos que no hayan optado por aban- 
donar la función pública) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.— Interprétase el artículo 723 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en 
el sentido que una vez transcurrido el plazo de 
un año a que refiere dicho artículo, los 
funcionarios contratados o presupuestados cu- 
yos cargos hayan sido declarados excedentarios 
y no hayan optado por abandonar la función 
pública, serán redistribuidos en su organismo de 
origen o en su defecto, en otro organismo 
público. 


Artículo 2%— La redistribución no podrá 
afectar derechos funcionales, el derecho a la 
carrera administrativa y la remuneración 
percibida, que no podrá ser en ningún caso 
inferior a la recibida por todo concepto en la 
situación funcional anterior a la declaración de 
excedencia. 


Artículo 32.— Hasta tanto la redistribución no 
se haga efectiva los funcionarios seguirán 
percibiendo su sueldo base, beneficios sociales, 
compensación por antigúedad y por ocho horas 
y compensaciones extraordinarias recibidas hasta 
el mes inmediato anterior al de su cambio de 
situación funcional. 


Quedan incluidos en esta disposición los 
funcionarios con cargo excedentario por trans- 
formación de su organismo de origen en persona 
pública no estatal. 


Artículo 4*.— Los costos emergentes de este 
proyecto serán financiados con cargo a las 
economías generadas por el proceso de rees- 
tructura. 


Artículo 52.,— El Poder Ejecutivo comunicará 
a la Asamblea General la asignación y modifi- 
caciones de las partidas presupuestales corres- 
pondientes. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Guillermo Alvarez, 
Representante por Monte- 
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video; Jorge Orrico, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Enrique Pintado, 
Representante por Monte- 
video; Silvana Charlone, 
Representante por Monte- 
video; Raúl Sendic, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Enrique Pérez Mo- 
rad, Representante por 
Maldonado; Ernesto Aga- 
zzi, Representante por 
Canelones; Carlos Pita, 
Representante por Monte- 
video; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


la reformulación de las estructuras 
organizativas a nivel de cada Inciso como parte 
del llamado proceso de Reforma del Estado ha 
modificado sustantivamente las pautas funciona- 
les en el desempeño de la labor pública: se ha 
alterado la inmovilidad de los funcionarios 
públicos, los cargos pueden ser declarados 
excedentarios y el personal excedente por 
reestructura, con o sin el consentimiento del 
involucrado, en un acto unilateral de la Admi- 
nistración. 


Desde el punto de vista de los funcionarios 
las reglas de juego han cambiado drásticamente. 
De la tradicional seguridad del empleo público 
se ha pasado a una situación de incertidumbre 
y a la necesidad de tomar decisiones en un 
marco de inseguridad nunca antes abordado. 


En muchos casos, sin embargo, el proceso 
ha transcurrido con la conformidad de los 
funcionarios que han visto en el sistema de 
estímulos para jubilarse anticipadamente o para 
insertarse en la actividad privada una alternativa 
para modificar su actual situación. 


Pero esto no ha sido así en todos los casos. 
Existe un número de funcionarios que por 
razones personales tan válidas como las de 
aquellos que han decidido probar suerte en la 
actividad privada, entienden que la salida al 
mercado laboral no les resulta personalmente 
viable. 


En muchos casos son funcionarios de edad 
intermedia, a veces con veinte o más años de 
actividad funcional. 


Consustanciados con la función pública, sin 
causal jubilatoria, jóvenes todavía para pasar a 
la situación de pasividad pero entrados ya en 
años y con lógicas dificultades para reconvertirse 
y competir en un sistema privado que se hace 
cada vez más exigente, incluso para aquellos 
más calificados, la disponibilidad por excedencia 
no consentida se ha desatado como un sistema 


atentatorio contra sus posibilidades de trabajo y 
manutención. 


La Ley N?* 16.736 plantea para estos 
funcionarios un plazo de un año en el cual 
siguen percibiendo las mismas remuneraciones 
que en actividad. Luego de este primer año, si 
el funcionario quiere seguir en la función pública 
y no ha sido redistribuido permanecerá recibien- 
do, durante un tiempo indefinido la retribución 
dada por la tabla básica de sueldos, la máxima 
compensación al grado, incluida la prima por 
antiguedad y beneficios sociales. 


Y aquí es donde creemos necesario corregir 
una gran injusticia. Estos niveles de retribución 
implican para el funcionario una reducción 
sustantiva de sus ingresos, en muchos casos de 
casi el 50%, ya que sus retribuciones actuales 
se componen en gran medida de proventos y 
otras partidas que dejarían de percibir. 


Y la sociedad toda estaría al mismo tiempo 
destinando recursos al pago de retribuciones de 
personas que se encuentran en sus casas, sin 
trabajar, y además en contra de su voluntad. 


Hemos escuchado muchas veces de boca de 
estos funcionarios "queremos trabajar, quere- 
mos seguir siendo funcionarios públicos, no 
queremos una pensión a la vejez anticipada". Y 
entendemos que esto es justo y digno. 


Para estas personas fue modificado sin su 
consentimiento el derecho al trabajo estable, a 
la carrera funcional, lo que significó un cambio 
de las reglas de juego implícitas y tradicionales 
de nuestro sistema público, no anticipable ni 
previsible desde el punto de vista individual. 


Es por ello que se hace necesario corregir 
esta situación afirmando el derecho a la 
redistribución para aquellos que quieran perma- 
necer en el ejercicio de la función pública. Y es 
imprescindible establecer el derecho a la 
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integridad de la retribución, mientras el funcio- 
nario está a la espera de la redistribución así 
como también luego que ésta se ha producido. 


Pero partiendo del supuesto lógico que la 
redistribución debe hacerse efectiva. Porque en 
el trabajo el hombre se siente y es útil para sus 
semejantes. 


Los recursos para financiar esta alternativa 
están a disposición, son los propios emergentes 
del proceso de reforma. 


Es necesario subsanar estas situaciones, que 
más allá de su cantidad, son cualitativamente 
importantes y afectan la vida y el trabajo de 
muchos uruguayos. Ello hace a la sensibilidad 
que todos quienes participamos en procesos de 
toma de decisión debemos estar siempre alertas 
de mantener. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Guillermo Alvarez, 
Representante por Monte- 
video; Jorge Orrico, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Enrique Pintado, 
Representante por Monte- 
video; Silvana Charlone, 
Representante por Monte- 
video; Raúl Sendic, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Edgar Bellomo, Re- 
presentante por Canelo- 
nes; Enrique Pérez Mo- 
rad, Representante por 
Maldonado; Ernesto Aga- 
zzi, Representante por 
Canelones; Carlos Pita, 
Representante por Monte- 
video; Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro 
Largo". 


U) "Delitos de lesa humanidad. (Normas) 


PROYECTO DE LEY 
| - NORMAS GENERALES 


Artículo 1%.— Los delitos de que trata el 
presente Capítulo (tortura, homicidio político y 
ocultamiento de paradero y desaparición forza- 
da) serán considerados crímenes contra la 
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humanidad y se regirán por lo dispuesto en 
estas normas generales, siempre que ellos 
constituyan un cuadro sistemático que cuenta 
con la tolerancia de organismos gubernamenta- 
les. 


Artículo 2*%.— Se consideran sujetos activos 
de los delitos de lesa humanidad: 


A) Los funcionarios públicos que actuando 
en ese carácter los ejecuten directa- 
mente o los ordenen, instiguen o 
induzcan su comisión, así como tam- 
bién aquéllos que pudiendo impedirlo 
no lo hagan. 


B) Los particulares que por orden, instiga- 
ción o inducción de los funcionarios, los 
ejecuten, sin perjuicio de las normas 
sobre comunicabilidad en materia de 
coparticipación. 


Artículo 3%— No corresponderá conceder 
asilo diplomático ni territorial a quien hubiere 
participado como autor o coautor en un delito 
de lesa humanidad, aun cuando reuniera las 
demás condiciones para ser considerado asila- 
do. 


Artículo 4%.— Cuando se recibiese de otro 
Estado una solicitud o requerimiento de extra- 
dición fundado en alguno de estos delitos y no 
existiera Tratado o Convención vigente que 
obligue a la República, deberá concederse la 
extradición solicitada. Lo anterior es sin perjuicio 
del cumplimiento de las demás condiciones 
exigidas por el Derecho interno para hacer lugar 
a la extradición. 


A los efectos de la extradición, los delitos de 
lesa humanidad no se considerarán delitos 
políticos. 


Artículo 5%.— No podrá invocarse la orden 
de un funcionario superior o de una autoridad 
pública como justificación de los delitos de lesa 
humanidad. Por consiguiente, el haber actuado 
bajo órdenes superiores no eximirá de respon- 
sabilidad penal. 


Artículo 6?2.— Los delitos de lesa humanidad 
no podrán declararse extinguidos por indulto, 
amnistía o gracia, ni se aplicará a su respecto 
término de prescripción de tipo alguno. 


Il - TORTURA 


Artículo 7%.— El que impusiese cualquier 
forma de tortura a una persona privada de 
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cualquier forma de libertad será castigado con 
dos a ocho años de penitenciaria. 


Por tortura se entenderá: 


A) Todo acto por el cual se inflija sutri- 
miento físico o mental con fines 
indagatorios, de castigo o de intimida- 
ción, tanto respecto al indagado como 
a terceros. 


B) El sometimiento a penas y tratos crue- 
les, inhumanos o degradantes. 


C)La aplicación de tratos tendientes a 
anular su personalidad o disminuir su 
capacidad física o mental, aunque no 
causen dolor físico o padecimiento 
psíquico. 


Artículo 8%.— Si a consecuencia del delito de 
tortura sobreviniera una lesión personal, la pena 
será de dos años y seis meses a ocho años de 
penitenciaría; si sobreviniera una lesión grave la 
pena será de tres a diez años de penitenciaría; 
si sobreviniera una lesión gravísima la pena será 
de cinco a quince años de penitenciaría; y si 
sobreviniera la muerte la pena será de seis a 
veinticinco años de penitenciarla. 


IN - HOMICIDIO POLITICO 


Artículo 92% — El que deliberadamente dé 
muerte a alguna persona a causa de sus 
actividades u opiniones políticas o sindicales 
reales o presuntas, o en razón de su pertenencia 
a un grupo étnico o religioso, será castigado con 
quince a treinta años de penitenciaría. 


IV - DETENCION ILEGITIMA - OCULTAMIENTO 
DE PARADERO Y DESAPARICION FORZADA 


Artículo 10.— El que detenga ¡legítimamente 
a una persona será castigado con veinte meses 
de prisión a tres años de penitenciaría. 


Artículo 11.— El que oculte el paradero de 
una persona detenida, arrestada o condenada 
será castigado con veinticinco meses de prisión 
a seis años de penitenciaría. 


Artículo 12.— El que oculte el paradero de 
una persona privada de libertad determinando el 
riesgo de su desaparición o su desaparición 
efectiva, será castigado con tres a veinticinco 
años de penitenciaría. 


Se considerará configurada la desaparición 
efectiva de una persona cuando, agotados los 


medios legales, no se hubiera logrado conocer 
su paradero. Por medios legales se entenderá 
la interposición del "habeas corpus” y el recurso 
de amparo sin resultados positivos. 


Artículo 13.— Atenúan los delitos de ocul- 
tamiento de paradero y desaparición forzada las 
siguientes circunstancias: 


A) Que la víctima sea puesta en libertad 
indemne. 


B) Que se informe o actúe para posibilitar 
o facilitar la aparición con vida del 
desaparecido. 


V - ASOCIACION PARA COMETER DELITOS 
DE LESA HUMANIDAD 


Artículo 14.— Los que se asociaren para 
cometer delitos de lesa humanidad serán 
castigados por el simple hecho de la asociación, 
con la pena de dos a doce años de penitencia- 
ría. 


VI - FORMAS OMISIVAS 


Artículo 15.— El funcionario público que 
omitiese evitar la comisión de alguno de los 
hechos constitutivos de delitos de lesa humani- 
dad, teniendo competencia para ello, será 
castigado con la pena prevista para el delito de 
que se trate, reducida de un tercio a la mitad. 


Artículo 16.— El funcionario público que en 
razón de sus funciones tomase conocimiento de 
la comisión de hechos a los que refiere el 
artículo 15 de la presente ley y no formulara la 
correspondiente denuncia en un plazo no mayor 
de setenta y dos horas será castigado con doce 
meses de prisión a cinco años de penitenciaria. 


Si el funcionario público fuese médico se le 
impondrá, además, inhabilitación especial para 
el ejercicio de su profesión por doble tiempo de 
pena. 


Artículo 17.— El Juez que tomando conoci- 
miento, en razón de su función, de los hechos 
referidos en los artículos anteriores, no iniciara 
la indagatoria judicial o no denunciara el hecho 
competente dentro de las setenta y dos horas, 
será castigado con la misma pena prevista en 
el artículo 15 de la presente ley. 


VIl - CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES 


Artículo 18.— Agravan los delitos de lesa 
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humanidad, cuando no constituyan elementos 
constitutivos de los mismos, las circunstancias 
siguientes: 


A) Cuando el delito se cometa respecto a 
niños, mujeres embarazadas o grupos 
familiares. 


B) La intervención en el hecho delictivo 
directa o indirectamente de tres o más 
personas. 


C) La participación de funcionarios públi- 
cos o particulares que actúan ampara- 
dos por el poder público de otros 
Estados en la comisión del delito. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 
sentante por Canelones; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Una noción de crímenes contra la humanidad 
surge en la vida jurídica como respuesta de la 
comunidad internacional a las atrocidades come- 
tidas por la Alemania Nazi y se materializa 
positivamente en el Estatuto del Tribunal Militar 
de Niiremberg. El mismo establece una serie de 
principios de Derecho Internacional posterior- 
mente confirmados por las Naciones Unidas en 


su Resolución 95 del 11 de diciembre de 1946 
y que en lo medular consagra un nuevo "delito 
de gentes". La barbarie de la Segunda Guerra 
Mundial cede su lugar a una nueva situación 
histórica de violación sistemática de derechos 
humanos en un contexto diferente, como la 
ocurrida en América Latina al amparo de la 
"doctrina de la seguridad nacional". No se trató 
de excesos en un conflicto bélico internacional, 
sino de una represión coordinada por las 
dictaduras de la región y que respondió a una 
concepción general de "aniquilamiento" de la 
oposición. También aquí la dignidad humana fue 
desconocida por una estrategia del terror. La 
tortura, la desaparición forzada de personas y 
el homicidio político constituyen atentados 
crueles y premeditados contra la condición hu- 
mana y son perfectamente asimilables al "crimen 
contra la humanidad", valiéndonos de criterios 
jurídicos cimentados en la evolución del Derecho 
Internacional, desde 1946 a la fecha. (1) 


La respuesta de la comunidad internacional 
a esta nueva realidad histórica ha sido clara- 
mente definida en múltiples convenios, declara- 
ciones y resoluciones de organismos internacio- 
nales, pero también en una actitud política 
generalizada de condena, que no hace más que 
reafirmar el consenso en el repudio de todos 
aquellos actos inhumanos que se cometan en 
forma sistemática desde el Gobierno de un 
Estado, afectando a los individuos bajo su 
jurisdicción. 


Estos aberrantes hechos lesionan valores 
humanos con contenido universal cuya preser- 
vación y desarrollo interesa a toda la humani- 
dad; por lo tanto, el castigo de estos delitos 
trasciende el interés de cada Estado en 
particular, aunque dependa de que cada país 
manifieste indeleblemente su voluntad política 
de proceder en consecuencia al grado de 
civilización alcanzado y arbitre las medidas 
legislativas necesarias para el juzgamiento de 
los responsables. 


Si bien algunos autores entienden que se dan 
las condiciones para hacer extensible a estas 
prácticas, el régimen jurídico que el Derecho 
Internacional prescribe para los delitos contra la 
humanidad, sin necesidad de convención espe- 
cífica ni de ley interna que lo consagre, ya que 
se trataría de un mandato imperativo de una 


(1) Oscar López Goldaracena. "Derecho internacional y Crímenes contra la Humanidad". AAJ Montevideo, 1986 pp 35 y ss. 
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norma de Derecho Internacional General, enten- 
demos que plasmar en el presente proyecto los 
delitos de tortura, desaparición forzada y 
homicidio político como crímenes contra la 
humanidad, constituye un meritorio avance en el 
proceso concientizador de nuestra sociedad 
sobre la importancia del respeto a los derechos 
humanos y el consecuente castigo para quien 
ose violarios de manera cruenta y sistemática. 
(2) Se crearía un marco jurídico en base a la 
nefasta experiencia pasada para que en el futuro 
tales hechos no sólo no se repitan, sino para 
que aquellos que se aventuren en los mismos 
sepan desde ya la actitud que adoptará nuestro 
sistema. 


Estamos en el terreno de los delitos de lesa 
humanidad, constitutivos de una especie dentro 
del género de los delitos contra los derechos 
humanos (el encarcelamiento político, las desa- 
pariciones, los tratamientos crueles, degradan- 
tes o inhumanos, las ejecuciones extrajudiciales, 
etc.) caracterizados por constituir un típico 
fenómeno delictivo dictatorial. En el Uruguay, 
como en distintos países latinoamericanos, 
acontecieron cuando las Fuerzas Armadas 
sustituyeron coactivamente los Gobiernos repre- 
sentativos legítimos y pasaron a ejercer un 
autoritarismo totalitario que determinó la elimi- 
nación del principio de separación de los 
Poderes, el avasallamiento de los derechos 
humanos y el terror penal. 


Sus características anómalas de práctica 
sistemática y oficializada de los gobiernos de 
facto, así como la impunidad de los sujetos 
agentes en estos trágicos períodos, no debe 
significar una razón para no legislarlos, antes 
bien, importan un imperativo ineludible, no sólo 
por importar un juicio axiológico definitivo de 
naturaleza ético-social, sino por sus efectos 
futuros: el ser ¡inamnistiables, el ser 
imprescriptibles y el no ser considerados delitos 
políticos a efectos de la extradición y del 
derecho de asilo. 


Es del caso afirmar que si con anterioridad 
a la dictadura padecida se hubieran legislado 


(2) Ibídem, pp 33/34. pp 50/51 


estos delitos no estaríamos viviendo la crisis 
política actual entre tendencias amnistiantes y 
opositoras. (3) 


Entendemos que la sistematización y la 
intervención del Estado en atentados graves 
contra la condición humana, constituyen elemen- 
tos que permiten equiparar, a la luz de los 
criterios internacionalmente válidos para doctri- 
na y jurisprudencia, estas situaciones al crimen 
de lesa humanidad. Deben configurar hechos de 
gravedad manifiesta llevados a cabo 
sistemáticamente, con intervención directa o 
indirecta del Estado. (4) 


Por tal razón, en el artículo 1% del proyecto 
se otorga relevancia a tales extremos para 
calificar determinados actos como crímenes 
contra la humanidad y hacerlos abarcables, por 
tanto, por el régimen jurídico que regula los 
mismos. 


La noción clásica definida en el Estatuto de 
Núremberg ha evolucionado paulatinamente y 
uno de los índices más elocuentes en tal 
sentido, sin dudas, lo constituye el marco 
normativo internacional delineado para regular 
sus efectos jurídicos. 


La Convención sobre el Estatuto del Refugia- 
do de 28 de julio de 1951 y la Declaración sobre 
Asilo Territorial de 14 de diciembre de 1967, 
señalan que los autores de delitos contra la 
humanidad carecen de estatus de refugiado y 
del derecho de asilo, estando obligados los 
Estados a conceder la extradición. 


La Convención sobre Imprescriptibilidad de 
los Crímenes de Guerra y Crímenes de Lesa 
Humanidad del 26 de noviembre de 1968, 
dispone no exista limitación en el tiempo para 
el enjuiciamiento y castigo de los responsables 
de estos delitos, atento a la gravedad de los 
hechos que los tipifican. 


Los Principios de Cooperación Internacional 
en la Identificación, Detención, Extradición y 
Castigo de Crímenes de Guerra y Crímenes de 
Lesa Humanidad adoptados por la Resolución 


(3) Rodolto Schurmann Pacheco, Conferencia pronunciada en el Colegio de Abogados "Los Dalitos de Lesa Humanidad. Tutela Internacional 


y Desprotección Nacional”. 


(4) Naciones Unidas, Consejo Económico y Social, Comisión de Derechos Humanos, Subcomisión de Discriminaciones y Protección de 


las Minorías 37 Per. de Ses 


"La Administración de la Justicia y los derechos humanos de los detenidos. Cuestión de los derechos 


humanos de las personas sometidas a cualquier tipo de detención o prisión". 
informe de Louis Joinet, Rel. Espec. 22.6.84, pág. 12 Eugene Aroneanu "Le Crime Contre 1 'Humanité", Dalloz, París, pp 52-56. 
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N* 3,074 del año 1973, de la Organización de 
las Naciones Unidas, establecen que los Esta- 
dos se abstendrán de tomar medidas legislativas 
o de otra índole que pudieran ser perjudiciales 
para el castigo de los culpables de crímenes de 
lesa humanidad, por lo que estaría vedada 
cualquier medida de indulto, amnistía o gracia. 


La opinión actual de la Comunidad Interna- 
cional en materia de la llamada "obediencia 
debida" es contundente en su afirmación, y está 
contenida en el Convenio contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes sancionado por las Naciones Uni- 
das el 10 de diciembre de 1984 y ratificado por 
nuestro país por la Ley N* 15.798, de 15 de 
diciembre de 1985, y en la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura aprobada por la OEA el 7 de diciembre 
de 1985, al disponer que no podrá invocarse una 
orden de un funcionario superior o de una 
autoridad pública como justificación del delito. 
Cuando los hechos significan una vejación 
injustificable y criminal de la dignidad humana, 
la gravedad de los mismos no admite justifica- 
ción alguna. En resumen, los elementos anali- 
zados: improcedencia del asilo y del refugio, 
posibilidad de extradición, imprescriptibilidad, no 
eximente de la obediencia debida, inadmisibilidad 
de amnistía, gracia e indulto, constituyen notas 
esenciales del régimen jurídico del delito y 
contra la humanidad en su actual estado de 
desarrollo y como tales han sido incorporadas 
al presente proyecto (artículos 32 a 6%). 


Iv 


Creemos adecuado para caracterizar los 
distintos tipos delictivos, recurrir a las definicio- 
nes más recientes adoptadas por la Comunidad 
Internacional. Así, por ejemplo, en el caso de 
delito de tortura y a efectos de determinar el 
elemento material, se tienen en cuenta funda- 
mentalmente, las previsiones de la Convención 
Contra la Tortura y Otros Tratos, o Penas 
Crueles, inhumanos o Degradantes y la Conven- 
ción Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura que ya fueron mencionadas. Asimis- 
mo, se consideró la Ley N* 23.097 de la 
República Argentina, sancionada el 20 de 
octubre de 1984, moditicativa del artículo 144 
del Código Penal de dicho país, que proporciona 


el concepto de tortura y establece agravantes 
por el resultado. (s) 


En lo que refiere a la desaparición forzada, 
las dificultades son mayores, ya que no existe 
una definición única universalmente aceptada, si 
bien todos los proyectos coinciden en las notas 
esenciales de la figura. Se intenta una elabo- 
ración propia y original, aunque en algunos 
aspectos estuvo presente el Proyecto de 
Convención sobre Desaparecimiento Forzado 
presentado por la Federación Latinoamericana 
de Asociaciones de Familiares de Detenidos 
Desaparecidos (FEDEFAM) a las Naciones 
Unidas en 1982. Participamos de la idea que la 
desaparición forzada posee caracteres específi- 
cos que la hacen independiente de cualquier 
delito similar. La triste historia recientemente 
vivida en nuestro país y en los vecinos nos 
obliga a considerar el accionar criminal que va 
desde la detención hasta la desaparición 
definitiva. De allí que se castiguen como delitos 
formalmente independientes la detención ilegí- 
tima, el ocultamiento de paradero y la desapa- 
rición definitiva. 

El delito de desaparición se tipificará cuando 
se oculte el paradero de una persona privada 
de libertad siempre que se determine el riesgo 
de su desaparición o su desaparición definitiva, 
por lo que estaríamos en presencia de un delito 
de peligro. Asimismo, se proporciona un criterio 
objetivo para considerar desaparecida a una 
persona: el agotamiento de la vía legal sin 
resultados positivos para el conocimiento de su 
paradero (recurso de amparo y de habeas 
corpus). La desaparición, aunque sea transitoria, 
constituye una forma de terror que atenta no 
sólo contra los derechos del desaparecido sino 
contra los derechos de sus allegados. Crea 
terror por la incertidumbre, la previsión fundada 
de una desaparición definitiva. 


Con relación a esta última hipótesis, la 
experiencia demuestra que las más de las veces 
la desaparición enmascara el homicidio, y es en 
relación a esta situación que el proyecto la 
encara como un problema de prueba, el cual, 
resuelto, puede dar lugar al concurso de delitos 
de ocultamiento de paradero con otras formas 
delictivas más graves (tortura con resultado de 
muerte, homicidio político, o encubrimiento de 
estos delitos). 


(5) Víctor Félix Reinaldi "El Delito de Tortura", Depalma, Buenos Aires, 1986 


60 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 2 de mayo de 2000 


En lo que atañe al homicidio político no 
merece mayores comentarios. Se trata de 
inflingir la muerte por móviles que respondan a 
una insana discriminación política, sindical, 
étnica o religiosa, habiéndose expresado por el 
Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre 
la Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente (Caracas, 1980) que estos actos 
importan "un crimen particularmente horrendo 
cuya erradicación constituye una elevada prio- 
ridad internacional". 


En el artículo 14 del proyecto se pretende 
castigar y prevenir las asociaciones criminales 
integradas por funcionarios de las Fuerzas 
Armadas o Policiales, o de otros organismos 
gubernamentales, así como aquellas agrupacio- 
nes paramilitares o políticas que actúan con el 
favorecimiento o la coparticipación de tales 
Fuerzas u organismos. 


Se asemejan por el hecho asociativo a las 
asociaciones para delinquir, a la asociación 
subversiva y a la asociación usurpadora de 
funciones públicas. 


El proyecto, con referencia a las formas 
omisivas, se ha inspirado en la Ley argentina 
N? 23.097, de 29 de octubre de 1984, que 
introduce en el Código Penal, como artículo 144 
cuarto, diferentes modos de omisión punible 
imputables a aquellos funcionarios que en 
conocimiento de hechos constitutivos de delitos 
de lesa humanidad observan una actitud de 
absoluta pasividad no dando un solo paso para 
evitarlos, para indagarlos o denunciarlos. (6) 


En definitiva, el proyecto elaborado tiende a 
realzar y a establecer positivamente un principio 
fundamental de largo afianzamiento en la 
conciencia universal como lo es el de imponer 
el necesario castigo a quienes desde el 
Gobierno de un Estado o con su complicidad 
desconozcan y violen sistemáticamente los 
derechos humanos fundamentales de los indivi- 
duos a su cargo. Evidencia el grado de repulsión 
que ha alcanzado en nuestra sociedad la 
represión inhumana de la dictadura militar y 
reafirma, por sobre todo, la confianza en que la 
fortaleza del sistema democrático y el respeto 
y realización de los derechos humanos implica, 
necesariamente, el castigo ejemplar para quien 
los viole. 


(6) Carlos A. Tozzini "Doctrina Penal" Año VIl, pp 767 y ss. 


Montevideo, 12 de abril de 2000. 


Doreen Javier Ibarra, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Jorge Orrico, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Silvana Charlone, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Guillermo Alvarez, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pintado, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Enrique Pérez Morad, 
Representante por Maldo- 
nado; Raúl Sendic, Repre- 
sentante por Montevideo; 


Ernesto Agazzi, Repre- 
sentante por Canelones; 
Edgar Bellomo, Repre- 


sentante por Canelones; 
Eduardo Muguruza, Re- 
presentante por Salto; 
Carlos Pita, Representan- 
te por Montevideo; Gusta- 
vo Guarino, Representan- 
te por Cerro Largo”. 


4.— Exposiciones escritas 
SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Está 
abierto el acto. 


(Es la hora 16 y 24) 
— Dese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"La señora Representante Elizabeth Villalba 
solicita se curse una exposición escrita al 
Ministerio de Educación y Cultura, con destino 
al Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, para su remisión 
al Consejo de Educación Primaria, a la Inspec- 
ción Departamental de Flores y a los Jardines 
de Infantes Nos. 41 y 46 de la ciudad de 
Trinidad; a las Comisiones de Fomento de los 
referidos centros de enseñanza; a la Intendencia 
Municipal y a la Junta Departamental de Flores, 
y a la Dirección de los Centros CAIF, relacio- 
nada con la carencia de cupo para niños de tres 
años en los jardines de infantes y las guarderías 
de la mencionada ciudad. C/27/000 
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El señor Representante Carmelo Vidalín 
solicita se curse una exposición escrita al 
Ministerio de Educación y Cultura, con destino 
al Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, para su remisión 
al Consejo de Educación Técnico-Profesional, y 
a la Comisión de Educación y Cultura del 
Cuerpo, acerca de la necesidad de construir un 
nuevo centro de estudios en la ciudad de 
Durazno. C/27/000 


El señor Representante Hugo Cuadrado 
solicita se curse una exposición escrita al 
Ministerio de Defensa Nacional, con destino a 
la Administración Nacional de Telecomunicacio- 
nes, referente al servicio telefónico Ruralcel de 
la localidad de Jackson, departamento de 
Soriano. C/27/000 


El señor Representante Ricardo Castromán 
solicita se cursen las siguientes exposiciones 
escritas: 


— al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, con destino 
a la Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado: 


— sobre la posible contaminación de las 
aguas del río Uruguay por vertimiento 
de aguas servidas provenientes de la 
red de saneamiento de la ciudad de 
Fray Bentos, departamento de Río 
Negro. C/27/000 


— acerca del cobro de alcantarillado 
variable a empresas de la ciudad de 
Young, departamento de Río Negro. 

C/27/000 


| 
J 


Ministerio de Educación y Cultura: 


— y además por su intermedio al Consejo 
Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, al 
Consejo de Educación Secundaria y al 
Consejo de Educación Técnico-Profe- 
sional, relacionada con las necesidades 
de los servicios de enseñanza en la 
localidad de Nuevo Berlín, departamen- 
to de Río Negro. C/27/000 


— y además por su intermedio al Consejo 
Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública y al 
Consejo de Educación Técnico-Profe- 
sional, acerca de la posibilidad de 


instrumentar cursos de técnicos en 
instalaciones de gas natural en la 
Escuela Técnica de Fray Bentos, depar- 
tamento de Río Negro. C/27/000 


— y además por su intermedio al Consejo 
Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, y a los 
Consejos de Educación Primaria, de 
Educación Secundaria y de Educación 
Técnico-Profesional, referente a la po- 
sibilidad de equipar una sala de infor- 
mática en la Escuela N* 8 de la 
localidad de Nuevo Berlín, departamen- 
to de Río Negro. C/27/000 


— con destino al Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública, y al Consejo de Educa- 
ción Secundaria, sobre la carencia de 
material para laboratorio en el Liceo 
N2 2 de la ciudad de Fray Bentos, 
departamento de Río Negro. C/27/000 


— al Ministerio de Turismo, a la Comisión de 
Turismo del Cuerpo, a la Intendencia 
Municipal y a la Junta Departamental de 
Río Negro, referente a la promoción del 
turismo en la localidad de Nuevo Berlín, 
en dicho departamento. C/27/000 


—al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, sobre la posibilidad de bituminizar 

e iluminar un tramo de la Ruta Nacional 
N* 20, en el acceso sur de la localidad de 
Nuevo Berlín, departamento de Río Negro. 
C/27/00 


El señor Representante Artigas Barrios soli- 
cita se curse una exposición escrita al Ministerio 
de Educación y Cultura, y además por su 
intermedio al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública, 
con destino al Consejo de Educación Primaria, 
relacionada con la necesidad de instalar un 
centro de actividades recreativas en el balneario 
Barra del Chuy, departamento de Rocha. 

C/27/000 


El señor Representante Roque Arregui soli- 
cita se curse una exposición escrita al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, con destino a 
la Administración Nacional de Usinas y Trasmi- 
siones Eléctricas, acerca de la eventual elimi- 
nación de un turno del servicio de reclamos en 
la localidad de Santa Catalina, departamento de 
Soriano. C/27/000 
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El señor Representante Julio C. Silveira 
solicita se curse una exposición escrita al 
Ministerio de Educación y Cultura, a las radios 
La Voz de Artigas, Cuareim, Frontera y Aquarius 
FM, a los canales de televisión Tres y Norte 
Visión, a los diarios y semanarios de la ciudad 
de Artigas y a la Comisión pro-reconstrucción 
del monumento a José Pedro Varela, emplazado 
en dicha ciudad, referente a los daños produ- 
cidos al mismo y las gestiones tendientes a su 
reposición. C/27/000 


El señor Representante Ruben Carminatti 
solicita se cursen las siguientes exposiciones 
escritas: 


— al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas; a la Intendencia Municipal y a la 
Junta Departamental de Río Negro y a las 
Juntas Locales de Nuevo Berlín y San 
Javier, sobre la necesidad de efectuar 
obras de mantenimiento en los puertos de 
las citadas localidades. C/27/000 


— al Ministerio del Interior y a la Junta 
Departamental de Río Negro, relacionada 
con la forma de distribuir a los efectivos 
policiales en todo el territorio nacional. 

C/27/000 


— al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente; a la Comisión 
Honoraria Pro Erradicación de la Vivienda 
Rural insalubre; a la Intendencia Municipal 
y a la Junta Departamental de Río Negro 
y a la Junta Local de Young, acerca de 
la necesidad de instrumentar programas 
de vivienda para la citada ciudad. 

C/27/000 


El señor Representante Heber Sellanes 
solicita se curse una exposición .escrita al 
Ministerio de Educación y Cultura, con destino 
al Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, al Consejo de 
Educación Primaria y a la Inspección Departa- 
mental de San José; y a la Asociación de 
Maestros del Uruguay, filial San José, referente 
a la necesidad de crear cargos para los cursos 
de educación inicial en el citado departamento. 

C/27/000 


El señor Representante Luis Alberto Lacalle 
Pou solicita se curse una exposición escrita al 
Ministerio del Interior, y además por su 
intermedio a la Jefatura de Policía de Canelo- 
nes, sobre la situación de inseguridad en la zona 


de Cuchilla de Sierra, ubicada en la 5% Sección 
Judicial de dicho departamento. C/27/000 


El señor Representante Edgardo Prado soli- 
cita se cursen las siguientes exposiciones 
escritas: 


— al Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas, relacionada con la construcción de 
lomadas en la intersección de las Rutas 
Nacionales Nos. 12 y 23, localidad de 
Ismael Cortinas, departamento de Flores. 

C/27/000 


— al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, con destino 

a la Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado, acerca de la realización de 
obras de saneamiento en la localidad de 
ismael Cortinas, departamento de Flores. 
C/27/000" 


— Se votarán oportunamente. 


5. Inasistencias anteriores 


Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 
(Se lee:) 


"Inasistencias de Representantes a la sesión 
ordinaria realizada el 12 de abril de 2000. 


Con aviso: Ramón Legnani. 


INASISTENCIAS A LAS COMISIONES 


Representantes que no concurrieron a las 
Comisiones citadas: 


12 de abril 
Ganadería, Agricultura y Pesca (09:00) 
Con aviso: Leonel Heber Sellanes. 
Ganadería, Agricultura y Pesca (14:00) 


Con aviso: Julio Cardozo Ferreira. 


Hacienda 
Con aviso: Adolfo Pedro Sande, Martín Ponce 
de León y Ronald Pais. 
Legislación del Trabajo 


Con aviso: Guzmán Acosta y Lara. 
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Vivienda, Territorio y Medio Ambiente 
Con aviso: Milka Barbato. 
13 de abril 
Derechos Humanos 


Con aviso: Alberto Raúl Scavarelli Escobar y 
Ernesto López Ortiz. 


24 de abril 
Legislación del Trabajo 
Con aviso: Guzmán Acosta y Lara. 
25 de abril 


Constitución, Códigos, Legislación General 
y Administración 


Con aviso: Francisco Gallinal Nieto. 
26 de abril 
Hacienda 
“Con aviso: Hugo Rosete y Ronald Pais. 
Legislación del Trabajo 
Con aviso: Guzmán Acosta y Lara. 
27 de abril 


Constitución, Códigos, Legislación General 
y Administración 


Con aviso: Jorge Orrico. 
Derechos Humanos 


Con aviso: Henry López". 


6.— Exposiciones escritas 


— Habiendo número, está abierta la sesión. 


Se va a votar el trámite de las exposiciones 
escritas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 
— Sesenta y dos en sesenta y seis: Afirmativa. 
(Texto de las exposiciones escritas:) 


A) Exposición de la señora Representante 
Elizabeth Villalba al Ministerio de Educa- 
ción y Cultura, con destino al Consejo 


Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, para su 
remisión al Consejo de Educación Prima- 
ría, a la Inspección Departamental de 
Flores y a los Jardines de Infantes Nos. 41 
y 46 de la ciudad de Trinidad; a las 
Comisiones de Fomento de los referidos 
centros de enseñanza; a la Intendencia 
Municipal y a la Junta Departamental de 
Flores, y a la Dirección de los Centros 
CAIF, relacionada con la carencia de cupo 
para niños de tres años en los jardines de 
infantes y las guarderías de la mencionada 
ciudad. 


"Montevideo, 12 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparada en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al señor Ministro de Educación y Cultura, con 
destino al Instituto Nacional del Menor (INAME), 
para su remisión al Plan Centros de Atención 
a la Infancia y a la Familia (CAIF); al Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP) y al Consejo de 
Educación Primaria, para su remisión a la 
inspección Departamental de Flores y a los 
Jardines de Infantes Nos. 41 y 46, de la ciudad 
de Trinidad, departamento de Flores; a las 
Comisiones de Fomento de dichos centros de 
enseñanza; y a la Intendencia Municipal y a la 
Junta Departamental de Flores. Es aceptado 
como principio pedagógico básico que la 
educación inicial abate los niveles de repetición 
escolar. Escolarizar a niños a la edad de tres 
años ha sido un objetivo de la llamada Reforma 
Educativa. El desarrollo de los jardines de 
infantes públicos apunta especificamente a la 
formación y a la estimulación de niños prove- 
nientes de hogares de bajos recursos, que se 
encuentran imposibilitados de pagar una institu- 
ción privada. La falta de acceso a la educación 
inicial claramente tiene una repercusión negativa 
en el futuro de los niños. La presente exposición 
tiene por finalidad llamar la atención a las 
autoridades correspondientes y a la sociedad en 
su conjunto sobre la manera particular que 
afecta a la ciudad de Trinidad, capital del 
departamento de Flores, una problemática muy 
sensible a las familias trinitarias. En la citada 
capital funcionan los Jardines de Infantes N? 41, 
de Práctica, y N* 46, Asistencial. Estos cuentan 
con un solo grupo cada uno para recibir a los 


64 CAMARA DE REPRESENTANTES 


niños de tres años. La existencia de estos 
grupos es tenida en cuenta en el caso del Jardín 
N2 41, de Práctica, con el objetivo de dar 
formación a los maestros, pero no se satistacen 
completamente las necesidades de la zona, que 
anteriormente contaba con un mayor número de 
grupos. Actualmente, estos jardines, conjunta- 
mente con las jardineras y grupos de 4 años de 
las escuelas públicas, cubren la totalidad de las 
plazas de los niños de cuatro y cinco años. Por 
su parte, los niños de tres años que no pueden 
ingresar a los dos grupos mencionados son 
atendidos en su formación preescolar por los 
Centros CAIF, que funcionan coordinadamente 
con el INAME. Sin perjuicio de destacar la 
importancia de la existencia y del papel que 
cumplen estos Centros, la atención a los niños 
no es suficiente desde el punto de vista 
pedagógico, en tanto que la educación inicial no 
es su objetivo principal. Ello afecta la calidad 
de la formación y de la estimulación en una edad 
tan importante para la formación de la perso- 
nalidad, dado que muchas educadoras de los 
Centros no son maestras recibidas ni están 
especializadas en la tarea de educar. La 
conciencia que tienen madres y padres de que 
el ingreso al jardin de infantes en edad temprana 
es un elemento fundamental en la formación del 
niño y en el desarrollo integral de su persona- 
lidad, y el hecho de contar con tan solo dos 
grupos para los alumnos de tres años, generó 
enormes colas el día de inicio de las inscripcio- 
nes. Se dio la situación de padres que, estando 
en la cola veinticuatro horas, se llevaron como 
única respuesta que se había completado el 
cupo y que sus hijos no podrían ser inscritos. 
Todo ello genera que las familias de bajos 
recursos tienen sólo dos opciones: tener la 
suerte (casi el privilegio) de conseguir cupo para 
su hijo de tres años en alguno de estos dos 
grupos o, en caso contrario, terminar en alguno 
de los Centros CAIF, que, como expresamos, no 
están acondicionados para atenderlos con el 
criterio pedagógico necesario. Tan crítica es la 
situación, que estas organizaciones, en una 
autoevaluación, han tomado la iniciativa de 
solicitar a las autoridades correspondientes 
apoyo técnico docente para poder solucionar sus 
carencias. Haciéndome eco de esta problemá- 
tica, solicito que se disponga a la brevedad la 
creación de un mayor número de grupos de 
jardín de infantes para la edad de tres años que 
cubra la fuerte demanda que se ha planteado 
y que permita, además, a los Centros CAIF 
cumplir con los objetivos para los cuales fueron 
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creados. Saludo ai señor Presidente muy 
atentamente. Elizabeth Villalba, Representante 
por Flores". 


B) Exposición del señor Representante Car- 
melo Vidalín al Ministerio de Educación y 
Cultura, con destino al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública, para su remisión al 
Consejo de Educación Técnico-Profesio- 
nal, y a la Comisión de Educación y 
Cultura del Cuerpo, acerca de la necesidad 
de construir un nuevo centro de estudios 
en la ciudad de Durazno. 


"Montevideo, 12 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita a la Comisión de Educación y Cultura de 
esta Cámara y al Ministerio de Educación y 
Cultura, con destino al Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP), para su remisión al Consejo de 
Educación Técnico-Profesional (UTU). El pre- 
sente planteamiento recoge la inquietud que 
genera una problemática que desde hace unos 
años se viene produciendo en la ciudad capital 
del departamento de Durazno. Se trata de un 
tema de mucha importancia para nosotros y que 
muy de cerca nos ha tocado vivir en el 
transcurso de los últimos años. En particular, 
queremos referirnos a la educación, que enten- 
demos es uno de los pilares fundamentales de 
la sociedad, puesto que, como expresara José 
Pedro Varela: 'la educación es fortuna, fortuna 
que no se pierde'. No podemos desconocer que 
ta ciudad de Durazno, ubicada prácticamente en 
el centro del país, por donde cruzan dos 
importantes rutas nacionales -la Ruta Nacional 
N* 14 "Brigadier General Venancio Flores', que 
la atraviesa de oeste a este, y la Ruta Nacional 
N*2 5 "Brigadier General Fructuoso Rivera', que 
en su pasaje de sur a norte la divide en dos- 
pasará a ser en un futuro, quizás no muy lejano, 
un gran polo de desarrollo nacional. Actualmen- 
te, la población supera levemente los treinta mil 
habitantes, siendo nueve mil ciento sesenta los 
menores de catorce años, de los cuales el 24% 
-o sea, dos mil ciento sesenta y ocho jóvenes- 
viven en la zona este, integrada por los barrios 
'Mirador', 'Vista Linda', 'Sandú Chico', 'Hipódro- 
mo', 'Hospital', 'OSE' y 'Puerto de los Barriles'. 
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En la zona existen actualmente cinco centros de 
estudio, pero ninguno de nivel secundario, ya 
que los cuatro existentes -Liceos oficiales N* 1 
y N?* 2, Liceo privado y UTU- se encuentran 
ubicados en la zona oeste de la ciudad. Eso trae 
como consecuencia que varios estudiantes 
residentes en la zona este, con edades 
comprendidas entre los doce y los diecisiete 
años y que realizan cursos de nivel secundario, 
deben diariamente trasladarse desde sus res- 
pectivos hogares hacia centros de estudios 
secundarios distantes unos cinco kilómetros, y 
que para llegar a los mismos deben cruzar la 
Ruta Nacional N* 5, donde el tránsito es muy 
fluido, importante y peligroso. Por esas razones, 
deseamos comenzar a solucionar la situación 
planteada, de la que cabe destacar no es sólo 
nuestra preocupación, sino también de cientos 
de padres y vecinos, que solicitan la creación 
de un segundo centro de estudios dependiente 
del Consejo de Educación Técnico-Profesional. 
Para ello existe un predio que actualmente es 
propiedad del Ministerio de Salud Pública y que 
hace ya unos años tue declarado Patrimonio 
Histórico. En el mismo existen construcciones de 
material, conexiones de agua potable suminis- 
trada por la Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado (OSE), saneamiento e 
instalaciones de energía eléctrica. Creemos, 
entre otras cosas, que por su ubicación -puesto 
que se encuentra prácticamente en el centro de 
la zona atectada-, sería ideal para destinarlo al 
objetivo expresado. No permanecemos ajenos a 
la realidad, sabemos que el siglo XXI arroja 
nuevos desafíos, por lo que debemos preparar 
bien a nuestros jóvenes, y proporcionarles y 
facilitarles las herramientas necesarias para que 
puedan defenderse en el futuro. La esencia de 
este planteamiento es que la educación llegue 
a todos por igual, sin que signifique un sacrificio 
a la hora de elegir un nuevo rumbo. Si bien es 
cierto que nada se consigue sin sacrificio, 
entendemos también que compete a las autori- 
dades tratar de facilitar la satisfacción de las 
demandas que plantea la sociedad civil. Adjunto 
documentación pertinente a fin de que se remita 
a la Comisión de Educación y Cultura de esta 
Cámara y al Consejo de Educación Técnico-Pro- 
fesiona! a los efectos de esta solicitud. Saluda- 
mos al señor Presidente muy atentamente. 
Carmelo Vidalín, Representante por Durazno". 


C) Exposición del señor Representante Hugo 
Cuadrado al Ministerio de Defensa Nacio- 


nal, con destino a la Administración 
Nacional de Telecomunicaciones, referente 
al servicio telefónico Ruralce!l de la loca- 
lidad de Jackson, departamento de Soria- 
no. 


"Montevideo, 12 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
selicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Defensa Nacional, con 
destino a la Administración Nacional de Teleco- 
municaciones (ANTEL). El servicio telefónico 
Ruralcel con que cuenta la localidad de Jackson 
y sus alrededores, departamento de Soriano, 
pertenece a la zona de tarifación de la villa 
ismael Cortinas, departamento de Flores. Los 
vecinos de Jackson deben dirigirse al pueblo de 
Cardona o a la ciudad de Mercedes, capital del 
departamento, para toda gestión comercial o 
administrativa. Por esta razón, reclaman con 
todo derecho que sus teléfonos pasen a 
depender de Cardona, departamento de Soriano, 
con el consiguiente beneficio en agilidad y 
menor costo del servicio, lo que favorecería 
también a la Escuela y al Destacamento Policial 
de la citada localidad. Los vecinos han presen- 
tado en ANTEL una petición con decenas de 
firmas en el sentido indicado, gestión que 
procuramos respaldar con esta exposición. 
Saludamos al señor Presidente muy atentamen- 
te. Hugo E. Cuadrado, Representante por So- 
riano". 


D) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te, con destino a la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado, sobre la 
posible contaminación de las aguas del río 
Uruguay por vertimiento de aguas servidas 
provenientes de la red de saneamiento de 
la ciudad de Fray Bentos, departamento de 
Río Negro. 


"Montevideo, 13 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicito se curse la presente exposición es- 
crita al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, con destino a la 
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Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado (OSE). Obran en mi poder una serie de 
documentos relativos al emisor construido en el 
río Uruguay en la zona del ex Frigorífico Anglo, 
de la ciudad de Fray Bentos, departamento de 
Río Negro. Entre los años 1990 y 1995, el 
proyecto fue sometido a un largo proceso de 
estudios de consultoría y otros. Al fin, como se 
desprende de uno de los informes de 1998, se 
iniciaron las obras. Cuando éstas culminaron 
-¡vaya sorpresa!-, los técnicos de las Direccio- 
nes de Higiene y de Obras de la Intendencia 
Municipal de Río Negro, ante la inquietud y la 
denuncia de diversos sectores de la población, 
constataron la existencia de malos olores en una 
vasta zona del lugar, como también la contami- 
nación de las aguas, que presentaban un 
elevadísimo índice de coliformes fecales. La 
situación, extremadamente preocupante, motivó 
que las autoridades prohibieran los baños en las 
playas aledañas a la zona. Las características 
del lugar hacen del mismo un indudable polo de 
atracción turística, con proyección de futuro, con 
altísima afluencia de gente, pues cuenta con una 
ruta panorámica que une la rambla de Fray 
Bentos con el balneario Las Cañas, principal 
centro turístico del departamento, en un reco- 
rrido de siete kilómetros ponderado por lo 
hermoso, agreste y natural. Las autoridades 
departamentales, al igual que nosotros, hemos 
apostado mucho al turismo como fuente poten- 
cial de generación de puestos de trabajo, de 
desarrollo, de explotación sostenible y susten- 
table, de preservación de la salud, fundamen- 
talmente, tanto como hemos velado por el 
mantenimiento de las playas de toda la franja 
costera con la que nos privilegió la naturaleza. 
Por ello, entendemos oportuno y sensato recurrir 
a la Dirección Nacional de Medio Ambiente 
(DINAMA) y a OSE para que ambos organismos 
busquen juntos la solución del problema plan- 
teado, a fin de que la planta funcione correc- 
tamente, aun en situaciones anómalas como la 
producida por la sequía y la bajante del río 
Uruguay. Hemos visto con nuestros propios ojos 
que el vertido del emisor se realiza a pocos 
metros de la costa, situación que nos parece 
que los profesionales que están en el tema 
deberán examinar. Puede considerarse la posi- 
bilidad de prolongar el caño emisor de acuerdo 
con las gestiones hechas por el señor Intenden- 
te Municipal, las que nosotros, como Represen- 
tantes Nacionales, compartimos y apoyamos. 
Por último, desearíamos conocer la opinión de 
los técnicos, conscientes de los costos econó- 


micos que significan estos trabajos. Aspiramos 
a que las obras, al menos, queden bien, así 
como esperamos cuidar los recursos económi- 
cos y los naturales, que son de la sociedad que 
retribuye nuestras funciones, esperando que a 
ella se devuelvan sus aportes, convertidos en 
servicios y obras que tengan el aval técnico y 
la garantía de que mejorarán su calidad de vida. 
Saludo al señor Presidente muy atentamente. 
Ricardo Castromán Rodríguez, Representante 
por Río Negro”. 


E) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te, con destino a la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado, acerca del 
cobro de alcantarillado variable a empre- 
sas de la ciudad de Young, departamento 
de Río Negro. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, con destino a la 
Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado (OSE). El Centro Comercial e Industrial 
de Young, nos ha encomendado plantear ante 
el Directorio de OSE, su preocupación y 
disconformidad por el cobro de lo que se 
denomina alcantarillado variable, facturado con 
un porcentaje del 60% o más, del consumo de 
agua potable sumado al cobro de la tarifa 
diferencial comercial. Ese rubro encarece enor- 
memente el funcionamiento de las empresas de 
la ciudad de Young del departamento de Río 
Negro, más aún si se tiene en cuenta que no 
existe prácticamente en contrapartida servicio 
alguno por parte de OSEÉ en lo atinente al 
saneamiento, al cobrar este impuesto adicional, 
cuando ni siquiera participó en su construcción. 
En momentos críticos como los que están 
viviendo las empresas comerciales, industriales 
y de servicios, sería importante y conveniente 
establecer criterios que permitan disminuir 
sustancialmente ese cargo 0 propiciar su 
derogación final, con el fin de aliviar el 
presupuesto empresarial. Si bien estamos plan- 
teando Una solicitud puntual del Centro Comer- 
cial de Young, hacemos propicia esta oportuni- 
dad para expresar que en el mismo sentido nos 
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preocupa y nos sentimos desconformes porque 
igual situación viven miles de usuarios en el 
departamento y en el país, muchos de ellos con 
problemas de empleo, a quienes se les corta el 
suministro de agua potable y no tienen posibi- 
lidad de pagar para volver a tener un servicio 
tan vital. Sería importante explicar a los 
ciudadanos cuáles son los criterios, parámetros 
o disposiciones del Directorio para la aplicación 
de este cargo tan oneroso, rechazado por la 
gran mayoría de la sociedad. Saludamos al 
señor Presidente muy atentamente. Ricardo 
Castromán Rodríguez, Representante por Río 
Negro". 


F) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán al Ministerio de Educación 
y Cultura y además por su intermedio al 
Consejo Directivo Central de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, al 
Consejo de Educación Secundaria y al 
Consejo de Educación Técnico-Protesio- 
nal, relacionada con las necesidades de 
los servicios de enseñanza en la localidad 
de Nuevo Berlín, departamento de Río 
Negro. 


"Montevideo, 24 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Educación y Cultura y, 
además, por su intermedio, al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública (ANEP), y a los Consejos de 
Educación Secundaria y de Educación Técnico- 
Profesional (UTU). En reunión mantenida con 
vecinos que integran las fuerzas vivas del 
pueblo Nuevo Berlín, departamento de Río 
Negro, nos enteraron con mucha fuerza y 
convicción de la imperiosa necesidad de esta- 
blecer doble turno en el liceo local dependiente 
del Consejo de Educación Secundaria. Para ello, 
sería necesario agregar un funcionario adminis- 
trativo, dada la superpoblación existente en el 
centro educacional, que cuenta con doscientos 
veinte estudiantes, además de que se presentan 
reales posibilidades de que el número se 
incremente debido a divisiones de grupos y a 
la creación del 5? año en la orientación biológica 
para el próximo período lectivo. Esta situación 
que planteamos no ha sido tenida en cuenta 
hasta el momento por las autoridades compe- 


tentes. Es de destacar, asimismo, que la casa 
de estudios no admite ampliación por falta de 
espacio físico. El pueblo Nuevo Berlín donó al 
Consejo de Educación Secundaria, en el año 
1975, seis solares, que están disponibles junto 
a la Escuela del Hogar y al local de cursos 
móviles de UTU, lo que permitiría, en la medida 
que haya recursos y voluntad, la construcción 
de un complejo educativo completo, inclusive 
con la posibilidad de complementarlo con una 
zona recreativa deportiva. Nos parece impres- 
cindible y de suma importancia mantener los 
cursos de confección de ropa de bebés y niños, 
de motores de dos tiempos, de electricidad de 
22 año y algunos otros que se dictan en UTU, 
que permitan la mejor preparación de jóvenes 
de los dos sexos ante la eventualidad de 
ingresar al campo laboral de la zona. Capítulo 
aparte merece la Escuela del Hogar del pueblo 
Nuevo Berlín, institución docente preparadora de 
jóvenes y adultos para la vida en familia y 
productiva, por los cursos que imparte (envasa- 
do de frutas, legumbres y hortalizas, así como 
telar, costura e hilados, entre otros), que han 
sido igualmente reconocidos por la población, 
las autoridades departamentales y las naciona- 
les. La Escuela del Hogar procura, con sus 
cursos, la formación en el trabajo comunitario, 
para lo que cuenta con local propio en sus 
jóvenes cincuenta años de actuación, hace poco 
tiempo cumplidos. El Gobierno Departamental de 
Río Negro no ha estado ajeno a extender la 
mano a estos emprendedores vecinos y vecinas 
en lo económico, como cuando se construyó el 
mencionado centro de estudios, y colaborando 
mensualmente con un aporte que permite cubrir 
parte de los gastos docentes. Es de destacar 
que los cursos se imparten en forma gratuita a 
los vecinos del lugar y de su área de influencia. 
Por lo tanto, parece absolutamente justo el 
pedido que se nos formulara de solicitar al 
Ministerio de Educación y Cultura, a la ANEP 
y a los demás organismos involucrados una 
ayuda económica que, por poca que sea, 
siempre será apreciada y bienvenida. Saluda- 
mos al señor Presidente muy atentamente. 
Ricardo Castromán Rodríguez, Representante 
por Río Negro". 


G) Exposición el señor Representante Ricardo 
Castromán al Ministerio de Educación y 
Cultura y además por su intermedio al 
Consejo Directivo Central de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública y al 
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Consejo de Educación Técnico-Profesio- 
nal, acerca de la posibilidad de 
instrumentar cursos de técnicos en insta- 
laciones de gas natural en la Escuela 
Técnica de Fray Bentos, departamento de 
Río Negro. 


"Montevideo, 24 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Educación y Cultura, con 
destino al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP) y al Consejo de Educación Técnico- 
Profesional (UTU). Sin duda, todos estamos 
conformes con el ingreso de gas natural al país 
a través del Puente Internacional 'Gral. José 
Artigas', que une las ciudades de Colón, 
República Argentina, con la ciudad capital del 
departamento de Paysandú. Ello ha determina- 
do, a nuestro juicio, una muy importante 
concreción, como elemento integrador y como 
fuente energética alternativa para el uso indus- 
trial o domiciliario, además de sus ventajas 
comparativas, estimadas en casi un 30% menos 
en su costo, frente a otros combustibles 
tradicionales, porque es mínimo el porcentaje de 
contaminación, según se nos ha indicado. 
Empresas de primera línea en Paysandú -como 
la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Pórtland (ANCAP), Azucarlito, Paylana 
y Paycueros, entre otras- ya están haciendo uso 
del gas natural. Hay una empresa de origen 
español asociada a ANCAP, denominada CO- 
NECTA, que a través de promotores que 
recorren los barrios sanduceros ofrece la 
posibilidad de llevar el gas a domicilio. Nuestra 
idea, o aspiración, ante esta realidad es tratar 
de que se evalúe la posibilidad de instalar 
cursos de técnicos gasistas en las dependencias 
del Consejo de Educación Técnico-Profesional 
(UTU), de la ciudad de Fray Bentos, departa- 
mento de Río Negro, en virtud de que 
seguramente el uso de gas natural será en el 
mediano plazo extendido a otros departamentos 
del país, entre los que, sin duda, estarán los de 
la zona litoral. Esperamos, pues, que las 
autoridades competentes tomen en cuenta 
nuestro planteo, porque en vista de lo que 
hemos relatado, creemos que cursos como los 
mencionados posibilitarán la capacitación y la 
inserción laboral de quienes los realicen, dadas 


las nuevas necesidades que se generarán ante 
esta realidad. Saludamos al señor Presidente 
muy atentamente. Ricardo Castromán Rodrí- 
guez, Representante por Río Negro". 


H) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán al Ministerio de Educación 
y Cultura, y además por su intermedio al 
Consejo Directivo Central de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, y 
a los Consejos de Educación Secundaria 
y de Educación Técnico-Profesional, refe- 
rente a la posibilidad de equipar una sala 
de informática en la Escuela N* 8 de la 
localidad de Nuevo Berlín, departamento 
de Río Negro. 


"Montevideo, 25 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Educación y Cultura y, 
además, por su intermedio, al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública (ANEP), y a los Consejos de 
Educación Primaria, de Educación Secundaria y 
de Educación Técnico-Profesional (UTU). En 
reunión celebrada con vecinos integrantes de las 
fuerzas vivas del pueblo Nuevo Berlín, depar- 
tamento de Río Negro, se nos informó que hace 
ya unos cuantos años fue construida, en 
convenio con el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, una sala para dictar clases de 
informática en la Escuela N* 8, la que podría 
ser usada por escolares, liceales y estudiantes 
de UTU. Lamentablemente, hasta el día de hoy, 
la sala no ha prestado el servicio para:la que 
fuera construida puesto que carece del 
equipamiento necesario (computadoras, módems, 
impresoras y fax). Las Comisiones de Fomento 
de la escuela y el liceo se dirigieron a distintos 
organismos del Estado, tales como la Adminis- 
tración Nacional de Usinas y Trasmisiones 
Eléctricas (UTE), la Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP), al 
Ministerio de Relaciones Exteriores, y al propio 
Consejo de Educación Primaria, procurando 
encontrar una solución y hacer realidad algo tan 
sentido y anhelado por la comunidad, pero sólo 
se recibieron promesas o negativas basadas en 
razones de economía. En este año 2000, tan 
significativo, en el que la informática está 
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incorporada indisolublemente a la educación, 
entendemos pertinente y atinado que las 
autoridades de la enseñanza hagan todos los 
esfuerzos posibles para concretar las legítimas 
aspiraciones de los vecinos. Por nuestra parte, 
colaboraremos, dentro de nuestras posibilida- 
des, tratando de interesar a otros organismos 
que puedan complementar lo que realicen las 
autoridades competentes. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. Ricardo 
Castromán Rodríguez, Representante por Río 
Negro". 


1) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán al Ministerio de Educación 
y Cultura con destino al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública, y al Consejo de Edu- 
cación Secundaria, sobre la carencia de 
material para laboratorio en el Liceo N* 2 
de la ciudad de Fray Bentos, departamento 
de Río Negro. 


"Montevideo, 25 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Educación y Cultura, con 
destino al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP), y al Consejo de Educación Secundaria. 
Se nos ha planteado por parte de profesores que 
dictan clases de Biología, Química y Física en 
el Liceo N?2 2 de la ciudad de Fray Bentos, 
capital del departamento de Río Negro, la 
necesidad de material para los laboratorios de 
esta casa de estudios, que necesita del apoyo 
de las autoridades en este reclamo, que 
consideramos justo y posible de satisfacer. 
Cuando en marzo de este año asumió su cargo 
el señor Presidente de la República expresó su 
compromiso en mejorar la enseñanza y dotarla 
de más recursos porque la misma es una 
inversión y, para cualquier gobernante que se 
precie, constituye una obligación respaldarla. 
Por lo tanto, apoyando ese espíritu, nos 
permitimos solicitar se tenga en cuenta esta 
petición y se concrete en la realidad lo que se 
expresó en palabras. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. Ricardo Castro- 
mán Rodríguez, Representante por Río Negro". 


J) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán al Ministerio de Turismo, a 
la Comisión de Turismo del Cuerpo, a la 
Intendencia Municipal y a la Junta Depar- 
tamental de Río Negro, referente a la 
promoción del turismo en la localidad de 
Nuevo Berlín, en dicho departamento. 


"Montevideo, 24 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Turismo, a la Intendencia 
Municipal y a la Junta Departamental de Río 
Negro, y a la Comisión de Turismo de esta 
Cámara. En visita realizada al pueblo Nuevo 
Berlín, departamento de Río Negro, tuvimos 
oportunidad de entrevistarnos con integrantes de 
las fuerzas vivas de esa localidad, quienes nos 
plantearon sus inquietudes respecto a las 
potencialidades turísticas de su zona, a la que 
la naturaleza concedió el privilegio de estar 
enclavada en las orillas del río Uruguay. El 
peculiar paisaje, las islas, sus montes y el 
entorno general, así como la calidez y la 
sencillez de su gente hacen que requiramos el 
necesario apoyo de las autoridades departamen- 
tales y nacionales, a fin de incorporar, sin 
retaceos, esta hermosa zona de Río Negro en 
una eventual como necesaria promoción del 
turismo a nivel nacional. Esperamos que se 
complementen esfuerzos, procurando potenciar 
la llamada 'industria sin chimeneas', apoyando 
proyectos locales como 'campings' organizados 
con servicios completos, construcción de más 
moteles, el mantenimiento y las mejoras de las 
playas, el estímulo y desarrollo de deportes 
acuáticos, paseos por las zonas de las islas, la 
pesca y un sinnúmero de atractivos, que no 
dudamos pueden dar resultados positivos a la 
gente dei lugar tanto como al Gobierno 
Departamental y al Gobierno Central por el 
aumento de sus recaudaciones. Bueno sería que 
las autoridades de esa Secretaría de Estado, así 
como alguna delegación de la Comisión de 
Turismo de la Cámara de Representantes, 
pudieran visitar en alguna oportunidad este 
hermoso lugar y, por qué no, conocer otros 
puntos del departamento de Río Negro, para que 
el turismo se convierta en una alternativa 
posible y real en tiempos difíciles como forma 
de obtener recursos económicos y generar 
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fuentes de ocupación laboral para nuestra gente. 
Saludamos al señor Presidente muy atentamen- 
te. Ricardo Castromán Rodríguez, Represen- 
tante por Río Negro". 


K) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán al Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, sobre la posibilidad de 
bituminizar e ¡iluminar un tramo de la Ruta 
Nacional N? 20, en el acceso sur a la 
localidad de Nuevo Berlín, departamento 
de Río Negro. 


"Montevideo, 24 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Reunidos con integrantes de las 
fuerzas vivas de la villa Nuevo Berlín, departa- 
mento de Río Negro, fuimos informados de 
distintas problemáticas que los afectan y que, 
como Representantes Nacionales, nos parece 
de suma importancia y responsabilidad exponer 
a esa Secretaría de Estado. Uno de los planteos 
refiere a la posibilidad de rebituminizar la Ruta 
Nacional N* 20, desde el km O hasta el km 9.500 
(acceso sur a Nuevo Berlín, radial con la Ruta 
Nacional N? 24), lo que permitiría, sin duda, un 
mejor desplazamiento de los vecinos del lugar, 
de turistas y de la producción de la zona. 
También se formuló la necesidad de colocar 
columnas de alumbrado en el trébol de entrada 
al acceso en la radial, a efectos de permitir un 
tránsito vehicular más seguro. Además, nos 
parece que una localidad que hace pocos días 
cumplió 125 años de fundada, debería tener una 
respuesta positiva a estos planteos, que cree- 
mos justos y que los vecinos esperan se 
solucionen a la brevedad. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. Ricardo 
Castromán Rodríguez, Representante por Río 
Negro". 


L) Exposición del señor Representante Artigas 
Barrios al Ministerio de Educación y 
Cultura, y además por su intermedio al 
Consejo Directivo Central de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, 
con destino al Consejo de Educación 
Primaria, relacionada con la necesidad de 


instalar un centro de actividades recreati- 
vas en el balneario Barra del Chuy, 
departamento de Rocha. 


"Montevideo, 14 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Educación y Cultura y, además, 
por su intermedio, al Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP), para su remisión al Consejo de 
Educación Primaria. En los últimos años ha 
tenido un importante incremento la población 
permanente del balneario Barra del Chuy, 
departamento de Rocha. El censo realizado en 
1996 relevó trescientos doce habitantes, en 
tanto en las elecciones de noviembre de 1999 
votaron trescientos setenta ciudadanos, lo que 
nos permite suponer una población de aproxi- 
madamente setecientas personas, entre las 
cuales hay unos 200 niños y jóvenes. No hay 
en el balneario ningún centro de actividades 
deportivas, recreativas o sociales. Hace algún 
tiempo, se construyó junto a la escuela un salón 
multiuso que aún no ha sido terminado (faltan 
los revestimientos de los pisos y algunos otros 
detalles) y que no está prestando ninguna 
utilidad. Ha surgido en la zona la idea de 
utilizarlo como centro de actividades recreativas 
para la comunidad. Se cuenta con vecinos 
dispuestos a efectuar aportes económicos para 
finalizar la construcción y con una profesora de 
Educación Física que aportaría su trabajo 
honorariamente. Cabe destacar que el local 
puede funcionar sin interferir con las actividades 
de la escuela, ya que cuenta con entrada y 
servicios higiénicos independientes. La utiliza- 
ción del salón en la forma propuesta sería un 
gran aporte para la zona, donde se hace 
indispensable generar actividades alternativas, 
sobre todo para la juventud. Por lo expuesto, me 
permito solicitar al Consejo de Educación 
Primaria que otorgue la autorización correspon- 
diente a la preserite propuesta. Saludo al señor 
Presidente muy atentamente. Artigas A. Ba- 
rrios, Representante por Rocha". 


M)Exposición del señor Representante Roque 
Arregui al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería, con destino a la Administración 
Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléc- 
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tricas, acerca de la eventual eliminación de 
un turno del servicio de reclamos en la 
localidad de Santa Catalina, departamento 
de Soriano. 


"Montevideo, 24 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Industria, Energía y Minería, con 
destino a la Administración Nacional de Usinas 
y Trasmisiones Eléctricas (UTE). En el pueblo 
Santa Catalina, departamento de Soriano, UTE 
ha dispuesto la eliminación de uno de los turnos 
del servicio de reclamos. Esta medida afecta la 
atención de los usuarios, ya que en el turno que 
se ha eliminado los vecinos deben requerir los 
servicios de la ciudad de Cardona. En razón de 
lo expuesto, solicito se revise dicha medida y 
continúen los turnos de guardia que atienden en 
el propio pueblo Santa Catalina. Saludo al señor 
Presidente muy atentamente. Roque Arregui, 
Representante por Soriano”. 


N) Exposición del señor Representante Julio 
C. Silveira al Ministerio de Educación y 
Cultura, a las radios La Voz de Artigas, 
Cuareim, Frontera y Aquarius FM, a los 
canales de televisión Tres y Norte Visión, 
a los diarios y semanarios de la ciudad de 
Artigas y a la Comisión pro-reconstrucción 
del monumento a José Pedro Varela, 
emplazado en dicha ciudad, referente a los 
daños producidos al mismo y las gestio- 
nes tendientes a su reposición. 


"Montevideo, 25 de abril de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Educación y Cultura, a la 
Comisión Pro Reconstrucción del Monumento de 
José Pedro Varela y a los medios de comuni- 
cación de la ciudad capital del departamento de 
Artigas. En la ciudad de Artigas, en la plaza cén- 
trica que lleva el nombre de José Batlle y Or- 
dóñez, se encuentra ubicado un busto que re- 
cuerda la figura señera de nuestra enseñanza, 
el reformador de la escuela pública, don José 
Pedro Varela. Ocioso y redundante sería recor- 


dar la significación de esta gloriosa personalidad 
nacional. La problemática que hoy busco hacer 
conocer tiene relación, especificamente, con el 
busto mencionado y no con la figura de Varela. 
En efecto, este monumento al cual acuden, 
año tras año, todas las instituciones de 
enseñanza de la ciudad, fue objeto de un 
incalificable y vandálico ataque, que lo arrancó 
de su pedestal, destrozándolo. Como uruguayos 
y artiguenses nos sentimos indignados y aver- 
gonzados por esa actitud, que vulnera y agrede 
nuestras más caras y queridas tradiciones. Los 
artiguenses conformamos un pueblo humilde 
que atraviesa problemas gravísimos de toda 
índole, pero somos un pueblo respetuoso y 
sensible, poco afecto a actitudes violentas. La 
lamentable acción de manos cobardes y anóni- 
mas ha privado a los habitantes de Artigas del 
necesario marco referencial que une a todo 
pueblo que se precie de su identidad y del 
respeto a sus figuras históricas. Por tanto, me 
hago eco de ta preocupación y el dolor que ha 
causado semejante atropello. Vecinos de la 
ciudad me han hecho llegar el planteo de 
recuperar el mencionado monumento, pero el 
gran obstáculo que se nos presenta es la falta 
de recursos, que hace imposible la concreción 
de este anhelo. Por esta razón, solicito que ese 
Ministerio se haga eco del planteo expuesto y 
se sensibilice con la situación apuntada. La 
angustiante crisis y la severa desfinanciación 
que padece la Intendencia Municipal de Artigas 
le hacen imposible solventar la reposición del 
busto. Por tal motivo, reitero la solicitud al 
Ministerio de Educación y Cultura, a fin de que 
adopte las medidas necesarias para reponer 
el busto que recuerda a don José Pedro Va- 
rela. Saludo al señor Presidente muy atenta- 
mente. Julio C. Silveira, Representante por 
Artigas". 


Ñ) Exposición del señor Representante Ruben 
Carminatti al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas; a la Intendencia Municipal 
y a la Junta Departamental de Río Negro 
y a las Juntas Locales de Nuevo Berlín y 
San Javier, sobre la necesidad de efectuar 
obras de mantenimiento en los puertos de 
las citadas localidades. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
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Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, a la Intendencia Municipal de Río 
Negro, y, además, por su intermedio, a las 
Juntas Locales de pueblo Nuevo Berlín y villa 
San Javier, y a la Junta Departamental de Río 
Negro. Los puertos de las localidades Nuevo 
Berlín y San Javier tuvieron una importante 
actividad como puntos de ingreso y salida de 
insumos y productos agrícolas en épocas no 
demasiado lejanas. El desarrollo vial de nuestro 
país, el incremento del transporte carretero y las 
transformaciones sufridas en el sector agrícola 
determinaron que los citados puertos dejaran de 
tener actividad comercial. En las localidades 
aludidas, en los últimos quince años los 
sucesivos Gobiernos Departamentales han en- 
carado acciones tendientes a promover el 
turismo como una forma de generación de 
trabajo y de recursos para contrarrestar esta 
situación. Así, en Nuevo Berlín, en el entorno 
del balneario El Sauzal se ha venido desarro- 
llando una infraestructura de 'camping' y 
motelería que atrae turistas especialmente en 
verano. Asimismo, también se desarrolla la pes- 
ca en ribera o en embarcaciones. En San Javier 
se encuentra el balneario Puerto Viejo con 
similares características al de Nuevo Berlín. 
Según se ha dicho, los puertos de estos centros 
poblados, se encuentran en estado deficitario y 
faltos de mantenimiento, por lo que solicito al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
analice la posibilidad de adecuar y reciclar la 
estructura de los mismos como forma de 
recuperar nuestro patrimonio histórico y ser, 
asimismo, utilizados como atractivo turístico, 
especialmente para la práctica de deportes 
náuticos y de la pesca. Me permito efectuar la 
presente solicitud ya que estoy en conocimiento 
de que ese Ministerio ha realizado tareas de 
reparación y mantenimiento en puertos como el 
de la ciudad de Nueva Palmira y el de Villa 
Soriano, obras que resultaron una importante 
contribución a la recuperación de patrimonio 
histórico con fines turísticos. Por lo expuesto, 
solicito que, con un criterio similar se proceda 
en igual sentido con los puertos de Nuevo Berlín 
y San Javier. De seguro, se contribuirá a la 
recuperación de obras de interés histórico 
proyectadas al futuro como importante atractivo 
turístico-deportivo. Saludamos al señor Presi- 
dente muy atentamente. Ruben Carminatti, 
Representante por Río Negro". 
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O) Exposición del señor Representante Ruben 
Carminatti al Ministerio del Interior y a la 
Junta Departamental de Río Negro, relacio- 
nada con la forma de distribuir a los 
efectivos policiales en todo el territorio 
nacional. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio del Interior y a la Junta 
Departamental de Río Negro. Compartiendo la 
preocupación de los señores Representantes 
Luis Batlle Bertolini y Walter Vener Carboni, 
quienes han efectuado exposiciones en igual 
sentido, nos permitimos manifestar nuestra 
inquietud por la utilización de vacantes de 
Agentes de 2da. de algunas Jefaturas de Policía 
del interior del país con el fin de cubrir cargos 
similares en las Jefaturas de Policía de 
Montevideo, Canelones y Maldonado. Si bien 
compartimos la preocupación de las jerarquías 
ministeriales y policiales en el sentido de 
mejorar, en forma urgente y sustancial, los 
niveles de seguridad en las zonas en que se 
verifica mayor índice de ocurrencia de delitos 
-que coinciden con las zonas de mayor 
concentración poblacional-, nos permitimos indi- 
car que se corre el riesgo seguro de crear, a 
mediano plazo, situaciones no deseadas de 
aumento de delitos en aquellos departamentos 
donde los niveles de ocurrencia y aclaración de 
los mismos hoy son satisfactorios. Es conocido 
que cada vez que en los departamentos del sur 
del país se produce aumento en los índices de 
efectividad policial, quienes delinquen continúan 
con su actividad en el interior del país, y es 
precisamente allí donde, por la vía administra- 
tiva, se ha iniciado un proceso de reducción del 
personal policial. Ya en la Administración 
anterior fueron utilizadas vacantes de algunas 
Jefaturas de Policía del Interior -siguiendo 
criterios de proporcionalidad- para cubrir vacan- 
tes en la Jefatura de Policía de Montevideo. La 
actual situación profundiza el proceso iniciado y 
nuestra preocupación se basa en la posibilidad 
de que éste sea un proceso irreversible, que 
genere a largo plazo, una disminución real en 
la cantidad de efectivos policiales en el interior 
del país. Por lo expuesto, nos permitimos 
proponer que se efectúe un profundo estudio 
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que permita adecuar, en forma equitativa y 
equilibrada, la distribución de los efectivos 
policiales y de los recursos, considerando la 
ecuación policía-población-superficie en todo el 
territorio de la República. Nos preocupa que a 
mediano plazo nuestras ciudades, pequeños 
pueblos y las zonas rurales puedan quedar 
desatendidos, en la medida en que se continúe 
utilizando, como forma de redistribución de 
efectivos policiales, la ecuación policía-pobla- 
ción. En las zonas rurales existen dependencias 
policiales que atienden muy importantes exten- 
siones de territorio, donde también se producen 
delitos como el abigeato, que afecta seriamente 
a los productores rurales y donde la Policía 
cumple importantes funciones de prevención y 
represión de este y otros delitos. Saludamos al 
señor Presidente muy atentamente. Ruben 
Carminatti, Representante por Río Negro". 


P) Exposición del señor Ruben Carminatti al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente; a la Comisión 
Honoraria Pro Erradicación de la Vivienda 
Rural Insalubre; a la Intendencia Municipal 
y a ta Junta Departamental de Río Negro 
y a la Junta Local de Young, acerca de la 
necesidad de instrumentar programas de 
vivienda para la citada ciudad. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, a la Comisión 


Honoraria Pro Erradicación de la Vivienda 
Insalubre Rural (MEVIR), a la Intendencia 
Municipal de Río Negro y, además, por su 


intermedio, a la Junta Local de Young y a la 
Junta Departamental de Río Negro. En la ciudad 
de Young se ha verificado un importante 
crecimiento en la población según el Censo 
Nacional de Población, Vivienda y Hogares de 
1996. Ese crecimiento se comprueba en los 
hechos en el cinturón periférico de la referida 
ciudad con el aumento de viviendas de carácter 
precario. Allí se han asentado familias en 
viviendas que si bien poseen servicios de agua 
potable y de energía eléctrica, carecen de 
servicios tales como el manejo de efluentes 
líquidos domiciliarios, con riesgos para la salud, 


especialmente la infantil. La mayoría de estas 
familias perciben escasos recursos económicos, 
lo que hace necesario su acceso a un sistema 
de viviendas subsidiadas, ya que viven del 
ingreso generado por trabajos de carácter zafral 
provenientes de las actividades del sector 
agropecuario, las cuales, en razón de la crisis 
que vive el sector, se han visto sensiblemente 
disminuidas. Durante los últimos quince años se 
ha venido desarrollando un importante proceso 
de construcción de viviendas tanto por parte de 
MEVIR -que ha realizado cuatro programas- 
como por parte del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
especialmente a través del Sistema Integrado de 
Acceso a la Vivienda (SIAV), que han contado 
con el apoyo de las sucesivas administraciones 
del Gobierno Municipal, los que han cubierto las 
necesidades de vivienda de varios cientos de 
familias. Pero debemos indicar que a pesar del 
importante esfuerzo desplegado en el desarrollo 
de programas de viviendas, estas no han sido 
suficientes para cubrir las necesidades de la 
población. Por lo expuesto solicitamos al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente y a MEVIR, que continúen 
instrumentado programas de viviendas para la 
ciudad de Young, para dar soluciones 
habitacionales a cientos de familias de aquella 
zona del departamento de Río Negro, quienes 
requieren una rápida respuesta a su derecho a 
una vivienda decorosa y digna. Saludamos al 
señor Presidente muy atentamente. Ruben 
Carminatti, Representante por Río Negro". 


Q) Exposición del señor Representante Heber 
Sellanes al Ministerio de Educación y 
Cultura, con destino al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública, al Consejo de Educa- 
ción Primaria y a la Inspección Departa- 
mental de San José; y a la Asociación de 
Maestros del Uruguay, filial San José, 
referente a la necesidad de crear cargos 
para los cursos de educación inicial en el 
citado departamento. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Educación y Cultura, con 
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destino al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP), para su remisión al Consejo de 
Educación Primaria y a la Inspección Departa- 
mental de Educación Primaria del departamento 
de San José; y a la Asociación de Maestros con 
destino a la filial San José. En el marco de la 
extensión de la educación inicial a alumnos de 
4 y 5 años de edad, se ha constatado en el 
departamento de San José la insuficiente 
creación de cargos para atender las necesida- 
des existentes. Ello ha determinado que en una 
localidad como Rincón de la Bolsa, con un 
crecimiento poblacional muy acentuado, aún 
queden niños de 5 años de edad sin atención 
preescolar. Para cumplir en parte con los 
objetivos previstos, se ha recurrido a la 
redistribución de los cargos. Ello determinó que 
el Jardín de Infantes N*? 97 de la ciudad capital 
del departamento de San José perdiera un cargo 
docente para niños de 3 años por lo que quedó 
un número importante sin atención, provocando 
una gran preocupación en los padres. Asimismo, 
vecinos, sobre todo de escuelas rurales, nos han 
hecho llegar su inquietud por la falta de cargos 
de Auxiliares de Servicio. Teniendo en cuenta 
las dificultades económicas del medio rural, es 
muy difícil para las comisiones de fomento 
conseguir los rubros necesarios para cubrir 
sueldos, aportes al Banco de Previsión Social 
(BPS), gastos de seguros y otros. Considerando 
lo justo de ambos reclamos, se hace necesario 
implementar medidas que atiendan las situacio- 
nes planteadas. Saludamos al señor Presidente 
muy atentamente. Leonel Heber Sellanes, 
Representante por San José". 


R) Exposición del señor Representante Luis 
Alberto Lacalle Pou al Ministerio del 
Interior, y además por su intermedio a la 
Jefatura de Policía de Canelones, sobre la 
situación de inseguridad en la zona de 
Cuchilla de Sierra, ubicada en la 5% Sec- 
ción Judicial de dicho departamento. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio del Interior y, además, por su 
intermedio, a la Jefatura de Policía de Canelo- 
nes. En días pasados, durante nuestras recorri- 


das por el departamento de Canelones, estuvi- 
mos reunidos con un grupo de productores y 
vecinos de la zona de Cuchilla de Sierra. 
Cuando pensamos que el problema mayor de 
esta zona estaría exclusivamente relacionado 
con la producción y la comercialización de frutas 
y verduras, nos encontramos con una problemá- 
tica mayor. Estos vecinos de la zona rural del 
mencionado departamento, están siendo conti- 
nuamente 'visitados' por malvivientes a cualquier 
hora del día, agravándose la situación en la 
noche. Cuchilla de Sierra se encuentra ubicada 
en la 5* Sección del departamento y sus límites 
aproximados son: la Ruta Nacional N2 5 
'Brigadier General Fructuoso Rivera', la nueva 
Ruta Nacional N? 48, la Ruta Nacional N? 36 y 
el arroyo Las Piedras. Las familias que viven en 
esta zona son aproximadamente doscientas 
cincuenta. Varias denuncias han sido radicadas 
tanto en la Seccional 22 de Montevideo, como 
en el Destacamento Policial de 'El Colorado". Es 
una verdadera lástima, que nuestra campaña 
que se ha caracterizado por ser tranquila y un 
lugar para vivir apaciblemente, se haya trans- 
formado en tierra de nadie. Creemos que se 
podría imitar las medidas tomadas en la zona 
rural de Los Cerrillos que están dando, en lo 
que va desde su aplicación, buenos resultados. 
Saludo al señor Presidente muy atentamente. 
Luis Alberto Lacalle Pou, Representante por 
Canelones". 


S) Exposición del señor Representante 
Edgardo Prado al Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, relacionada con la 
construcción de lomadas en la intersec- 
ción de las Rutas Nacionales Nos. 12 y 13, 
localidad de Ismael Cortinas, departamen- 
to de Flores. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicito se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. En la intersección de la Ruta Nacional 
N* 12 'Doctor Luis Alberto de Herrera' con la 
Ruta Nacional N? 23, donde tiene asiento la villa 
Ismael Cortinas, 4% Sección Judicial del depar- 
tamento de Flores, se encuentra la Escuela 
N* 44 "Pilar de Herrera de Arteaga'. El tránsito 
en esas rutas es muy importante porque conecta 
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la ciudad de Montevideo con el puente interna- 
cional Fray Bentos-Puerto Unzué. Los alumnos 
que asisten a dicha escuela, indefectiblemente 
tienen que cruzar la Ruta Nacional N* 12, ya que 
de un lado está emplazada la escuela y del otro 
lado se encuentra el centro poblado, existiendo 
además, una curva peligrosa justo frente a la 
referida escuela, lo que aumenta el riesgo que 
corren los niños y adultos que transitan por allí, 
así como todos los habitantes de la villa. Por 
lo expuesto, solicito se construyan lomadas en 
la referida intersección, para prevenir cualquier 
accidente que más tarde se tenga que lamentar. 
Saludo al señor Presidente muy atentamente. 
Edgardo Prado, Representante por Flores". 


T) Exposición del señor Representante 
Edgardo Prado al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te, con destino a la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado, acerca de la 
realización de obras de saneamiento en la 
localidad de Ismael Cortinas, departamen- 
to de Flores. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, con destino a la 
Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado (OSE). La villa Ismael Cortinas está 
ubicada en el departamento de Flores, a sesenta 
kilómetros de la capital siendo el primer centro 
más poblado después de la ciudad de Trinidad. 
Tiene una concentración urbanística importante, 
contando con tres planes de viviendas de la 
Comisión Honoraria Pro Erradicación de la 
Vivienda Rural Insalubre (MEVIR), y un desarro- 
llo cuya comunidad aspira mejorar. En la capital 
del departamento se han realizado importan- 
tísimas obras de saneamiento, por medio de 
OSE, cuyo emplazamiento ha abarcado gran 
cantidad de calles, brindando así, a la ciudad, 
una significativa mejora en bien de la comuni- 
dad. Por lo expuesto, solicitamos se extiendan 
las obras de saneamiento a villa Ismael 
Cortinas, tan necesarias en los tiempos por los 
que atraviesa su capacidad activa y comuni- 


taria. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. Edgardo Prado, Representante 
por Flores". 


MEDIA HORA PREVIA 


7.— Política en materia de 


producción azucarera 


— Se entra a la media hora previa. 
Tiene la palabra el señor Diputado Sellanes. 


SEÑOR SELLANES.— Señora Presidenta: en 
estos días hemos recorrido con el señor 
Diputado Agazzi una zona muy importante de 
nuestro país. Me refiero concretamente a Bella 
Unión. 

Allí hemos mantenido entrevistas con distin- 
tos sectores de actividad -cooperativistas, pro- 
ductores, sindicatos obreros, Centro Comercial, 
periodistas, transportistas, etcétera-, y hemos 
constatado algunos hechos; entre ellos, el 
descreimiento de la gente en las políticas 
económicas llevadas adelante en el país, que 
han hecho tracasar diversos emprendimientos 
productivos y que han generado una situación 
de desempleo generalizado con la consecuente 
crisis social y económica en la zona. 

A partir de 1992, año en que se comienza 
a desmantelar el complejo azucarero nacional, 
se agrava el desempleo. De los cinco mil 
puestos de trabajo generados por diez mil 
hectáreas de caña de azúcar, con CALNU 
trabajando a pleno, sólo quedan mil doscientos 
en las poco menos de tres mil hectáreas de caña 
que aún subsisten. 

Hace años que los productores reciben el 
mismo precio por la caña. Los salarios han 
perdido valor progresivamente, no alcanzando 
ya para vivir. 

Los comerciantes sufren el descenso de la 
actividad, fruto del desempleo y de los bajos 
salarios, y deben enfrentar, además, la compe- 
tencia del comercio brasileño cercano y del 
comercio informal al que recurren cientos de 
desempleados para subsistir. 

Hoy sólo se produce el 15% de azúcar a nivel 
nacional; el 85% es importado de Brasil por una 
empresa multinacional en forma de crudo y 
luego refinado en CALNU, 

Simultáneamente con el descenso de la 
producción de caña, se comienza un proceso de 
reconversión hacia la producción de hortalizas, 
con el apoyo del fondo de reconversión 
generado a través de diversos instrumentos. 
Utilizando precios mínimos de exportación y 
exoneraciones fiscales a la importación de 
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crudo, se construye una planta de congelado 
única en el país y los productores comienzan 
a producir hortalizas, en parte con destino al 
mercado interno, pero fundamentalmente para la 
exportación. Tal es el caso del brócoli, que se 
exportaba totalmente hacia Brasil. 

Hoy en día, atraso cambiario y devaluación 
brasileña del 13 de enero de 1999 mediante, las 
cámaras están atestadas de productos congela- 
dos que próximamente deberán ser regalados o 
sencillamente tirados porque no se pueden 
exportar y, además, el costo del frío está 
llegando a igualar el valor del producto. 

Es necesario decir que tanto Brasil como 
Argentina subsidian y protegen su producción de 
azúcar, la que también es muy subsidiada y 
protegida a nivel mundial; tanto es así que está 


fuera de los acuerdos comerciales de la 
Organización Mundial del Comercio y del 
MERCOSUR. 


Nada hace prever que antes del año 2006 
esto pueda ser modificado y, en consecuencia, 
se hace imprescindible, por lo menos, continuar 
con la política azucarera actual para que esta 
situación no se agrave aún más. 

Más allá de matices, todos los sectores están 
reclamando el mantenimiento de la industria, 
pues en caso de caer CALNU, las consecuen- 
cias para la zona serían impredecibles. 

A esta altura, pensamos que es imprescindi- 
ble que se instale con urgencia una mesa de 
diálogo con todos los sectores involucrados: 
productores, cooperativistas, comerciantes, sin- 
dicatos de trabajadores y el Estado, a través de 
los Ministerios de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, de Industria, Energía y Minería, de 
Trabajo y Seguridad Social y de Economía y 
Finanzas. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada a los citados Ministerios, 
así como a CALNU, a CALAGUA, al Sindicato 
Obrero de CALNU -Artigas-, a la Unión de 
Trabajadores Azucareros de Artigas, al Sindicato 
Unico de Trabajadores Rurales de Artigas, al 
Centro Comercial de Bella Unión y a la Junta 
Local Autónoma de Bella Unión. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cincuenta y siete en cincuenta y nueve: 
Afirmativa. 


8.— Gestión de la Dirección 


Nacional de Vialidad en 
el período 1995-1999 


Tiene la palabra el señor Diputado Falco. 


SEÑOR FALCO.— Señora Presidenta: mu- 
chas veces -por no decir siempre-, en razón de 
nuestra función, nos vemos obligados, y a veces 
tentados de más, a utilizar esta media hora 
previa para destacar hechos o situaciones que 
tienen una connotación negativa, que involucran 
quejas, representan una denuncia o hacen 
pública una situación que pone de manifiesto 
una insatisfacción o irritación de pocos, bastan- 
tes o muchos integrantes de nuestros pueblos, 
ciudades o, en definitiva, de la sociedad toda. 

Hoy, por el contrario, vamos a hacer hincapié 
en hechos positivos, alentadores, comprobables, 
que ocurren en la Administración Pública, tantas 
veces vilipendiada, los cuales están pautando un 
nuevo camino y, sin embargo, no han tenido la 
difusión que merecen. 

Concretamente, queremos hacer referencia a 
un libro que hemos recibido, que documenta la 
gestión de la Dirección Nacional de Vialidad, 
dependiente del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, en el que se encuadran 
aspectos de la importante gestión llevada 
adelante entre los años 1995 y 1999, 

De la lectura del mismo -que a todos 
recomendamos-, entre otras muchísimas cosas 
que por su extensión no podemos mencionar en 
el día de hoy, queremos destacar aspectos como 
el balance de gestión de los años antes 
mencionados y la actualización de los valores 
de lo que ha sido el incremento del patrimonio 
vial, indicador que reúne diferentes parámetros 
técnicos y que a partir de 1998, y por primera 
vez, se ha ubicado en niveles admisibles, según 
la metodología desarrollada e impulsada por la 
CEPAL. 

Asimismo, comprobamos que se ha aumen- 
tado notoriamente el monto de la inversión en 
obras por contrato. El estado de la caminería 
rural ha ido mejorando paulatinamente y ha 
dejado de ser una limitante para el desarrollo 
y el crecimiento. 

El avance de las obras por administración 
-tanto el ordinario como el extraordinario- ha 
sido sustancial. A lo largo del quinquenio, el 
país concretó el comienzo de las obras en la 
primera concesión vial a privados, que invierten 
en la ejecución de las obras iniciales exigidas 
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por la Administración y rescatan su inversión en 
forma diferida con el cobro de peajes. 

De igual manera, el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, por intermedio de la Dirección 
Nacional de Vialidad, administra las obras 
correspondientes al Plan Forestal con la finali- 
dad de realizar el acondicionamiento carretero 
pertinente para el transporte de los grandes 
volúmenes de producción forestal que está 
generando nuestro país desde hace algunos 
años y que a partir del próximo año tendrán un 
pronunciado aumento. 

Podríamos seguir destacando otras importan- 
tísimas concreciones que han logrado la Direc- 
ción Nacional de Vialidad y el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas todo, en este 
período al que nos referimos, pero quiero 
señalar específicamente dos hechos, en mi 
opinión fundamentales, que pautan el nuevo 
camino al que aludíamos y la renovación exitosa 
que se está operando en este Inciso. 

El primero refiere a lo que en el resto de 
América se ha denominado como "el modelo 
Uruguay de gestión vial". En este sentido, desde 
1995 se comienzan a gestar en la Dirección 
Nacional de Vialidad transformaciones relevan- 
tes. La integración económica de la región hace 
necesaria la adecuación de la infraestructura de 
transporte, en especial la vial, a efectos de 
reducir los costos de operación, haciendo más 
competitivos a los sectores productivos. Mejorar 
la calidad del gasto, aumentar la eficiencia, 
priorizar la inversión frente al gasto, utilizar 
todas las herramientas disponibles -públicas o 
privadas- para el mantenimiento vial, son 
algunos de los objetivos planteados y alcanza- 
dos en la reforma vial uruguaya. Se buscó, 
además, crear la mística del servicio al usuario, 
defendiendo estándares elevados en cada tramo 
de la red vial y estableciendo un programa de 
acción para lograrlo. 

La reforma de la gestión vial se ha basado 
en cuatro pilares. En primer lugar, se hizo una 
inversión importante en la construcción de obras 
nuevas, rehabilitación de tramos y reconstruc- 
ción de puentes. En segundo término, se trató 
de asegurar los recursos para el mantenimiento 
de la red. Aquí me permito destacar la 
innovación consistente en que tuncionarios de 
la Dirección Nacional de Vialidad se transtorma- 
ran en empresarios e hicieran el mantenimiento 
vial desde el sector privado, en lo que se 
denominan contratos de largo plazo por nivel de 
servicio, que tienen como característica compro- 
meter resultados ante los contribuyentes y rendir 
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adecuadamente a los usuarios. 

En tercer lugar, se buscó incorporar activa- 
mente a los privados en la gestión y 
financiamiento de las carreteras; aquí destaco 
las concesiones de obra pública. 

En cuarto término, se intenta fortalecer a la 
Dirección Nacional de Vialidad como institución 
pública, encargada de administrar el sistema vial 
y de canalizar la inversión pública y privada a 
la red vial. 

Por último, quiero destacar la realización de 
algo inusual. Me refiero a una encuesta 
efectuada entre los usuarios de las carreteras, 
cuyo resultado fue que el 67% de las personas 
encontró que en el año 1999 su estado era 
satisfactorio o muy satisfactorio. 

Como decía al principio, en épocas donde lo 
común, lo cotidiano es la queja y la denuncia, 
a veces sin siquiera tener la información 
correcta, poniendo en la misma bolsa distintas 
gestiones, me pareció oportuno acercar elemen- 
tos positivos y realizaciones de metas y 
objetivos concretados por uruguayos, para 
uruguayos. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras se envíe al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Sesenta en sesenta y tres: Afirmativa. 


9.-— Conveniencia de elevar a 


la categoría de ciudad a 
Rincón de la Bolsa, de- 
partamento de San José 


Tiene la palabra el señor Diputado Ibarra. 


SEÑOR IBARRA.— Señora Presidenta: en la 
tarde de hoy me voy a ocupar de una localidad 
muy cercana a Montevideo, perteneciente al 
departamento de San José. Me refiero a Rincón 
de la Bolsa, zona acerca de la cual solicitamos 
hace muy pocos días que se retirara del archivo 
un proyecto de ley presentado oportunamente 
por algunos señores legisladores, entre ellos los 
ex Diputados Prieto, Arena y Bolla y el señor 
Diputado Chápper. 

En función de lo constatado en la visita que 
hicimos en estos días a Rincón de la Bolsa, 
consideramos que es importante aprobar el 
proyecto de ley por el que se declara ciudad a 
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la superficie territorial ubicada entre las riberas 
norte y oeste del río Santa Lucía hasta su 
desembocadura en el Río de la Plata. 

Todos sabemos la importancia que ha 
adquirido esta localidad de Rincón de la Bolsa 
-más de treinta mil uruguayos viven allí-, y es 
imprescindible que esa 7* Sección Judicial del 
departamento de San José ofrezca un mejor 
panorama urbanístico, ya que en Rincón de la 
Bolsa existe un gran desorden. Por lo tanto, se 
exige un rápido ordenamiento, que evite males 
muy importantes que la zona tiene en este 
momento. 

Rincón de la Bolsa posee servicios que, sin 
duda, lo habilitan para ser declarado ciudad, ya 
que cuenta con un liceo que alberga a casi mil 
estudiantes, escuela técnica, juzgado, dos 
comisarías seccionales, escuelas públicas con 
más de dos mil alumnos, cuatro policlínicas de 
Salud Pública, varias dependencias de servicio 
médico mutual y un número muy elevado de 
comercios de todos los ramos. 

En su momento, presenté una serie de 
pedidos de informes a distintos Ministerios con 
relación a servicios a prestar en Rincón de la 
Bolsa y he recibido muy pocas respuestas en 
ese sentido. Los voy a enumerar porque, 
hablando con los vecinos, he comprobado que 
la mayor parte de los veintitrés planteamientos 
que realizara en 1998 todavía no han sido 
solucionados. Uno de ellos refiere al funciona- 
miento del peaje sobre el río Santa Lucía, con 
respecto al cual los vecinos plantean la 
necesidad de que sea instalado más adelante, 
es decir, a aproximadamente treinta kilómetros 
de la capital, tal como se hace en la mayor parte 
de las rutas. En este caso se está actuando con 
un sentido de desigualdad con referencia a los 
vecinos de Rincón de la Bolsa. 

Otro tema es el de los trágicos accidentes de 
tránsito que se suceden periódicamente en dicha 
localidad, más allá de que el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas está acondicionan- 
do la ruta vieja a través de enjardinados y 
electrificación, así como de canteros que 
permitirán una mejor circulación. 

Por otro lado, queremos hacer referencia al 
tema de la seguridad pública. Hace muy pocos 
meses se instaló la segunda seccional policial, 
lo que ha permitido un mayor patrullaje en la 
zona, pero sigue habiendo una ola muy 
importante de robos y delitos contra la propiedad 
y las personas. Por lo tanto, es necesario 
continuar reforzando los servicios. 


Otro aspecto a destacar tiene que ver con el 
traslado de los estudiantes para que puedan 
acceder a los locales de estudio. En este 
sentido, es necesario encontrar la forma de 
otorgar más cantidad de abonos y boletos para 
el área metropolitana. 

Otro punto es la construcción de una plaza 
de deportes y gimnasio cerrado, para que los 
jóvenes puedan tener un lugar de esparcimiento, 
así como un salón comunal. 

También debemos mencionar la necesidad de 
instalar una oficina de identificación Civil y un 
destacamento de bomberos. 

Se denunció una superpoblación muy impor- 
tante en las escuelas de la zona. Asimismo, 
todavía falta culminar la segunda etapa del 
suministro de agua potable por parte de OSE. 
A su vez, se planteó la necesidad de regularizar 
los planos de los terrenos, ya que hay vecinos 
que hace treinta años que están esperando 
dicho trámite para ser realmente propietarios. 

El último tema, que es el más importante, 
refiere a la búsqueda de soluciones con la 
finalidad de generar fuentes de trabajo en la 
zona para los hombres, las mujeres y los 
jóvenes que viven en dicha localidad. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras se curse a la Intendencia Municipal y 
la Junta Departamental de San José, a los 
Ministerios de Transporte y Obras Públicas y del 
Interior, a OSE, a la ANEP y a la Comisión 
Nacional de Educación Física. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cincuenta y siete en sesenta y uno: Afirma- 
tiva. 


10.— Necesidades del Centro 
Materno Infantil de San- 
ta Lucía, departamento 
de Canelones 


Tiene la palabra el señor Diputado Legnani. 


SEÑOR LEGNANI.— Señora Presidenta: hoy 
nos queremos referir a una obra muy positiva 
que se ha desarrollado a lo largo de estos años 
en la ciudad de Santa Lucía. El edificio que se 
ha construido por contribución popular y en 
convenio con distintos organismos del Estado 
hace ya más de treinta años, ocupa una 
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superficie que supera los setecientos metros 
cuadrados. Estoy hablando del Centro Materno 
Infantil de Santa Lucía, que presta diversos 
servicios. Allí funciona el Jardín de Infantes 
N* 243 de Educación Primaria. Además, los 
sábados, desde hace cuatro o cinco años, un 
grupo de Cruz Roja Juvenil de Santa Lucía 
organiza almuerzos para los chicos en situación 
de calle y provenientes de familias muy 
deprimidas económicamente. 

Reitero que este edificio tiene más de treinta 
años de construido. 

El funcionamiento de este centro representa 
una satistacción para todos los santalucenses, 
independientemente de su color político. Es 
dirigido por la Comisión Directiva de una ONG, 
electa por los socios de la institución, y en el 
mes de mayo de cada año se realiza una 
rendición de cuentas ante la asamblea de 
socios, en la cual se informa de la gestión 
financiera, la marcha de los distintos programas 
y los nuevos proyectos. 

Queremos señalar que el último sábado, 
desde su edificio, se realizó la trasmisión radial 
de un programa que tiene numerosa audiencia 
en toda la región, denominado "Desde la Ciudad 
del Río", en el que se expusieron varios de los 
problemas que tiene la institución para seguir 
funcionando y prestando estos servicios. 

En este momento, afronta la necesidad de 
impermeabilizar los más de 677 metros cuadra- 
dos de techo a un costo estimado de $ 80.000, 
cablear a nuevo la instalación eléctrica y 
sustituir las cañerías de agua corriente por otras 
nuevas. Pero, además, dadas las demandas del 
alumnado -que es muy especial, ya que las 
familias de quienes lo constituyen tienen 
acentuados problemas económicos-, es necesa- 
ria la construcción de una nueva aula y de un 
salón comunal. Por ese motivo, desde mediados 
del año pasado se vienen realizando gestiones 
ante el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas para firmar un nuevo convenio que 
posibilite la construcción de las obras citadas y 
de otras también proyectadas. 

Por otra parte, los padres de los alumnos que 
concurren allí y los representantes de las 
distintas comisiones de apoyo de los vecinos 
señalan que Primaria no contribuye económica- 
mente en nada y sólo designa las maestras 
especializadas para el jardín de infantes. Pero, 
lógicamente, el funcionamiento del centro de- 
manda una serie de gastos, inclusive para el 
apoyo de la gestión de Primaria, como el 
comedor escolar, teléfonos y otros. Esto da 


lugar al reclamo de los vecinos a fin de que 
Primaria aporte, aunque más no sea, para el 
gasto de estos items. 

Todas estas medidas tienden a mantener 
como es debido una institución que cuenta con 
el beneplácito no sólo de las autoridades, sino 
de todos los vecinos de la zona. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada al señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas, al Consejo de 
Educación Primaria, a la Presidencia del INAME, 
a la Dirección de Centros CAIF y a la Dirección 
del Centro Materno Infantil de Santa Lucía. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cincuenta y siete en cincuenta y nueve: 
Atfirmativa. 


11.-—Situación del sistema 


nacional de salud mental 
Tiene la palabra la señora 
Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.— Señora Presiden- 
ta: la Organización Mundial de la Salud define 
la salud como "un estado de completo bienestar 
físico, mental y social y no solamente la 
ausencia de afecciones o enfermedades". 

El sistema nacional de salud de un país se 
puede medir, para su evaluación, desde distintos 
ángulos: el dinero gastado en salud por 
habitante, la cantidad de personal e infraestruc- 
tura por habitante, el número de camas por 
habitante, los índices de mortalidad infantil, el 
volumen de las campañas de prevención, 
etcétera. 

Son siempre ángulos parciales de un todo 
complejo para medir y cumplir con lo dicho por 
la OMS: "el completo bienestar físico, mental y 
social". Estas mediciones posibles son, enton- 
ces, algunos de los indicadores a la hora de 
evaluar un sistema. Pero podemos encarar esa 
evaluación de otra forma. Un médico británico 
especializado en este tipo de diagnóstico, es 
decir, en el de la situación de un país, decía 
que en dicha evaluación debemos fijarnos ante 
todo cómo funcionan la salud infantil y mental, 
y que si el sistema falla en estos aspectos, falla 
en general. 

Entre las cuatro o cinco preocupaciones 
básicas de nuestro pueblo hoy se encuentra la 


Diputada 
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salud. Si vamos a lo dicho por el médico 
británico, vemos que la salud mental es un 
sector por demás olvidado. 

En el informe de 1997 sobre la salud en el 
mundo, la OMS establece que cuarenta y cinco 
millones de personas sufren de esquizofrenia y 
veintiocho millones de personas se exponen a 
importantes riesgos para la salud al utilizar 
sustancias psicoactivas distintas del alcohol, el 
tabaco o los solventes volátiles. 

Nuestro sistema nacional de salud mental, al 
cerrar el Hospital Musto -una de las más 
modernas plantas hospitalarias del país-, cuenta 
con dos centros de atención: Colonia Etchepare 
y Hospital Vilardebó. Han cerrado también 
algunos servicios de atención de la salud mental 
de otros hospitales públicos en el interior del 
país. El sistema mutual cubre parcialmente este 
tipo de enfermedades y sus pacientes a la larga 
son derivados al Hospital Vilardebó. Entonces, 
este hospital recibe un volumen de pacientes 
muy por encima de sus posibilidades. Como todo 
hospital psiquiátrico, cobija situaciones límite y 
dolorosas. Funciona en un viejo edificio, que en 
su época debe de haber sido emblemático, pero 
que al día de hoy presenta un sinfín de 
carencias que hacen aún más penosa la 
situación de los ciudadanos allí internados y, si 
la vida diaria en ese recinto tan carente de todo 
se hace posible, es gracias a la dignísima 
actitud ética de sus funcionarios de todas las 
categorías, que con enorme sacrificio, creativi- 
dad y amor por su tarea, suplen lo que falta. 

Además, ese plantel de funcionarios, desde 
los médicos y los técnicos a los porteros, está 
totalmente postergado en cuanto a salarios y 
recursos para su trabajo. Tenemos la certeza de 
que, sin el sacrificio de ese puñado de 
compatriotas, el sistema de salud mental se 
derrumbaría, y parece que no nos diéramos 
cuenta de la gravedad e injusticia que esto 
supone. 

Por otra parte, hoy no confluyen a ese 
hospital sólo los enfermos mentales; la droga 
lleva allí un volumen desgraciadamente impor- 
tante y en crecimiento de población para 
atender, sobre todo de jóvenes. Esa población 
trae muchas veces en sus espaldas una 
problemática social a la cual el hospital no 
puede brindar apoyo y sólo da una solución 
limitada. Esto trae como consecuencia la 
reincidencia de dichos jóvenes, lo que acarrea 
su destrucción paulatina. Es importante destacar 
que no se pueden mezclar patologías de tan 


diversa naturaleza, pues eso hace peligrar los 
posibles resultados. 

No podemos hipotecar el futuro de nadie y 
menos el de los jóvenes. Es necesario tener un 
gesto firme con relación al sistema nacional de 
salud en general y al mental en particular. Esto 
supone recursos técnicos, de infraestructura, 
programas, dinero, etcétera, que son inversiones 
en salud y al mismo tiempo en el país. Hay que 
invertir en los funcionarios, en el hospital y en 
programas de apoyo. 

Un médico gana como sueldo básico 
$ 1.287,19 y un asistente social percibe 
$ 1.182,38, y para muestra basta un botón. 

Sabemos que el Hospital Vilardebó no tiene 
marketing, no es presa rentable para alguna 
tercerización, y cobija una situación por demás 
dura que no se puede eludir. 

Entre las muchas personas que hoy viven en 
la calle hay una proporción de enfermos 
mentales a los que el sistema de atención 
ambulatoria y el cierre del Hospital Musto 
expulsó de un control hospitalario. Cientos de 
las llamadas casas de salud cobijan en pésimas 
condiciones a personas que a veces sólo 
cuentan con una magra pensión por discapacidad. 
La vida de las familias de hoy en viviendas de 
reducidas superficies o demasiado precarias, 
con ingresos muy ajustados, lleva a que muchas 
de ellas no puedan hacerse cargo de sus 
familiares enfermos. 

Entendemos que esta problemática es parte 
de la emergencia nacional; sin embargo, en el 
proyecto de ley de urgente consideración que 
ingresó en estos días no figura ningún artículo 
referido a la salud. ¿Será que el estado de salud 
de la población salió del CTI? 

En el próximo mes de agosto ingresará al 
Parlamento el proyecto de ley de Presupuesto 
Nacional a fin de ser analizado. Queremos que 
desde hoy el tema quede aquí y llegue a quienes 
remitirán la iniciativa presupuestal, por lo que 
solicitamos que la versión taquigráfica de 
nuestras palabras sea enviada a la Dirección y 
a los funcionarios del Hospital Vilardebó, al 
Ministerio de Salud Pública, a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y a la Presidencia 
de la República. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Sesenta en sesenta y dos: Afirmativa. 
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12.- Conmemoración del Día de 
los Trabajadores 


Tiene la palabra el señor Diputado Bentancor. 


SEÑOR BENTANCOR.— Señora Presidenta: 
a pocas horas de la conmemoración tradicional 
del 12 de mayo, entendemos ineludible, en lo 
personal y para quienes como yo venimos del 
movimiento sindical, y posiblemente para todos 
los integrantes de este Cuerpo, prestar atención 
al mensaje emitido por los trabajadores organi- 
zados del país a través de su central única, el 
PIT-CNT, 

El movimiento sindical uruguayo tiene un 
enorme y bien ganado prestigio a nivel nacional 
e internacional por su unidad, por su pluralidad 
e independencia político-partidaria; pero también 
se distingue porque, al elaborar sus propuestas, 
deja de lado cualquier inclinación corporativista 
para opinar, intervenir, movilizar y aportar las 
soluciones que necesitan no sólo los trabajado- 
res a quienes representa, sino el conjunto del 
país. 

Basta señalar lo que fue el aporte de nuestra 
central sindical en el proceso de reconquista de 
la democracia en el Uruguay. Por la restauración 
institucional el movimiento sindical uruguayo 
aportó lo mejor de su esfuerzo, pagando un alto 
precio en persecución, en exilio, en cárcel, en 
desaparición y muerte de muchos de sus 
militantes. 

Por estas razones -entre otras-, cuando en 
el Día de los Trabajadores se oye la voz del 
PIT-CNT, creemos que el Parlamento debe 
escuchar y -más allá de que se pueda compartir 
o no algunos dichos de la proclama- rescatar 
con sensibilidad los temas medulares de su 
mensaje a fin de ofrecer soluciones a la crisis 
que atraviesa un sector tan importante de 
nuestra sociedad. 

Sería una verdadera pena que el acto del 1? 
de mayo -que, además, ahora se efectúa frente 
a la sede de este Parlamento- se convirtiera en 
parte del folclore nacional y que un importante 
sector de la sociedad emitiera su mensaje, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social respon- 
diera por la noche con su tradicional discurso 
y, al día siguiente, el Parlamento no hiciera una 
reflexión profunda acerca de lo que se manifestó 
en el acto. 

Como se recordará, el día que asumimos 
nuestros cargos todos los sectores que integra- 
mos este Parlamento recibimos del PIT-CNT una 
clara enunciación de sus problemas, de sus 


conflictos, acompañada de una serie de pro- 
puestas, que se podrán compartir o no, pero que 
no se pueden ignorar. 

Desde nuestro punto de vista, la proclama 
realizada en la tarde de ayer fue equilibrada, 
medida, centrada, serena y firmemente asumida. 
Se reconocen y se apoyan algunas medidas 
adoptadas por el actual Poder Ejecutivo en el 
campo de los derechos humanos y se señala, 
a su vez, el sombrío panorama que se atraviesa 
en materia de empleo, libertades, derechos, 
fueros sindicales, negociación colectiva, etcéte- 
ra, es decir, todos los factores determinantes de 
un alto nivel de conflictividad. 

Por último, quisiera "aterrizar" estas reflexio- 
nes haciendo referencia a un par de conflictos 
que son una demostración de nuestra incapa- 
cidad para aportar soluciones razomables y 
justas. 

Hace más de un año que tos trabajadores de 
Cristalerías del Uruguay ocupan su lugar de 
trabajo esperando en vano una solución. En este 
caso, están dadas todas las condiciones para 
encontrar la solución, pues existe un estableci- 
miento modernamente equipado, trabajadores 
calificados, un producto necesario para el país, 
un mercado nacional privado y público que ha 
comprometido sus compras y un aval de la 
Intendencia Municipal de Montevideo para ga- 
rantizar los aspectos económicos de la opera- 
ción, en la que los trabajadores han colocado 
más de un millón de dólares, provenientes de 
sus propios despidos, para contribuir al fondo 
que haga posible el emprendimiento. 

Quiero citar otro ejemplo, que es el de la 
fábrica de transformadores eléctricos Mak S.A., 
ocupada hace aproximadamente seis meses por 
más de cien trabajadores. Se trata de un 
establecimiento de tecnología de punta, con 
gente jerarquizada técnicamente para llevarlo 
adelante. El cliente más importante de dicho 
establecimiento es una empresa pública, UTE, 
con la que celebró convenio por varios años; es 
una fábrica de gran nivel, que tiene posibilida- 
des de exportar. 

No quisiéramos que esta temática fuera 
abandonada; no alcanza con hacer invocaciones 
al diálogo social, necesario pero no suficiente 
para resolver estos problemas. Se necesita 
voluntad política por parte de todos nosotros 
para crear un ámbito de negociación colectiva 
y, a través de una ley, trazar el marco necesario 
para que empresarios y trabajadores tengan la 
posibilidad de enfrentar las dificultades y se 
logre el reconocimiento de las libertades sindi- 
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cales y del fuero sindical. 

Hacemos votos para que, en beneficio de los 
intereses del país y del propio prestigio de este 
Parlamento, podamos encontrar entre todos 
soluciones concretas a los problemas que en el 
día de ayer,, 1? de mayo, nos hizo presentes el 
movimiento sindical uruguayo. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada a los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social y de Industria, 
Energía y Minería y al PIT-CNT. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 
— Cincuenta y ocho en sesenta: Afirmativa. 


Ha finalizado la media hora previa. 


13.-— Incorporación a la Cáma- 
ra del señor Represen- 
tante Bergstein 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra para una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señora 
Presidenta: en nombre de la bancada del Foro 
Batllista, queremos destacar que hoy ingresa a 
nuestra Cámara el señor Diputado Bergstein, 
que es una de las personalidades especialmente 
consideradas por todo nuestro Partido debido a 
sus cualidades personales, intelectuales y polí- 
ticas. 

Este hombre, nacido en una cuna muy 
humilde e hijo de inmigrantes, se recibió de 
abogado, integró la cátedra de Derecho Penal 
y se dedicó al servicio comunitario durante 
muchísimos años; posteriormente ingresó en la 
función pública, primero como Subsecretario de 
Educación y Cultura -ocupó la titularidad de la 
Cartera en reiteradas oportunidades-, luego 
como Senador y hoy llega a la Cámara de 
Diputados. 

Nosotros mostramos nuestro especial regoci- 
jo por la incorporación a la Cámara de nuestro 
amigo, el doctor Nahum Bergstein, y nos 
permitimos señalar dos hechos que revelan la 
capacidad intelectual y la modestia que él ha 
tenido tantas veces en la actividad que ha 


desarrollado desde el punto de vista comunita- 
rio. 

A partir del año 1981 presidió, durante seis 
años, el Comité Central Israelita del Uruguay. En 
el momento en que asumió el cargo se convirtió 
en la primera persona -me refiero a integrantes 
de instituciones no partidarias de ningún tipo- en 
anunciar, en su calidad de Presidente, el 
propósito personal y el de su comunidad de 
reinstitucionalizar el país. Su palabra tuvo una 
enorme repercusión a nivel internacional 
-estamos hablando del año 1981- y resultó muy 
importante, también, dentro de nuestro país. 

Asimismo, quiero destacar otro hecho que no 
es conocido. Como representante del Comité 
Central Israelita del Uruguay en el Congreso 
Mundial llevado a cabo en la ciudad de 
Washington en enero de 1983, tue invitado 
especialmente por el entonces señor Presidente 
de los Estados Unidos de América, Ronald 
Reagan, para mantener una entrevista personal. 
El Presidente Reagan lo consultó sobre la 
situación imperante en esos años en Uruguay 
y mantuvo permanente contacto con él, después 
de esa reunión celebrada en enero de 1983, a 


los efectos de interesarse por la realidad 

institucional que vivía nuestro país. 
Consecuentemente, tenemos el honor de 

contar en nuestra bancada con el señor 


Diputado Bergstein. 
Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Da- 
mos la bienvenida al señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señora Presidenta: 
tengo entendido que es su primera sesión como 
Presidenta del Cuerpo y me complace la 
coincidencia. 

Me abruman un poco las palabras de mi 
amigo, el señor Diputado Fernández Chaves. No 
tengo ni he tenido la trascendencia que él me 
atribuye, pero usted sabe, señora Presidenta, 
que la simpatía recíproca que nos podemos 
profesar nos lleva a veces a sentir las cosas de 
determinada manera. 

Lamento que en la Cámara de Representan- 
tes no esté instituido el juramento cuando un 
ciudadano se incorpora al Cuerpo, por lo que 
ese juramento significa como actitud espiritual 
y política, como compromiso, como obligación, 
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y porque, cuando se jura por la Constitución y 
las leyes cumplir debidamente con las funciones 
del cargo, eso implica también un signo de 
respeto hacia la función que todos tenemos que 
desempeñar, que es la verdadera protagonista. 
A nuestro juicio, al menos, la protagonista en 
este recinto es la tarea que tenemos que 
desempeñar y no nuestras personas, porque 
aquí, en este recinto, está el corazón de la 
democracia representativa, la cual implica que 
los diversos sectores de la sociedad a los que 
aspiramos a representar, se sientan -valga la 
redundancia- representados por nosotros. Y en 
el momento en que dejan de sentirse represen- 
tados, quizás se ponga en juego la credibilidad 
del sistema. 

Al incorporarme a este Cuerpo, prácticamente 
en los inicios de la Legislatura, debo señalar 
que, para mí, ésta es la función más importante 
que hasta la fecha he tenido ocasión de 
desempeñar en el servicio público, Por eso 
quiero decir, en primer término, a la doctora 
Adela Reta -quien me llevó al servicio público 
hace trece o catorce años-, al señor Presidente 
de la República, al anterior Presidente, doctor 
Julio María Sanguinetti, a ustedes, señores 
Diputados, y a mis correligionarios y amigos, 
que pondré al servicio del cargo el mayor de los 
estuerzos. 

Muchas gracias. 


(Aplausos) 


14.-— Licencias 
Integración de la Cámara 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Dese 
cuenta del informe de la Comisión de Asuntos 
Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar las solicitudes de licencias 
siguientes: 


Del señor Representante Ramón Fonticiella, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 2 y 5 de 
mayo del año 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Eduardo 
Muguruza. 


Del señor Representante Juan Justo Amaro, 
por motivos personales, inciso tercero del 


artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 2 y 21 de 
mayo del año 2000, convocándose a la suplenta 
siguiente, señora Stella M. Tucuna. 


Del señor Representante Ernesto Agazzi, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N?* 16.465, por el período 
comprendido entre los días 2 y 16 de mayo del 
año 2000, convocándose al! suplente correspon- 
diente siguiente, señor Esteban Pérez. 


Del señor Representante Ambrosio Rodríguez, 
sín goce de remuneración, inciso cuarto del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 2 y 31 de 
mayo del año 2000, convocándose al suplente 
siguiente, señor Mario Amestoy. 


Del señor Representante Ricardo Molinelli, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 2 y 14 de 
mayo del año 2000, convocándose a la suplenta 
correspondiente siguiente, señora Nilda Belvisi. 


Del señor Representante Juan José 
Domínguez, por motivos personales, inciso 
tercero del artículo único de la Ley N* 16.465, 
por el período comprendido entre los días 2 y 
16 de mayo del año 2000, convocándose al 
suplente correspondiente siguiente, señor Víctor 
Braccini. 


Del señor Representante Ruben Obispo, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, por el período 
comprendido entre los días 2 y 5 de mayo del 
año 2000, convocándose al suplente correspon- 
diente siguiente, señor Walter Tirelli. 


Del señor Representante Roque Arregui, sin 
goce de remuneración, inciso cuarto del artícu- 
lo único de la Ley N* 16,465, por el período 
comprendido entre los días 2 y 4 de mayo del 
año 2000, convocándose al suplente correspon- 
diente siguiente, señor Hugo Cuadrado. 


De la señora Representante Martha Montaner, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N?2 16,465, por el 
período comprendido entre los días 2 y 14 de 
mayo del año 2000, convocándose al suplente 
siguiente, señor Domingo Ramos. 


Del señor Representante Luis Gallo Imperiale, 
por motivos personales, inciso tercero del 
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artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 2 y 10 de 
mayo del año 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Luis Gallo 
Cantera. 


Del señor Representante Luis A. Lacalle Pou, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 10 y 16 de 
mayo del año 2000, convocándose al suplen- 
te correspondiente siguiente, señor Sergio 
Tarallo. 


Del señor Representante Tabaré Hackenbruch, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N? 16.465, por el 
período comprendido entre los días 2 y 14 de 
mayo del año 2000, convocándose al suplen- 
te correspondiente siguiente, señor Heber Du- 
que. 


De la señora Representante Nora Castro, en 
virtud de obligaciones notorias cuyo cumplimien- 
to resulta inherente a su representación política, 
literal C) del artículo único de la Ley N* 16.465, 
para participar del XVIl Congreso de la Confe- 
deración de Educadores Americanos - CEA, a 
realizarse en la ciudad de San Pablo, República 
Federativa del Brasil, por el período compren- 
dido entre los días 4 y 8 de mayo del año 2000, 
convocándose al suplente correspondiente si- 
guiente, señor Eduardo Bonomi. 


Del señor Representante José Carlos Mahía, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 2 y 16 de 
mayo de 2000, convocándose a la suplenta 
correspondiente siguiente, señora Gabriela Ga- 
rrido". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Sesenta y ocho en setenta y tres: Afirmativa. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en 
las fechas indicadas. 


(Antecedentes:) 


Martes 2 de mayo de 2000 


“Montevideo, 24 de abril de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 


Por medio de la presente solicito, de acuerdo 
al artículo 1% de la Ley N* 10.618, del 24 de 
mayo de 1945, se nos otorgue licencia, por 
motivos personales, entre los días 2 al 5 de 
mayo del presente año. 


De la misma forma solicitamos se convoque 
a nuestro primer suplente, Dr. Eduardo Muguruza, 
quien no tiene impedimentos constitucionales 
para ejercer nuestra suplencia. 


Sin otro particular, le saluda. 


Ramón Fonticiella 
Representante por Salto". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Salto, Ramón Fonticiella. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 2 y 5 de mayo de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 5 de mayo de 2000, al señor Representan- 
te por el departamento de Salto, Ramón 
Fonticiella. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N?* 303 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Eduardo Muguruza. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 
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"Montevideo, 25 de abril de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Al amparo de la Ley N* 16.465 solicito al 
Cuerpo que tan dignamente preside se sirva 
concederme licencia desde el 2 de mayo al 21 
de mayo de 2000, inclusive, por razones 
personales. 


Sin otro particular, saluda a Ud. 


atentamente. 


muy 


Juan Justo Amaro Cedrés 
Representante por Florida". 


"Montevideo, 25 de abril de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Habiendo sido convocado por el Cuerpo que 
tan dignamente preside, el que suscribe, Alberto 
Martínez, en calidad de primer suplente del Sr. 
Diputado Juan Justo Amaro Cedrés, comunica 


que por esta única vez no acepta dicha 
convocatoria. 
Sin otro particular, saluda a Ud. muy 


atentamente. 


Alberto Martínez". 


“Montevideo, 25 de abril de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Habiendo sido convocado por el Cuerpo que 
tan dignamente preside, el que suscribe, Luis 
Oliva, en calidad de segundo suplente del Sr. 
Diputado Juan Justo Amaro Cedrés, comunica 
que por esta única vez no acepta dicha 
convocatoria. 


Sin otro particular, saluda a Ud. 


atentamente. 


muy 
Luis Oliva". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 


personales del señor Representante por el 
departamento de Florida, Juan Justo Amaro 
Cedrés. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 2 y 21 de mayo de 2000, 


2) Que, por esta vez, no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto los suplentes 
correspondientes siguientes, señores Alberto 
Martínez y Luis Oliva. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artícu- 
lo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo 
de 1945, y por el inciso tercero del artículo único 
de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 21 de mayo de 2000, al señor Representante 
por el departamento de Florida, Juan Justo 
Amaro Cedrés. 


2) Acéptanse las negativas que, por esta vez, 
han presentado los suplentes correspondientes, 
señores Alberto Martínez y Luis Oliva. 


3) Convóquese por Secretaría, para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, a la suplenta correspondiente siguiente 
de la hoja de votación N* 22 del Lema Partido 
Colorado, señora Estela M. Tucuna. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 24 de abril de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito al 
Cuerpo, se me conceda licencia por motivos 
personales (Ley N?* 16.465) desde el día 2 de 
mayo, hasta el día 16 (inclusive) del mismo mes. 
Asimismo solicito se proceda a la convocación 
del suplente respectivo. 
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Sin otro particular saluda a Ud. atte. 


Ernesto Agazzi 
Representante por Canelones". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Canelones, Ernesto Agazzi. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 2 y 16 de mayo de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 16 de mayo de 2000, al señor Representante 
por el departamento de Canelones, Ernesto 
Agazzi. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 609 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Esteban Pérez. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 15 de marzo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Diputados, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito a Ud., que tenga a 
bien autorizar lo pertinente para acceder a la 
licencia sin goce de sueldo, desde el día 2 de 
mayo hasta el 31 de mayo, inclusive, por 
motivos particulares. 


Lo saluda muy atte. 


Ambrosio Rodríguez 
Representante por Maldonado". 


"Comisión de Asuntos internos 


VISTO: La solicitud de licencia sin goce de 
remuneración, del señor Representante por el 
departamento de Maldonado, Ambrosio 
Rodríguez. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 2 y 31 de mayo de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y en el inciso 
cuarto del artículo único de la Ley N* 16,465, 
de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia sin goce de remune- 
ración, por el período comprendido entre los 
días 2 y 31 de mayo de 2000, al señor 
Representante por el departamento de 
Maldonado, Ambrosio Rodríguez. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación, por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 23, del Lema Partido 
Nacional, señor Mario Amestoy. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo establecido por la Ley 
N? 16.465, solicito al Cuerpo que tan dignamen- 
te preside se sirva concederme el uso de 
licencia por razones personales del 2 al 14 de 
mayo, inclusive. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Ricardo Molinelli 
Representante por Paysandú". 
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"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado para integrar el 
Cuerpo, supliendo al Diputado Ricardo Molinelli, 
comunico a usted que por esta única vez no he 
de aceptar dicha convocatoria. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Didier Bernardoni". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Paysandú, Ricardo Molinelli. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 2 y 14 de mayo de 2000. 


2) Que, por esta vez, no aceptan la convo- 
catoria de que ha sido objeto el suplente corres- 
pondiente siguiente, señor Didier Bernardoni. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, por el inciso 
tercero del artículo único de la Ley N? 16.465, 
de 14 de enero de 1994, y en el artículo tercero 
de la Ley N? 10.618, de 24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 14 de mayo de 2000, al señor Representante 
por el departamento de Paysandú, Ricardo 
Molinelli. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado el suplente correspondiente siguien- 
te, señor Didier Bernardoni. 


3) Convóquese por Secretaría, por el men- 
cionado lapso, a la suplenta correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 2000 del 
Lema Partido Colorado, señora Nilda S. Belvisi. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 


Alvarez, José María 


Mieres". 


"Montevideo, 24 de abril de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Por este medio solicito licencia por motivos 
personales, desde el 2 de mayo al 16 de mayo 
de 2000. 


Sin otro particular, le saluda atentamente. 


Juan José Domínguez 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Juan José 
Domínguez. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 2 y 16 de mayo de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N?2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 16 de mayo de 2000, al señor Representante 
por el departamento de Montevideo, Juan José 
Domínguez. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 609 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Víctor Braccini. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 
Oscar Magurno, Guillermo 


Alvarez, José María 
Mieres". 
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"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Sr. Presidente: 


Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside licencia por los días 2 al 5 de mayo del 
corriente año. 


El motivo es personal. 


Sin otro particular, 
atentamente. 


saludo a usted muy 


Ruben Obispo 
Representante por Paysandú". 


"Paysandú, 2 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Señor Presidente: 


Habiendo sido convocado por ese Cuerpo en 
mi calidad de suplente del señor Representante 
Nacional Ruben Obispo, comunico mi renuncia 
por esta única vez. 


Sin otro particular, saludo a Ud. 


atentamente. 


muy 


Gonzalo Graña". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Paysandú, Ruben Obispo. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 2 y 5 de mayo de 2000. 


2) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que ha sido objeto el suplente 
correspondiente siguiente, señor Gonzalo Graña. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de ta República, por el inciso 
tercero del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994, y en el artículo ter- 
cero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 5 de mayo de 2000, al señor Representante 
por el departamento de Paysandú, Ruben 
Obispo. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado el suplente correspondiente siguien- 
te, señor Gonzalo Graña. 


3) Convóquese por Secretaría, por el men- 
cionado lapso, al suplente correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 2121 del 
Lema Partido Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, señor Walter Tirelli. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 24 de abril de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Solicito se me conceda licencia sin goce de 
sueldo desde el 2 de mayo hasta el 4 de mayo, 
inclusive. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atte. 


Roque Arregui 
Representante por Soriano”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia sin goce de 
remuneración, del señor Representante por el 
departamento de Soriano, Roque Arregui. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 2 y 4 de mayo de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y en el inciso 
cuarto del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994, 
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La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia sin goce de remune- 
ración, por el período comprendido entre los 
días 2 y 4 de mayo de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Soriano, 
Roque Arregui. 


2) Convóquese para ¡integrar la referida 
representación, por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la hoja de 
votación N* 90, del Lema Partido Progresista- 
Frente Amplio, señor Hugo E. Cuadrado. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Diputados, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo establecido por la Ley 
N* 16.465, solicito al Cuerpo que tan dignamen- 
te preside se sirva concederme el uso de 
licencia por razones personales desde el 2 de 
mayo hasta el 14 de mayo, inclusive. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Martha Montaner 
Representante por Tacuarembó". 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Diputados, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente, 


De mi mayor consideración: 


Por la presente comunico a usted que, por 
esta vez, no he de aceptar la convocatoria para 
integrar el Cuerpo de la cual he sido objeto. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Susana Montaner". 


"Comisión de Asuntos internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales de la señora Representante por el 
departamento de Tacuarembó, Martha Montaner. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 2 y 14 de mayo de 2000. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convo- 
catoria de que ha sido objeto la suplenta 
correspondiente siguiente, señora Susana 
Montaner. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N? 16.465, de 14 de enero de 1994, y en el 
artículo tercero de la Ley N? 10.618, de 24 de 
mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 14 de mayo de 2000, a la señora Repre- 
sentante por el departamento de Tacuarembó, 
Martha Montaner. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado la suplenta correspondiente siguien- 
te, señora Susana Montaner. 


3) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 2215 del Lema 
Partido Colorado, señor Domingo Ramos. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Sr. Presidente: 


Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside licencia por los días 2 al 10 de mayo 
del corriente año. 


El motivo es personal. 
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Sin otro particular, 
atentamente. 


saludo a usted muy 


Luis José Gallo Imperiale 
Representante por Canelones". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Canelones, Luis Gallo imperiale. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 2 y 10 de mayo de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 10 de mayo de 2000, al señor Representante 
por el departamento de Canelones, Luis Gallo 
imperiale. 


2) Convóquese para integrar la referida 
representanción, por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la hoja de 
votación N2 2121 del Lema Partido Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, señor Luis Gallo 
Cantera. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia por motivos 
personales del 10 de mayo al 16 de mayo, 
inclusive. 


Saludo atentamente. 


Luis Alberto Lacalle Pou 
Representante por Canelones”. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por única vez no accedo a la convocatoria 
de la que fui objeto. 


Sin otro particular lo saluda con su más alta 
consideración y estima. 


Carlos Bentancor". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Canelones, Luis Alberto Lacalle 
Pou. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 10 y 16 de mayo de 2000. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto el suplente correspon- 
diente siguiente, señor Carlos Bentancor. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, por el inciso 
tercero del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994, y en el artículo tercero 
de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
10 y 16 de mayo de 2000, al señor Represen- 
tante por el departamento de Canelones, Luis 
Alberto Lacalle Pou. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado el suplente siguiente, señor Carlos 
Bentancor. 


3) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 400 del Lema 
Partido Nacional, señor Sergio Tarallo. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres”. 


Martes 2 de mayo de 2000 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo establecido por la Ley 
N* 16.465, solicito al Cuerpo que tan dignamen- 
te preside se sirva concederme el uso de 
licencia por razones personales desde el 2 de 
mayo hasta el 14 de mayo, inclusive. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Tabaré Hackenbruch 
Representante por Canelones". 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado para integrar el 
Cuerpo, supliendo al Dip. Hackenbruch, comu- 
nico a usted que, por esta única vez, no he de 
aceptar la misma. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Omar Bentancurt'". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Canelones, Tabaré Hacken- 
bruch. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 2 y 14 de mayo de 2000. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que ha sido objeto el suplente 
correspondiente siguiente, señor Omar 
Bentancurt. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N?* 16.465, de 14 de enero de 1994, y en el 
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artículo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de 
mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 14 de mayo de 2000, al señor Representante 
por el departamento de Canelones, Tabaré 
Hackenbruch. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado el suplente correspondiente siguien- 
te, señor Omar Bentancurt. 


3) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 2005 del Lema 
Partido Colorado, señor Heber Duque. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, vJosé María 
Mieres". 


"Montevideo, 27 de abril de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Comunico que he sido invitada a participar 
del XVIl Congreso de la Confederación de 
Educadores Americanos - CEA, en mi carácter 
de Representante Nacional y por mi trayectoria 
en la defensa de la Educación Pública. 


Por lo tanto, solicito licencia por el literal C) 
de la Ley N? 16.465, del 4 al 8 (inclusive) del 
mes de mayo del año en curso. Adjunto copia 
de la invitación recibida. 


Sin otro particular, saludo a Ud. 


atentamente. 


muy 


Nora Castro 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al 
exterior de la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Nora Castro, en 
virtud de obligaciones notorias cuyo cumplimien- 
to resulta inherente a su representación política, 
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para participar del XVIl Congreso de la 
Confederación de Educadores Americanos - CEA, 
a realizarse en la ciudad de San Pablo, 
República Federativa del Brasil. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 4 y 8 de mayo de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República y en el lite- 
ral C) del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia a la señora Represen- 
tante por el departamento de Montevideo, Nora 
Castro, por el período comprendido entre los 
días 4 y 8 de mayo de 2000, en virtud de 
obligaciones notorias cuyo cumplimiento resulta 
inherente a su representación política, para 
participar del XVIl Congreso de la Confederación 
de Educadores Americanos - CEA, a realizarse 
en la ciudad de San Pablo, República Federativa 
del Brasil. 


2) Convóquese para integrar la referida 
representación por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la hoja de 
votación N* 609 del Lema Partido Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, señor Eduardo Bonomi. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Por intermedio de ésta solicito al Cuerpo que 
Ud. preside licencia por motivos personales 
entre los días 2 y 16 de mayo. 


Sin otro particular atte. 


José Carlos Mahía 
Representante por Canelones". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 


personales del señor Representante por el 
departamento de Canelones, José Carlos Mahía. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 2 y 16 de mayo de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N?2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
2 y 16 de mayo de 2000, al señor Representante 
por el departamento de Canelones, José Carlos 
Mahía. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, a la suplenta correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 2121 del 
Lema Partido Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, señora Gabriela Garrido. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


15.-Aplazamiento 


— Se entra al orden del día con la consideración 
del asunto que figura en primer término: 
"Comisión Permanente del Poder Legislativo. 
(Elección de miembros para el Primer Período 
de la XLV Legislatura). (Artículo 127 de la 
Constitución)”. 

No han llegado a la Mesa listas de 
candidatos, por lo que corresponde aplazar la 
consideración de este asunto. 


16.-— Urgencia 


Dese cuenta de una moción de urgencia 
presentada por los señores Diputados Gallinal, 
Alvarez, Amorín Batlle, Fernández Chaves y 
Michelini. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se declare urgente y 
se considere de inmediato el proyecto de ley 
sobre emisión del sufragio por parte de 
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determinados funcionarios que actúan en las 
Comisiones Receptoras de Votos". 


— Se va a votar. 
(Se vota) 


— Setenta y ocho en ochenta: Afirmativa. 


17.— Funcionarios que actúan 
en Comisiones Recepto- 
ras de Votos. (Emisión 
del sufragio) 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, 
se pasa a considerar el proyecto de ley relativo 
a: "Funcionarios que actúan en Comisiones 
Receptoras de Votos. (Emisión del sufragio)". 

Léase el proyecto de ley aprobado por el 
Senado. 


(Se lee:) 


"Artículo 12.— Sustitúyese el artículo 77 de 
la Ley N* 7,812, de 16 de enero de 1925, en 
la redacción dada por el artículo 38 de la Ley 
N2 17.113, de 9 de junio de 1999, por el 
siguiente: 


'ARTICULO 77.— El sufragio se emitirá 
solamente ante las Comisiones Receptoras 
de Votos del departamento en que se halle 
vigente la inscripción cívica. Ante las Co- 
misiones que actúen en los circuitos urbanos 
y suburbanos sólo podrán sufragar los 
electores comprendidos en el circuito que 
corresponda a cada una de dichas Comisio- 
nes. Exceptúanse de esta disposición los 
miembros actuantes de la Comisión Recep- 
tora de Votos, los funcionarios electorales a 
quienes se haya encomendado su asistencia 
y el custodia, quienes podrán sufragar ante 
la Comisión en que actúen -exhibiendo su 
credencial cívica- debiendo, en tal caso, 
admitirse sus votos con observación por no 
pertenecer al circuito". 


Artículo 2*%.— Sustitúyese el artículo 78 de 
la Ley N* 7.812, de 16 de enero de 1925, en 
la redacción dada por el artículo 39 de la Ley 
N2 17.113, de Y de junio de 1999, por el 
siguiente: 


'ARTICULO 78.— Ante las Comisiones Re- 
ceptoras de Votos que actúen en los circuitos 
rurales podrán sufragar sus integrantes, los 
funcionarios electorales a quienes se haya 


encomendado su asistencia y el custodia, 
aunque no pertenezcan al circuito, siempre 
que tengan vigente su inscripción en el 
departamento. 


En tales casos, sus sufragios serán ad- 
mitidos con observación por no pertenecer al 
circuito. Podrán sufragar asimismo, los elec- 
tores del departamento no comprendidos en 
el circuito en que éstas funcionen, siempre 
que su inscripción cívica corresponda a una 
circunscripción rural y se cumplan además, 
las condiciones siguientes: 


1) Los electores deberán presentar nece- 
sariamente su credencial cívica. 


2) Mientras estuvieren presentes electores 
pertenecientes al circuito que aún no 
hubiesen sufragado, no podrá admitirse 
el voto de los electores que no 
pertenezcan al circuito. 


3) Los votos emitidos por electores no 
pertenecientes al circuito deberán ser 


admitidos con observación por esta 
circunstancia'". 
— En discusión general. 
Tiene la palabra la miembro informante, 


señora Diputada Saravia Olmos. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señora Presi- 
denta: el proyecto que se somete a la 
consideración de los señores Diputados cuenta 
ya con la aprobación del Senado y refiere a la 
modificación de los artículos 77 y 78 de la Ley 
N?* 7.812, en la redacción dada a los mismos 
por los artículos 38 y 39 de la Ley N* 17.113. 

Esta iniciativa recoge en forma textual un 
mensaje enviado por la Corte Electoral, que 
procura establecer ciertos cambios para que la 
legislación concuerde con las últimas modifica- 
ciones constitucionales aprobadas y cuya nece- 
sidad la práctica hizo evidente. 

Este proyecto refiere a la situación de las 
funcionarios electorales que son comisionados 
por la autoridad competente a fin de asistir a 
las Comisiones Receptoras de Votos estableci- 
das fuera de la capital departamental. Al 
respecto, se plantea la situación de que estos 
funcionarios, para emitir el sufragio, deben 
trasladarse lejos de esos circuitos a que han 
sido asignados, dado que en su casi totalidad 
residen -y por lo tanto están inscriptos- en 
capitales departamentales o en zonas urbanas. 
Esto hace que durante ese tiempo en el cual 
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tienen que ausentarse para recorrer decenas de 
kilómetros, las Comisiones Receptoras de Votos 
dejen de contar con su apoyo especializado, que 
resulta sumamente valioso. 

Estos funcionarios electorales se encuentran 
en situación de desventaja con respecto a los 
funcionarios públicos y escribanos que integran 
esas Comisiones Receptoras de Votos y también 
con respecto a los custodias encargados de la 
vigilancia, puesto que unos y otros están 
autorizados a sufragar ante esas Comisiones 
Receptoras en las que están cumpliendo 
funciones, a pesar de que su inscripción cívica 
corresponda a otra circunscripción. 

La Corte Electoral, a través de su mensaje, 
y el proyecto del Senado procuran aplicar el 
mismo criterio para quienes cumplen iguales 
funciones. 

Por ende, la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración 
aconseja al Cuerpo la aprobación de este 
proyecto. 


SEÑOR PITA.— Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PITA.— Señora Presidenta: he pedi- 
do de la palabra para dejar sentada una cuestión 
política de carácter histórico. Vamos a acompa- 
ñar con nuestro voto las modificaciones que se 
introducen en los artículos 77 y 78 de la Ley 
N?* 7.812, pero quiero recordar que hubo una 
discusión muy larga y polémica -en particular, 
la relativa al artículo 78-, en la que sostuvimos 
la tesis de lo injusto que significaba, al eliminar 
prácticamente todos los votos observados, 
mantenerlos sólo en los circuitos rurales. Como 
esta práctica está vigente y ya se está 
ejecutando, lo que ahora se hace a través de 
esta iniciativa es subsanar una situación injusta 
para los funcionarios electorales, por lo que la 
vamos a acompañar. 

En consecuencia, acompañamos esta inicia- 
tiva en los aspectos reseñados por la miembro 
informante, señora Diputada Saravia Olmos, 
pero que quede constancia de que mantenemos 
nuestra posición histórica. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar si se 
pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 


— Ochenta y tres por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 12, 
(Se lee) 

— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Ochenta y tres por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


Léase el artículo 2*, 
(Se lee) 
— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Ochenta y cuatro en ochenta y cinco: 
Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto y se comuni- 
cará al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— ¡Qué se 
comunique de inmediato! 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a votar. 


(Se vota) 


— Ochenta y tres en ochenta y cinco: Afirma- 
tiva. 


(Texto del proyecto sancionado:) 


"Artículo 1%.— Sustitúyese el artículo 77 de 
la Ley N* 7.812, de 16 de enero de 1925, en 
la redacción dada por el artículo 38 de la Ley 
N?2 17.113, de 9 de junio de 1999, por el 
siguiente: 


'ARTICULO 77.,— El sufragio se emitirá 
solamente ante las Comisiones Receptoras 
de Votos del departamento en que se halle 
vigente la inscripción cívica. Ante las Comi- 
siones que actúen en los circuitos urbanos y 
suburbanos sólo podrán sufragar los electo- 
res comprendidos en el circuito que corres- 
ponda a cada una de dichas Comisiones. 
Exceptúanse de esta disposición los miem- 
bros actuantes de la Comisión Receptora de 
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Votos, los funcionarios electorales a quienes 
se haya encomendado su asistencia y el 
custodia, quienes podrán sufragar ante la 
Comisión en que actúen -exhibiendo su 
credencial cívica- debiendo, en tal caso, 
admitirse sus votos con observación por no 
pertenecer al circuito". 


Artículo 2?%.— Sustitúyese el artículo 78 de 
la Ley N* 7.812, de 16 de enero de 1925, en 
la redacción dada por el artículo 39 de la Ley 
N2 17.113, de 9 de junio de 1999, por el 
siguiente: 


'ARTICULO 78.— Ante las Comisiones Re- 
ceptoras de Votos que actúen en los circuitos 
rurales podrán sufragar sus integrantes, los 
funcionarios electorales a quienes se haya 
encomendado su asistencia y el custodia, 
aunque no pertenezcan al circuito, siempre 
que tengan vigente su inscripción en el 
departamento. 


En tales casos, sus sufragios serán ad- 
mitidos con observación por no pertenecer al 
circuito. Podrán sufragar asimismo, los elec- 
tores del departamento no comprendidos en 
el circuito en que éstas funcionen, siempre 
que su inscripción cívica corresponda a una 
circunscripción rural y se cumplan además, 
las condiciones siguientes: 


1) Los electores deberán presentar nece- 
sariamente su credencial cívica. 


2) Mientras estuvieren presentes electores 
pertenecientes al circuito que aún no 
hubiesen sufragado, no podrá admitirse 
el voto de los electores que no 
pertenezcan al circuito. 


3) Los votos emitidos por electores no 
pertenecientes al circuito deberán ser 
admitidos por observación por esta 
circunstancia". 


18.-— Comisión Administrativa 
del Poder Legislativo. 
(Elección de miembros 
para el Primer Período 
de la XLV Legislatura). 
(Ley N? 16.821, de 23 de 
abril de 1997) 


— Se pasa a considerar el asunto que figura en 
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segundo término del orden del día: "Comisión 
Administrativa del Poder Legislativo. (Elección 
de miembros para el Primer Período de la XLV 
Legislatura). (Ley N* 16.821, de 23 de abril de 
1997)". 

La Mesa ha recibido una lista de candidatos 
para integrar la Comisión Administrativa del 
Poder Legislativo y, de acuerdo con el proce- 
dimiento seguido por la Cámara en oportunida- 
des anteriores, se establece un lapso de sesenta 
minutos -hasta la hora 18 y 28- para que los 
señores Representantes puedan emitir su voto. 
Cabe recordar a los señores Representantes 
que, de acuerdo con lo dispuesto por el artícu- 
lo 78 del Reglamento, el voto se secreto. 


19.-— Autorización al señor 
Representante Díaz May- 
nard para realizar una 
exposición 
Solicitud de urgencia 


Dese cuenta de una moción presentada por 
señor Diputado Díaz Maynard. 


(Se lee:) 


"Solicito autorización del Cuerpo para realizar 
una exposición, por el lapso de sesenta 
minutos, sobre el tema de la 'Infantilización 
de la pobreza"". 


e 


— Corresponde votar la declaración de urgencia 
para que la exposición pueda realizarse en esta 
misma sesión. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


— Setenta y cinco en ochenta y uno: Afirma- 
tiva. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señora 
Presidenta: queremos explicar por qué no hemos 
votado afirmativamente. 

En la reunión de coordinadores que se realizó 
hace unos días se nos puso en conocimiento de 
la exposición que iba a realizar el señor 
Diputado Díaz Maynard. Sin embargo, la ban- 
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cada del Partido Colorado entendió que la 
exposición se iba a celebrar en el día de 
mañana. Como esta exposición del señor 


Diputado Díaz Maynard sin duda será muy 
fundamentada y, por su acostumbrada brillantez, 
ameritará réplica o intercambio de ideas entre 
los demás legisladores, nos gustaría disponer 
del tiempo suficiente para tener la preparación 
debida. 

Este es el motivo de nuestro voto negativo 
y no el propósito de obstaculizar la exposición, 
que entendíamos que se había convenido 
realizar en el día de mañana. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— ¡Qué se recti- 
fique la votación! 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a rectificar la votación. 


(Se vota) 
— Sesenta y uno en ochenta: Negativa. 


SEÑOR ALVAREZ.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ALVAREZ.— Señora Presidenta: 
quiero aclarar los términos en que habíamos 
conversado sobre este tema en la coordinación 
y en el día de hoy antes de ingresar a Sala. 

En la reunión de coordinadores habíamos 
acordado que la exposición del señor Diputado 
Díaz Maynard se realizara en la primera sesión 
del mes de mayo. Inclusive, con el señor 
Presidente de la Cámara -hoy de licencia- 
habíamos acordado que se incluyera en el orden 
del día, lo que no se pudo hacer por aspectos 
reglamentarios. Antes de ¡ingresar a Sala 
conversamos con distintos legisladores de todos 
los Partidos y el señor Diputado Fernández 
Chaves nos planteó la dificultad que le ocasio- 
naba que la exposición se hiciera en el día de 
hoy, porque había entendido que se llevaría a 
cabo mañana. De todos modos, en ese momento 
aceptó que se realizara hoy, teniendo en cuenta 
que todos estábamos preparados para trabajar 
sobre la base de la exposición. 

No obstante, hemos consultado con el señor 
Diputado Díaz Maynard y no tenemos ningún 
inconveniente en que se vote aplazar la 
exposición para el día de mañana, a los efectos 
de posibilitar que la bancada del Partido 
Colorado participe de una discusión que consi- 


deramos muy importante. Pero quiero que quede 
constancia de que habíamos acordado que la 
exposición se iba a realizar en el día de hoy. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— Pido la palabra 
para una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— Señora Presiden- 
ta: ante la solicitud de una bancada con el 
prestigio y el número de la del Partido Colorado, 
no tengo el menor inconveniente en diferir la 
exposición para el día de mañana, si ése es el 
propósito con el que se ha votado. 

Me parece de buena práctica legislativa que 
los legisladores puedan intervenir con conoci- 
miento de causa sobre este tema. Nuestro 
coordinador nos manifestó que se había acor- 
dado realizar la exposición en el día de hoy y 
vinimos preparados para ello. De todos modos, 
no tenemos inconveniente en que se considere 
como primer punto del orden del día de mañana, 
que, por otra parte, va a ser muy flaco. 

Manifestamos nuestra conformidad si se vota 
en el sentido que hemos propuesto. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Pido la 
palabra para una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señora 
Presidenta: aceptamos el planteamiento del 
señor Diputado Díaz Maynard, que con su 
característica caballerosidad ha decidido poster- 
gar su exposición para el día de mañana. 

Con respecto a las expresiones del señor 
Diputado Alvarez, ratificamos absolutamente 
todo lo que hemos señalado. Seguramente, el 
señor Diputado Alvarez habrá entendido que 
aceptábamos que se tratara hoy este tema, pero 
no fue así. Aceptamos que se trate el tema y 
nos place conversar sobre él porque considera- 
mos que es trascendente para el país, pero 
necesitamos la preparación correspondiente. 
Gustosos votamos para que la exposición del 
señor Diputado Díaz Maynard se realice en el 
día de mañana. 


SEÑOR GALLINAL.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 
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SEÑOR GALLINAL.— Señora Presidenta: 
participé en las reuniones de coordinadores en 
representación de la bancada del Partido 
Nacional y también entendí -así se lo comuni- 
camos a nuestros compañeros en los días 
previos a esta sesión- que la exposición del 
señor Diputado Díaz Maynard se iba a realizar 
en el día de hoy. No solamente quisiéramos 
que así fuera, sino que además tendríamos una 
serie de inconvenientes si la exposición se 
realizara en el día de mañana. Por lo tanto, 
propongo que la Cámara pase a intermedio por 
el término de diez minutos para dilucidar este 
tema, teniendo en cuenta que será presentada 
a la Mesa una moción de carácter urgente que 
está supeditada a lo que suceda con la 
exposición del señor Diputado Díaz Maynard 
acerca de la infantilización de la pobreza. 

Apelo a la buena voluntad de los compañeros 
Diputados en el sentido de habilitar un interme- 
dio de diez minutos a fin de lograr un acuerdo 
sobre este tema para ordenar el debate y las 
mociones que están vinculadas a esta decisión. 


20.-— Intermedio 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a votar si la Cámara pasa a intermedio por el 
término de diez minutos. 


(Se vota) 


— Setenta y tres en setenta y siete: Afirmativa. 
La Cámara pasa a intermedio. 


(Es la hora 17 y 39) 
— Continúa la sesión. 


(Es la hora 18 y 26) 


21.-— Integración de Comisio- 
nes 


-—— Dese cuenta de la integración de Comisiones. 
(Se lee:) 


"La señora Representante Daisy Tourné 
actuará como delegada de sector en la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración. 


El señor Representante Roberto Arrarte 
Fernández actuará como delegado de sector en 
la Comisión de Turismo". 


CAMARA DE REPRESENTANTES 97 


22.—Licencias 
Integración de la Cámara 


— Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar la solicitud de licencia 
presentada por el señor Representante Oscar 
Magurno, por motivos personales, inciso tercero 
del artículo único de la Ley N* 16,465, por el 
período comprendido entre los días 9 y 14 de 
mayo del año 2000, convocándose al suplen- 
te correspondiente siguiente, señor Gustavo 
Osta". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Sesenta y nueve en setenta: Afirmativa. 


Queda convocado el suplente correspondien- 
te, quien se incorporará a la Cámara en la fecha 
indicada. 


(Antecedentes:) 
"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Señora Vicepresidenta en ejercicio 
de la Presidencia de la 

Cámara de Representantes, 

Dra. Margarita Percovich. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo establecido por la Ley 
N* 16.465, solicito al Cuerpo que tan dignamen- 
te preside se sirva concederme el uso de 
licencia por razones personales del 9 al 14 de 
mayo, inclusive. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Oscar Magurno 
Representante por Montevideo". 
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"Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Habiendo sido convocado del martes 9 de 
mayo al próximo 14 del corriente, para ingresar 
como Representante Nacional a ese Alto 
Cuerpo, cumplo en comunicar a Ud. que, por 
esta única oportunidad, no me es posible 
aceptar dicha convocatoria y tomo esta decisión 
manteniendo mi actual condición de suplente. 


Aprovecho la oportunidad para saludar a Ud. 
muy atentamente. 


Miguel Dicancro". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Oscar Magurno. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 9 y 14 de mayo de 2000. 


It) Que no acepta la convocatoria de que ha 
sido objeto el suplente correspondiente siguien- 
te, señor Miguel Dicancro. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artícu- 
lo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo 
de 1945, y por el inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 
1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
9 y 14 de mayo de 2000, al señor Representante 
por el departamento de Montevideo, Oscar 
Magurno. 


2) Acéptase la negativa presentada por el 
suplente siguiente, señor Miguel Dicancro. 


3) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 


te de la hoja de votación N?2 2000 del Lema 
Partido Colorado, señor Gustavo Osta. 


Sala de la Comisión, 2 de mayo de 2000. 


Guillermo Alvarez, 
María Mieres”. 


José 


23.— Autorización al señor 
Representante Díaz May- 
nard para realizar una 
exposición 


— Dese cuenta de una moción presentada por 
los señores Diputados Amorín Batlle, Alvarez, 
Fernández Chaves, Mieres, Da Silva, Gallinal y 
Perdomo. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que el tratamiento del 
tema 'Infantilización de la pobreza' se incluya 
como primer punto del orden del día de la 
sesión ordinaria del 16 de mayo próximo". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Setenta y uno por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


SEÑOR ALVAREZ.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ALVAREZ.— Señora Presidenta: 
quiero decir que más allá de los entendidos y 
malentendidos respecto a la fecha, toda la 
Cámara en última instancia ha comprendido la 
importancia que tiene el tema que el señor 
Diputado Díaz Maynard ha puesto a considera- 
ción. Por lo tanto, hemos acordado postergar la 
fecha para que pueda ser analizado con la 
profundidad necesaria y para que cada señor 
legislador previamente pueda estudiarlo y traer 
su aporte a la Cámara, a efectos de dar al tema 
la trascendencia que merece. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— 
palabra para fundar el voto. 


Pido la 
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SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.— Señora 
Presidenta: por lealtad tenemos que hacer una 
aclaración. Durante el intermedio nos comunica- 
mos telefónicamente con el Presidente del 
Cuerpo, señor Diputado Abdala y nos confirmó 
absolutamente la versión que había expresado 
en Sala el señor Diputado Alvarez, quien le 
había hecho el planteamiento correspondiente 
para que la disertación del señor Diputado Díaz 
Maynard se llevara a cabo en el día de hoy. 
Nosotros no habíamos comprendido que ésa era 
la fecha y, como dijimos anteriormente, pensá- 
bamos que era la del día de mañana. 

Reiteramos que el Presidente del Cuerpo, 
señor Diputado Abdala, nos ha confirmado la 
versión que manifestó el señor Diputado Alvarez. 


SEÑOR GALLINAL.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GALLINAL.— Señora Presidenta: la 
celebración del intermedio ha sido particular- 
mente fructítera en la medida en que ha 
permitido a las distintas bancadas parlamenta- 
rias ponerse de acuerdo en ubicar el tema como 
primer punto del orden del día de la sesión del 
16 de mayo y porque, además, hubo coinciden- 
cia en intensificar la actividad parlamentaria, 
desarrollando en el transcurso de este mes no 
sólo las sesiones de los días 16 y 17, sino 
también una sesión extraordinaria que se 
realizará el día 23. 

Quiere decir que el intermedio no sólo 
posibilitó que se ubicara el tema en el orden del 
día tal como se acaba de votar -evitando de esa 
manera que se iniciara una exposición que se 
viera truncada por la llegada de la hora 
reglamentaria de finalización de la sesión-, sino 
que, además, ha hecho posible coordinar las 
otras mociones que se van a poner a conside- 
ración y que hacen al funcionamiento del 
Cuerpo. En consecuencia, queremos anunciar 
que la bancada del Partido Nacional va a 
acompañar con su voto las mociones que luego 
se pondrán a consideración porque entendemos 
que es importante incrementar el trabajo de la 
Cámara, celebrando no sólo las sesiones 
ordinarias de los días 16 y 17, sino también una 
extraordinaria el 23 de mayo. 


SEÑOR BARAIBAR.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BARAIBAR.— Señora Presidenta: al 
igual que todo el Cuerpo, hemos votado 
favorablemente una moción que permite que un 
tema de tanta importancia pueda ser preparado 
profundamente por todos los legisladores. 

Además, sugiero -no es una moción- que la 
Presidencia comunique a los organismos afines 
a los temas de la niñez y de la delincuencia, 
que se va a considerar este tema, invitándolos 
a concurrir a la sesión. Esta es una práctica que 
en determinado momento se utilizaba y que es 
bueno mantener. Teniendo en cuenta que 
contamos con más días, ello se puede 
instrumentar con la debida antelación. 

Quiero dejar constancia del gesto del señor 
Diputado Fernández Chaves, quien ha recono- 
cido una equivocación respecto a una interpre- 
tación de procedimiento, lo que no hace más 
que demostrar su hidalguía y su personalidad, 
que ya conocemos. Estos gestos confirman aún 
más las características de su personalidad y su 
firmeza a la hora de defender sus puntos de 
vista, con relación a los cuales muchas veces 
discrepamos, pero en este caso los compartimos 
y corresponde destacarlo. 


SEÑOR MIERES.— 
fundar el voto. 


Pido la palabra para 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES.— Señora Presidenta: nos 
parece muy positivo que este Cuerpo encuentre 
los mecanismos para resolver ciertos 
desencuentros de manera amigable y consen- 
sual. Al mismo tiempo, nos parece importante 
que se haya fijado definitivamente la fecha del 
16 de mayo para tratar este tema tan relevante 
y de tanta sensibilidad para la situación de 
nuestro país y de nuestra sociedad. Estamos 
seguros de que será la oportunidad para que, 
con el mismo consenso, podamos abrir el 
espacio en esta Cámara a fin de que una 
Comisión Especial pueda trabajar y profundizar 
en la problemática de la pobreza y elaborar, por 
lo tanto, medidas legislativas que ayuden a 
mejorar la respuesta y el combate de esas 
situaciones. 
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24.-— Supresión de sesiones 
ordinarias 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Dese 
cuenta de una moción de orden presentada por 
los señores Diputados Alvarez, Amorín Batlle, 
Gallinal, Fernández Chaves y Michelini. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se suspendan las 
sesiones ordinarias de los días 3, 9 y 10 de 
mayo". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Setenta y cinco en setenta y seis: Afirmativa. 


25.-— Comisión Administrativa 
del Poder Legislativo. 
(Elección de miembros 
para el Primer Período 
de la XLV Legislatura). 
(Ley N* 16.821, de 23 de 
abril de 1997) 


Ha finalizado la recepción de votos con 
respecto a la designación de miembros de la 
Comisión Administrativa del Poder Legislativo 
para el Primer Período de la XLV Legislatura. 

Dese cuenta del resultado de la votación. 


(Se lee:) 


"Han sufragado ochenta y nueve señores 
Representantes: ochenta y tres lo han hecho 
por la única lista presentada y seis en 
blanco", 


— En consecuencia quedan designados como 
miembros de la Comisión Administrativa del 
Poder Legislativo para el Primer Período de la 
XLV Legislatura los señores Representantes 
Carlos Baráibar, Ruben Díaz y Jaime Mario 
Trobo. 


26.- Rectificación de trámi- 
te 


Dese cuenta de una moción de orden 
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presentada por los señores Diputados Lara, 
Pintado, Blasina y Gustavo Silveira. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se rectifique el trámite 
dado a la Carpeta N* 3658/99, 'Seguro de 
Desempleo. (Modificación del Decreto-Ley 
N?* 15.180), destinándolo a la Comisión de 
Seguridad Social". 


— Se va a votar. 
(Se vota) 


— Setenta y cinco en setenta y seis: Afirmativa. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señora Presidenta: 
no hemos acompañado la moción en razón de 
que no conocemos su fundamentación. 


SEÑOR PINTADO.— Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PINTADO.— Señora Presidenta: en 
realidad, podría decirse que este proyecto está 
en el límite de dos Comisiones: la de Legislación 
del Trabajo y la de Seguridad Social. Conviene 
señalar como antecedente que esta iniciativa ya 
estuvo siendo estudiada por la Comisión de 
Seguridad Social en la Legislatura pasada. 
Además, la materia relativa a seguro de 
desempleo tiene que ver con una parte 
importante de las prestaciones del Banco de 
Previsión Social a los activos y, por lo tanto, 
amén de que la Comisión de Legislación del 
Trabajo, apenas iniciada la Legislatura, ya tiene 
una agenda muy extensa, nos parecía que la 
Cámara podía trabajar sobre el tema en su 
Comisión asesora de Seguridad Social. Reitera- 
mos que esta Comisión ya tiene la experiencia 
de haber tratado el tema y, si bien se puede 
entender que este asunto está en el límite de 
las competencias de dos Comisiones, a nuestro 
juicio debe estar en el seno de la Seguridad 
Social, en la medida en que es el Banco de 
Previsión Social quien paga las prestaciones 
correspondientes al seguro de desempleo y es 
con dicha institución que tiene una relación de 
trabajo directo y permanente. 
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Esa es la razón del trámite y no quisimos 
proponer la consideración de este asunto en una 
Comisión integrada porque, a veces, eso facilita 
la discusión, pero por otro lado la entorpece por 
las cuestiones reglamentarias de quórum nece- 
sario en una Comisión y otra. 


de hora 


entrado fuera 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Dese 
cuenta de una moción de orden presentada por 
los señores Diputados Alvarez, Amorín Batlle, 
Mieres, Posada, Gallinal y Fernández Chaves. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se dé cuenta de los 
asuntos entrados fuera de hora". 


— Se va a votar. 
(Se vota) 


— Setenta y cuatro en setenta y cinco: Afirma- 
tiva. 


Dese cuenta de los asuntos entrados fuera 
de hora. 


(Se lee:) 


"Varios señores Representantes presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de ley por el que se modifican los 
artículos 30 a 35 de la Ley N? 16.017, relativa 
al recurso de referéndum contra las leyes. 

C/204/000" 


— A la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. 


28.-— Proyecto presentado 


"Recurso de referéndum contra las leyes. 
(Modificación de los artículos 30 a 35 de 
la Ley N*2 16.017) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— Sustitúyense los artículos 
30 a 35 de la Ley N* 16.017, de 20 de enero 
de 1989, por los siguientes: 


"ARTICULO 30.— A los efectos de promover 
la interposición de un recurso de referéndum 


deberán comparecer por escrito ante la Corte 
Electoral, al menos el 25% (veinticinco por 
ciento) de los ciudadanos inscriptos habilita- 
dos para votar, antes de cumplirse el año de 
la promulgación de la ley, en hojas individua- 
les, estampando su firma, y expresando: 


12 Su nombre, la serie y número de su cre- 
dencial cívica vigente. 


22) El nombre y la identificación cívica de 
quienes actuarán como representantes 
de los promotores. 


32) El domicilio común que constituyen a 
todos los efectos. 


42%) La ley o disposición legal objeto del 
recurso, cuyo texto deberán también 
acompañar, en el ejemplar del Diario 
Oficial en que se hubiera publicado. 


La Corte Electoral podrá admitir la entrega 
parcial de firmas a los efectos de su 
verificación. 


ARTICULO 31.— Asimismo, y por procedi- 
miento no excluyente al establecido en el 
artículo anterior, se puede promover la 
interposición de un recurso de referéndum 
compareciendo con los mismos requisitos 
establecidos en el artículo anterior, el 2.5% 
(dos con cinco por ciento) de los ciudadanos 
inscriptos habilitados para votar, dentro de 
los ciento ochenta días contados desde el 
siguiente al de la promulgación de la ley. 


En la comparecencia deberán establecer 
expresamente que lo hacen al amparo del 
procedimiento dispuesto en el presente ar- 
tículo. 


ARTICULO 32.— Producida la comparecencia 
prevista por el artículo 30 de la presente ley, 
la Corte Electoral calificará la procedencia del 
recurso en un término de 15 (quince) días 
hábiles, que se contarán a partir del día 
siguiente a dicha comparecencia. 


Si del control de la regularidad formal de 
la comparecencia resultare, previamente, el 
incumplimiento de alguno de los requisitos 
exigidos por los numerales 2%), 3%) y 4%) del 
artículo 30, la Corte Electoral lo comunicará 
por escrito a los promotores de la interposi- 
ción del recurso o a sus representantes y 
declarará suspendido el transcurso del térmi- 
no establecido en el inciso anterior, pudiendo 


aquéllos subsanar dicho incumplimiento en un 
término de siete días corridos, que se 
contarán a partir del día siguiente al de la 
notificación recibida y a cuyo vencimiento 
volverá a correr el término para calificar la 
procedencia del recurso. 


Al etecto indicado, la Corte Electoral 
dictaminará: 


A) Si la ley o la disposición legal de que 
se trata es recurrible, de acuerdo con 
lo dispuesto por los artículos 22 y 23 
de esta ley. 


B) Si la promoción de la interposición del 
recurso se ha realizado dentro del 
término señalado en dicho artículo. 


La Corte Electoral deberá asimismo dicta- 
minar en un plazo no mayor de noventa días 
hábiles si los promotores de la interposición 
del recurso alcanzan el porcentaje requerido 
por el artículo 30. En tal caso, o en caso que 
la Corte Electoral no se pronunciase en el 
plazo establecido en este inciso, se conside- 
rará aceptada la procedencia del recurso, se 
procederá de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 37 y siguientes del Capítulo V de la 
presente ley. 


Si no se hubiere llenado cualquiera de 
estos extremos, la Corte Electoral declarará 
no proceder la interposición del recurso. En 
caso contrario, franqueará los procedimientos 
para su interposición. 


La decisión que negare la procedencia de 
la interposición, será susceptible del recurso 
de revisión para ante la propia Corte 
Electoral, que podrán presentar los promoto- 
res de dicha interposición o sus representan- 
tes, en un término perentorio de diez días 
continuos que correrán a partir del día si- 
guiente al de su notificación. La Corte Elec- 
toral reglamentará los procedimientos relati- 
vos a la sustanciación y decisión del recurso. 


ARTICULO 33.— Cuando la interposición del 
recurso haya sido realizada al amparo del 
artículo 31 será aplicable lo establecido en 
el artículo anterior, sin perjuicio que el plazo 
para dictaminar si los promotores alcanzan el 
porcentaje requerido por el referido artículo 
no excederá los quince días hábiles. Cumpli- 
dos los extremos previstos, o si la Corte 
Electoral no se pronunciare dentro del plazo 
indicado, se considerará aceptada la proce- 
dencia del recurso y se procederá de acuerdo 
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al procedimiento establecido en el artículo 34 
y siguientes del presente capítulo. 


ARTICULO 34.— Calificada afirmativamente, 
luego del control sumario de la regularidad 
formal de la comparecencia, la procedencia 
del recurso, la Corte Electoral convocará 
públicamente, mediante aviso a publicar por 
cinco días continuos en el Diario Oficial y en 
dos diarios de circulación nacional, a los 
inscriptos habilitados para votar que deseen 
adherir al recurso, a que lo hagan en la forma 
que se determina en el artículo siguiente. 


ARTICULO 35.— Quienes desearen adherir al 
recurso deberán expresar su voluntad en 
forma secreta y en acto que se celebrará en 
todo el país entre los sesenta y los noventa 
días siguientes a la calificación afirmativa de 
la procedencia del recurso y en día domingo. 
A tal efecto, se aplicarán, en lo pertinente, 
las disposiciones que rigen para la emisión 
del voto en las elecciones nacionales. Las 
adhesiones se formularán ante Comisiones 
Receptoras que se instalarán en las capitales 
departamentales, en los distritos electorales 
con más de diez mil inscriptos, así como en 
otras localidades que a juicio de la Corte 
Electoral justifiquen dicha instalación. 


Los recurrentes deberán introducir en el 
sobre correspondiente una hoja en la que se 
leerá: 'Interpongo el recurso de referéndum 
contra...'. Esta leyenda concluirá con la 
mención de la ley o de aquellos de sus 
artículos que se pretendiere impugnar. 


Realizado el escrutinio y si los recurrentes 
alcanzaren el porcentaje del 25% (veinticinco 
por ciento) previsto en el inciso segundo del 
artículo 79 de la Constitución, la Corte 
Electoral procederá en la forma establecida 
en el artículo 37. 


La Corte Electoral reglamentará la convo- 
catoria y el acto de expresión de voluntad de 
los recurrentes, en todo lo no previsto por 
este artículo. 


Si la Corte Electoral declarare que no se 
ha alcanzado el 25% (veinticinco por ciento) 
de los inscriptos habilitados para votar, su 
decisión será recurrible en la misma forma y 
término previstos en el artículo 32". 


Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


iván Posada, Representante 
por Montevideo; Felipe 
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Michelini, Representante 
por Montevideo; Pablo 
Mieres, Representante por 
Montevideo; Horacio 
Yanes, Representante por 
Canelones. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley pretende modi- 
ficar el régimen de convocatoria del recurso de 
referéndum contra las leyes, establecido en el 
inciso segundo del artículo 79 de nuestro texto 
constitucional. 


El presente régimen legal, la Ley N* 16.017, 
es producto de la compleja situación creada en 
el proceso de verificación de firmas del recurso 
presentado en su oportunidad contra la Ley 
N2 15.848 (de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado). En ese difícil trance se 
generó, por un lado, el sentimiento de que la 
tradicional papeleta no expresaba cabalmente la 
expresión ciudadana, y al mismo tiempo, el 
temor de que el órgano verificador no cumplía 
imparcialmente su papel de garante de la 
voluntad del Cuerpo Electoral. 


Planteadas así las cosas, el sistema se 
diseñó con el objetivo de combinar certeza y 
confiabilidad tanto para los proponentes de 
determinado recurso como para aquellos que 
defiendan la norma impugnada. Asimismo, la 
Ley N* 16.017 es una norma que revaloriza y 
promueve el recurso de referéndum como 
instrumento de consulta popular, en tanto innova 
al establecer que la carga del esfuerzo no puede 
ni debe ser soportada tan solo por el proponen- 
te. 


La presentación de este proyecto está 
precedida por la presentación de otras iniciati- 
vas que intentan modificar el sistema vigente, 
lo que pone de manifiesto la importancia política 
del tema. No se nos escapa que todas estas 
iniciativas se originan como consecuencia de la 
preocupación generada por la sucesión de 
convocatorias impugnando diferentes normas 
legales. No obstante es necesario mantener el 
marco conceptual de la norma vigente. Certeza, 
confiabilidad y fiel cumplimiento de la Constitu- 
ción de la República. 


Para nuestro partido, el recurso de referén- 
dum es un poderoso instrumento al servicio del 
ciudadano, para dirimir a través de las urnas 
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importantes contlictos, ora de opinión, ora 
éticos, que hacen al destino de ta nación. 
Consecuentemente, el objetivo de este proyecto 
consiste en perfeccionar el sistema, racionali- 
zando la innovación de la Ley N?* 16.017, que 
permite con un número menor de firmas, muy 
inferior al 25% solicitado por el constituyente, 
poner en marcha la iniciativa, al tiempo que por 
el mecanismo de recolección de firmas tradicio- 
nal, se preserva el estricto cumplimiento de la 
Carta Magna. 


El proyecto de ley que sometemos a la 
consideración de nuestros pares propone en la 
modificación del artículo 30, la recreación del 
sistema tradicional, vigente antes de la aproba- 
ción de la Ley N2* 16.017, como forma de 
respetar cabalmente el mandato constitucional. 
El inciso segundo del artículo 79 de la 
Constitución establece: "El veinticinco por ciento 
del total de inscriptos habilitados para votar, 
podrá interponer, dentro del año de su 
promulgación, el recurso de referéndum contra 
las leyes y ejercer el derecho de iniciativa ante 
el Poder Legislativo...". Asimismo, se faculta a 
que la Corte Electoral pueda admitir la entrega 
parcial de firmas para su verificación. 


El artículo 31 proyectado establece una vía 
rápida alternativa -no excluyente a la del artículo 
30-, que permite la interposición del recurso, 
exigiendo la comparecencia del 2.5% de los 
ciudadanos inscriptos habilitados para votar, 
dentro de un plazo de ciento ochenta días 
contados desde el día siguiente al de la 
promulgación de la ley que se pretende recurrir. 


De esta forma, se preserva la principal 
innovación que respecto a la promoción del 
recurso de referéndum introdujo la Ley 
N?2 16.017, o sea la posibilidad de que con un 
número menor al requerido por la norma 
constitucional, se puede poner en marcha una 
vía rápida, donde a través de una consulta a 
la ciudadanía, por única vez, se legitime la 
iniciativa. La norma proyectada racionaliza la 
innovación en cuanto: a) incrementa posibilidad 
de que con un número menor al requerido por 
la norma constitucional, se pueda poner en 
marcha una vía rápida, donde a través de una 
consulta a la ciudadanía, por única vez, se 
legitime la iniciativa. La norma proyectada 
racionaliza la innovación en cuanto: a) incrementa 
el número de adhesiones necesarias para poner 
en marcha el mecanismo, que de un 0.5% pasa 
a un 2.5%; b) establece una única convocatoria 
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para determinar sí los proponentes alcanzan el 
porcentaje del 25% dispuesto en el inciso 
segundo del artículo 79 (artículos 34 y 35 del 
proyecto). 


En consecuencia, el proyecto perfecciona el 
sistema de convocatoria, cumpliendo fielmente 
la Constitución de la República, otorgando 
certeza, confiabilidad y racionalidad a la regla- 
mentación del instituto. 


Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Iván Posada, Representante 


por Montevideo; Felipe 
Michelini, Representante 
por Montevideo; Pablo 


Mieres, Representante por 
Montevideo; Horacio Ya- 
nes, Representante por 
Canelones". 


29.-— Sesión extraordinaria 


— Dese cuenta de una moción de orden 
presentada por los señores Diputados Alvarez, 
Amorín Batlle, Mieres, Gallinal y Fernández 
Chaves. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara se reúna 
en sesión extraordinaria el día 23 de mayo 
próximo, a la hora 16, con el siguiente orden 
del día: 'Exposición de un legislador sobre el 
Día de las Américas". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Setenta y cinco por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 


30.-—Aplazamiento 


No se han recibido propuestas para la 
consideración del asunto que figura en tercer 
término del orden del día referido a la 
designación de Prosecretario del Cuerpo, por lo 
cual debe aplazarse su tratamiento. 

Habiéndose agotado el orden del día, se 
levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 45) 


MARGARITA PERCOVICH 
2da. VICEPRESIDENTA 


Dra. Margarita Reyes Galván 
Secretaria Relatora 


Dr. Horacio D. Catalurda 
Secretario Redactor 


Mario Tolosa 
Director del Cuerpo de Taquígratos 


Dep. Legal N* 211.038/00 - Central de Impresiones Ltda. 


